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7PREFACIO
El planteamiento  referente a si el Estado Colombiano ha asumido su
responsabilidad extracontractual con ocasión del desplazamiento indígena
hacia Bogotá, durante el lapso comprendido entre los años  2006 y 2010,
despertó el interés de las investigadoras por ser un tema humanitario,
inherente a la dignidad de las personas, de común ocurrencia, pero a la vez
ignorado, a pesar del reconocimiento teórico de que son objeto los pueblos
indígenas en la Constitución Política, y de que  involucra  las raíces y la
identidad de los Colombianos,   la legitimidad del Estado como garante de
los derechos de sus habitantes y  nuestro futuro como Nación.
La metodología utilizada es socio jurídica,  en la medida en que desde el
punto de vista social se tuvo en cuenta  la percepción de la población
indígena desplazada en la capital, gracias a las encuestas practicadas y al
punto de vista de intelectuales, académicos e indígenas, expresado a partir
de las entrevistas. Desde la perspectiva jurídica, se analizaron las políticas
públicas adoptadas por los gobiernos nacional y distrital, a raíz de la
expedición por la Corte Constitucional de la sentencia T 025 de 2004, los
autos diferenciales de seguimiento y los fallos proferidos por el Consejo de
Estado.
Agracemos a  nuestras familias por su constante apoyo y motivación, en
especial a Rafael Suárez Pineda por sus valiosas sugerencias; al Dr. Daniel
Libreros Caicedo, tutor de la investigación, por su dedicación y aportes; a
Evelio Rodríguez, Gilberto Erlein y Hernán Molina de la ONIC por su
valiosa colaboración; a los  Doctores  Gabriel Mujuy y  Temístocles Ortega;
y a los indígenas desplazados que han vivido  las experiencias y el  dolor
del despojo y lo transmitieron a las investigadoras.
8INTRODUCCION
En Colombia,  en los últimos años se han venido presentando graves
problemas de desplazamiento forzado, llamando la atención el de la llegada
de diferentes integrantes de pueblos indígenas de todo el país al Distrito
Capital, quienes en su mayoría huyen del conflicto armado, del narcotráfico,
de las fumigaciones, o buscan mejores condiciones de vida,  vivienda,
educación y empleo.  Es de anotar que esta forma de movilidad, además de
afectar la supervivencia de las propias comunidades indígenas a las cuales
pertenecen los desplazados, está generando graves problemas de índole
humanitario y de subsistencia en diferentes localidades de la ciudad.
Si bien en algunas ocasiones dicho desplazamiento es causado por actores
externos, en otras, el mismo ha sido generado por el Estado, ya sea por
acción o por omisión. A ello hay que agregar que en ciertas oportunidades
la administración no ha sabido atender a la población indígena desplazada,
dentro de los criterios del  “buen servicio”.
La presente investigación analiza si el Estado Colombiano  ha asumido su
responsabilidad extracontractual con ocasión del desplazamiento forzado
indígena, reportado desde 2006  hasta el 2010, para lo cual toma como
base la población indígena desplazada asentada en Bogotá, y la respuesta
dada a dicho flagelo por las diferentes entidades gubernamentales.
Es fundamental  abordar el tema planteado, por cuanto el desplazamiento ha
sido tratado de una manera homogénea, sin tener en cuenta las  diversas
características e identidades de cada grupo, ni tampoco  la riqueza cultural y
pluriétnica,  constituida por nuestros nativos, siendo de vital importancia
9preservar su existencia.
La Corte Constitucional  y otras instituciones  han hecho un llamado a
garantizar y proteger los derechos humanos de los pueblos autóctonos
consagrados a nivel constitucional, porque un estado social de derecho debe
asumir la responsabilidad de sus obligaciones. Dichos requerimientos se
han traducido en  la formulación de políticas públicas para el desplazamiento,
mas no se han reflejado en una política diferencial indígena.  Sobre dichos
temas ahonda nuestro trabajo.
El primer capítulo  otorga un marco teórico, conceptual y legal en el cual se
brindan al lector la referencia histórica, las nociones generales, los
conceptos básicos requeridos para entender a cabalidad la problemática, la
caracterización genérica de la población indígena desplazada hacia Bogotá
y las principales normas jurídicas que desarrollan el tema.
En el segundo capítulo se abordan las principales causas y consecuencias
de aquel desplazamiento y se analiza la posible responsabilidad
extracontractual del Estado.
El tercer capítulo describe las estrategias estatales, nacionales y distritales,
frente al desplazamiento indígena en Bogotá, la adopción de políticas
públicas y la  asunción de medidas en prevención, atención, protección y
estabilización.
El último capítulo evalúa qué tan efectivas han sido dichas medidas desde
el punto de vista de los indígenas, del gobierno, de las Organizaciones No
Gubernamentales y desde las altas Cortes.
En las conclusiones las investigadoras plantean que el Estado no ha
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asumido eficazmente  su responsabilidad extracontractual, con ocasión del
desplazamiento indígena (por cuanto si bien ha brindado algunas ayudas
humanitarias,  formulado políticas públicas para atender de forma general el
desplazamiento y asignado algunas partidas presupuestales, por el
contrario, no ha tomado medidas de fondo para prevenir el desplazamiento
indígena y  brindar atención diferencial, protección y estabilización a los
desplazados indígenas de manera eficiente, ni destinado los recursos que
la magnitud del problema amerita).
Beneficiarios del presente trabajo son: la población indígena desplazada en
Bogotá; las comunidades indígenas que buscan la preservación de su cultura
y tradiciones ancestrales; el Distrito Capital, por cuanto contará con otro
documento de apoyo que le permita en el futuro tomar medidas adecuadas;
los colombianos frente a la protección de su identidad cultural  y las
investigadoras en el sentido de  fortalecer su crecimiento personal y
profesional.
El   tema es  novedoso, porque si bien es cierto  existen múltiples
documentos - por separado- sobre responsabilidad extracontractual,
desplazamiento, o  respecto de indígenas, no se encuentra un trabajo que
integre los tres tópicos  desde las perspectivas jurídica y social, con trabajo
de campo y análisis, a partir del artículo 90 de la Constitución Política.
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1. MARCO TEORICO, CONCEPTUAL Y LEGAL
1.1 BREVE RESEÑA HISTÓRICA, NOCIONES GENERALES Y
CONCEPTOS BÁSICOS
Desde América precolombina se han generado asentamientos indígenas en
el territorio de lo que hoy es Bogotá: la Familia Muisca contaba con cinco
sedes básicas, una de los cuales era la de Bacatá, y si bien la llegada de
los españoles cambió la dinámica social y cultural, muchos habitantes
originarios permanecieron  a través de las instituciones coloniales. La
mayoría de los nombres de los barrios de la capital o sus alrededores
recuerdan el antepasado indígena: Suba, Engativá, Fontibón,  Cota, Chía1,
etc. El antecedente remoto del desplazamiento tal vez se ocasionó en
15382, cuando los pueblos indígenas que pretendían preservar su identidad
huyeron a zonas aisladas de la geografía nacional en busca de refugio.
Durante la Colonia, si bien desde la metrópoli se proferían disposiciones
tendientes a “incorporar a la vida civil “a los “pueblos conquistados” pero
con una visión homogénea reinante en la época; lo cierto fue que en la
práctica resultaron incoherentes frente al libre albedrío, generando la
inimputabilidad por la tacha de “salvajes” para sus integrantes, en
menoscabo de su identidad,  autoestima,  pluralidad y  cultura, todo lo cual
resultaba  nugatorio desde el punto de vista jurídico.
Pese a ello, lograron subsistir  ochenta y un pueblos que habitan  el 25 %
del territorio nacional, hablan por lo menos 64 lenguas diferentes y han sido
clasificados por los investigadores en veintidós sistemas jurídicos con
1 MOLINA, Hernán, Nuevos Escenarios De Vida Indígena Urbana: El Caso Bogotá, en Revista
Etnias y Política, Observatorio de Asuntos Indígenas. Bogotá, Editorial Arthropos, Abril de 2007, p
101.
2 Cuando los españoles llegaron a territorio de lo que hoy es Bogotá.
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rasgos comunes;   logrando su reconocimiento constitucional en la Carta
Política de 1991, gracias (en parte),  a la participación de tres
constituyentes indígenas (un guambiano, un embera y un nasa)3.
Sin embargo, a  partir del siglo XX comenzaron a presentarse diferentes
clases de desplazamiento de comunidades indígenas, esta vez motivados
por la fumigación con glifosato en sus territorios,  la deforestación y otros
atentados contra el medio ambiente. Al igual, la colonización y la incursión
de terratenientes en aquellos lugares; el abandono estatal y la
estigmatización social; sumados a la presencia y confrontación de actores
armados ( este desplazamiento histórico ha ascendido a 280.000
integrantes indígenas, según Gilberto Erlein, encargado del tema de
desplazamiento de la O.N.I.C.4).
El doble período presidencial de Álvaro Uribe Vélez, 2002 – 2006 y 2006 –
2010  y su política de seguridad democrática, dirigidos a  reducir  el
conflicto armado, también condujo, según algunos expertos, al aumento
del desplazamiento de los indígenas.
En el Censo del año 2005 se estima que en el país existen 1.378.884
indígenas que representan el 3.4% de la población colombiana, distribuidos
en 710 resguardos5. No obstante, por el conflicto armado,  en el año  2002
debieron desplazarse de ellos, 5100; en el 2003, 4602; en 2004, 7901; en
el 2005; 23.700 y en el 2006, 5487.6
2 SUÁREZ VARGAS, Clara Cecilia y SUÁREZ PINEDA, Rafael. La Historia del Derecho y el
Derecho en la Historia. Bogotá. Primera edición, Bogotá, Editorial  Leyer. 2005,  Capítulo V,  p
199.
4 Dato suministrado por ERLEIN, Gilberto, Delegado para Desplazados de la ONIC e integrante
indígena del Consejo Nacional para la Atención de la Población Desplazada, a las investigadoras: Luz
Elena Rodríguez, Blanca E. López y Clara Cecilia Suárez, en entrevista realizada en Bogotá, el  25  de
agosto de 2010.
5DANE, Departamento Administrativo Nacional de Estadística. Censo Nacional, disponible en
www.dane.gov.co/estadisticas
6 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Segunda de  Revisión. Auto 004 de 2009. Protección de los
derechos fundamentales de las personas y los pueblos indígenas desplazados por el conflicto armado
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En consecuencia, del total de la población desplazada en el país, se calcula
que los indígenas constituyen el  3.75%7, equivalentes a 84.000
desplazados a nivel nacional por la violencia desde la implementación de la
Ley 387 de 19978. Ahora bien, según Acción Social9, en agosto de 2008,
56.044 indígenas desplazados figuraban en el Registro Único de Población
Desplazada y de ellos se estima que a Bogotá han llegado  el 13.3%,
aproximadamente 3.300 familias10, aunque la entidad oficial (Acción Social),
sólo ha registrado como desplazados por la violencia a 7.600 (opinión
divergente con la de los indígenas para quienes el número es muy
superior)11. En total, entre desplazados y no desplazados se calcula  existen
aproximadamente 28.000 indígenas en la capital.
Dichas estadísticas no son precisas, por cuanto muchos indígenas no se
registran como desplazados por miedo, desconfianza, desconocimiento del
idioma o incluso “dignidad”. Relatan los afectados, que a veces otras
personas se hacen pasar como desplazados, registrando su número de
cédula, y algunos, manifestando incluso,  que cuando han informado ser
desplazados por los paramilitares, les han negado el registro12.
o en riesgo de desplazamiento forzado, en el marco de la superación del estado de cosas
inconstitucional declarado en la sentencia T-025 de 2004, después de la sesión pública de información
técnica realizada el 21 de septiembre de 2007. Magistrado Ponente:
MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA, Bogotá, D.C., 26 de enero de dos mil nueve (2009),
estadísticas de CECORN.
7 ARIZA, Jhon Francisco. Situación de los grupos indígenas en situación de desplazamiento en
Bogotá. Secretaría Distrital de Salud y Universidad Javeriana, Pastoral Social Fundación de Atención
Al Migrante, Bogotá, FAMIG, diciembre de 2008, p 6.
8 Dato suministrado por ERLEIN,  Gilberto, entrevista citada.
9 ACCIÓN SOCIAL, noticias. Comunidades Indígenas Prioridad En Acción Social. en
http://www.accionsocial.gov.co/contenido/contenido.aspx?catID=127&conID=2992
10 MOLINA, Hernán. Revista Etnias y Política. o.c. p105.
11 Dato suministrado por ERLEIN,  Gilberto, entrevista citada.
12 Versión dada por un indígena.
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De conformidad con el artículo 1º de la Ley 397 de 1997 se entiende por
desplazado: “Toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del
territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades
económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o
libertad personales han sido vulneradas  o se encuentran directamente
amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones:
conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia
generalizada, violaciones masivas de Derechos Humanos, infracciones de
Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias emanadas de las
situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden
público”. (subraya no original)
ACNUR define a los desplazados internos como: “las personas o grupos de
personas  que se han visto forzadas u obligadas  a escapar o huir de su
hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como resultado o
para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia
generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes
naturales o provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una
frontera internacionalmente reconocida”13.
Modalidades del Desplazamiento. Según sus características, se han
identificado las siguientes clases:
a. Desplazamiento Masivo, a la cabecera municipal más cercana.
b. Progresivo: Uno a uno, hacia las ciudades.
c. Itinerante: a diversos sitios de la geografía nacional, o a otros resguardos,
o a otras comunidades indígenas.
13 UNHCR; ACNUR, DEFENSORIA DEL PUEBLO. Principios Rectores De Los Desplazamientos
Internos .Bogotá, ACNUR, 1998,  p. 8.
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d. Finalmente, desde los no resguardo a resguardos.
El desplazamiento indígena hacia Bogotá se caracteriza por ser en algunos
casos masivo (por ejemplo el del Pueblo Cascajero del Chocó) y en otros,
progresivo en la medida que comienza por los líderes indígenas
amenazados, que buscan una estabilidad para traer a sus familias
(verbigracia el del pueblo Kankuamo de la Sierra Nevada de Santa Marta).
Ahora bien: en distintos lugares del país, como  Putumayo o Guaviare,  es
itinerante o hacia resguardos, situación que no se contabiliza en el Registro
Único De Desplazados y por ende, no constituye prioridad para el Estado.
Según Gilberto Erlein14, Director de la sección de desplazados de la ONIC
y miembro del Consejo Nacional Para la Atención de la Población
Desplazada, la Capital de la República es escogida como ciudad de
destino indígena (1) por ser sede del Gobierno Nacional, (2) por seguridad,
(3) por  considerar que ofrece más opciones de supervivencia y (4) por el
crecido número de habitantes ya que resulta más fácil para algunos líderes
perseguidos “camuflarse”   y evitar ser atacados. Coincide con dicha
afirmación lo manifestado por Emberas residentes en Bogotá a los
investigadores del I.C.B.F., Felipe Cabrera, Ángela Castillo y otros, en
sentido de que “en la ciudad (existen)… oportunidades que no hay en el
campo”15 y que “allá (en sus lugares de origen) pasan más hambre y hay
más pobreza que en Bogotá”16.
(1) Frente al primer punto manifestado por Erlein,  se considera que siendo
sede de la Presidencia de la República, del Congreso Nacional, de la
14 Dato suministrado por ERLEIN,  Gilberto, entrevista citada.
15 CABRERA, Felipe; ALZATE, Daniel y otros. Identificación y Caracterización Socioeconómica,
Cultural Y Nutricional del Observatorio De La Situación De Niñas, Niños y De Las Familias Embera
En Bogotá. Bogotá, I.C.B.F., Vía Plural, diciembre de 2009, p 14.
16 Ibídem, p 14 .
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Procuraduría General y de la Defensoría del Pueblo, entre otros, en Bogotá
es más fácil obtener apoyo y visibilizar el problema.
(2) En cuanto al segundo aspecto, se presume que la Capital de la
República es ajena al conflicto y que sus vidas e integridad van a estar a
salvo (sin embargo, frecuentemente han sido objeto de agresiones).
(3) Referente a las opciones de supervivencia, vamos a tener oportunidad
de hablar más adelante, por cuanto el enfrentamiento entre la vida rural y la
urbana es muy fuerte, y las destrezas y conocimientos de dichas
comunidades no son  valorados en la cultura occidental y mucho menos en
las ciudades. En este punto el Kankuamo citado aludía a ser el cambio
sufrido  equivalente al “choque entre un tren y un vehículo en movimiento”17.
(4) Finalmente, el “camuflaje”  puede funcionar para quienes deciden dejar
su vestido tradicional y sus costumbres, mas no para quienes deciden
mantenerlos; en uno u otro caso el precio es demasiado alto.
Por su parte, la Corte Constitucional a través de  diferentes
pronunciamientos que ha realizado desde el año 199718, entre los que se
destaca la sentencia T-025 de 2004, ha referido  la gravedad del
desplazamiento en los siguientes términos:
“El problema del desplazamiento forzado interno en Colombia, cuya
dinámica actual tuvo su inicio en la década de los años ochenta, afecta
a grandes masas poblacionales. La situación es tan preocupante, que
en distintas oportunidades la Corte Constitucional la ha calificado como
(a) “un problema de humanidad que debe ser afrontado solidariamente
por todas las personas, principiando, como es lógico, por los
funcionarios del Estado”; (b) “un verdadero estado de emergencia
social”, “una tragedia nacional, que afecta los destinos de innumerables
colombianos y que marcará el futuro del país durante las próximas
17 ERLEIN, Gilberto. Entrevista citada.
18 Cuando se pronunció por primera vez sobre el desplazamiento.
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décadas” y “un serio peligro para la sociedad política colombiana”; y,
más recientemente, (c) un “estado de cosas inconstitucional” que
“contraría la racionalidad implícita en el constitucionalismo”, al causar
una “evidente tensión entre la pretensión de organización política y la
prolífica declaración de valores, principios y derechos contenidas en el
Texto Fundamental y la diaria y trágica constatación de la exclusión de
ese acuerdo de millones de colombianos” 19:
El desplazamiento indígena representa una dinámica diferente del
desplazamiento general,  que cómo lo ha señalado la Corte Constitucional,
conlleva el riesgo de exterminio físico y/o cultural. Según conceptuó la
aludida Corporación en el Auto 004 de 2009, (de seguimiento a la sentencia
T025 de 2004) a nivel nacional existen 30 etnias en alto riesgo de
exterminio; (para ACNUR son 34 y para la ONIC son 3220, pero diferentes a
las reseñadas por la Corte Constitucional).
De otro lado, es un principio general de derecho que todo el que cause un
daño debe asumir las consecuencias y en la medida de lo posible,
repararlo. Este principio es conocido como el de “Responsabilidad”.
Además, de conformidad con el principio rector número tres del
desplazamiento interno, formulado por ACNUR, en concordancia con la
Defensoría del Pueblo  y la interpretación de la Corte Constitucional de los
Convenios y Declaraciones suscritos por Colombia en materia de Derechos
Humanos: “las autoridades nacionales tienen la obligación y la
responsabilidad primarias de proporcionar protección y asistencia
humanitaria a los desplazados internos que se encuentren en el ámbito de
su jurisdicción.
Los desplazados internos tienen derecho de solicitar y recibir protección y
19 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-025 del 22 de enero de 2004.M.P. MANUEL JOSE
CEPEDA, Bogotá, 2004.
20 ORGANIZACIÓN NACIONAL INDIGENA DE COLOMBIA, ONIC, La Pervivencia De Los
Grupos Indígenas, Palabra  de Agua Dulce. Bogotá, ONIC, 2010, p 6.
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asistencia humanitaria de esas autoridades. No serán perseguidos ni
castigados por formular esa solicitud”. 21
Sin embargo, a nivel interno se distinguen los conceptos de asistencia
humanitaria y responsabilidad extracontractual del Estado. El primero se
refiere a las medidas urgentes, básicas y solidarias que pretenden aliviar a
la población de manera inmediata frente a una catástrofe.
Y en cuanto a la responsabilidad  del Estado, si bien existen diversas clases
de responsabilidad: penal, disciplinaria, fiscal, contractual, extracontractual;
cuando la misma versa sobre una reparación patrimonial con ocasión de un
hecho, omisión u operación administrativa que ha causado un daño
antijurídico a una persona, estamos en presencia de lo que se denomina
responsabilidad patrimonial (o civil) extracontractual de la administración o
del Estado (artículos 1 y 90 de la C.P. y 86 del C.C.A.). Es así cómo el
tema de esta investigación, se refiere a cuándo el Estado  es el generador,
ya sea por acción o por omisión, del desplazamiento de indígenas hacia
Bogotá y la respuesta ofrecida a dicho punto.
Coherente con ello, el ordenamiento jurídico colombiano preceptúa:
“Es responsabilidad del estado colombiano, formular las políticas y
adoptar las medidas de prevención del desplazamiento forzado; la
atención, protección y consolidación y estabilización socioeconómica de
los desplazados internos por la violencia.
Para efectos del inciso anterior, se tendrán en cuenta los principios de
subsidiaridad, complementariedad, descentralización y concurrencia en
los cuales se asienta la organización del estado colombiano”. Artículo 3
Ley 387 de 1997.
Por su parte, la  Corte Constitucional en la sentencia antes referida, frente a
21 UNCR; ACNUR. Principios Rectores De Los Desplazamientos Internos o.c., p 9 y 10.
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este aspecto argumentó22:
“Además de encontrar soporte en el artículo 13 de la Carta, el deber
estatal que se señala encuentra su fundamento último, según la
jurisprudencia constitucional, en la inhabilidad del Estado para cumplir
con su deber básico de preservar las condiciones mínimas de orden
público necesarias para prevenir el desplazamiento forzado de personas
y garantizar la seguridad personal de los asociados. Según se sintetizó
en la sentencia T-721 de 2003, “esta Corporación ha considerado que al
Estado le compete impedir que el desplazamiento se produzca, porque
las autoridades han sido establecidas para respetar y hacer respetar la
vida, honra y bienes de los asociados, pero también ha dicho que si ‘no
fue capaz de impedir que sus asociados fueran expulsados de sus
lugares de origen, tiene por lo menos que garantizarle  a los cientos de
miles de colombianos que han tenido que abandonar sus hogares y
afrontar condiciones extremas de existencia la atención necesaria para
reconstruir sus vidas’23.Lo anterior comporta que la situación de cada
una de las personas y familias desplazadas por la violencia deba ser un
asunto prioritario de las autoridades”.24
Frente al problema concreto sobre si el Estado ha asumido su
responsabilidad extracontractual como consecuencia del desplazamiento
forzado indígena que ha llegado a Bogotá en los últimos cuatro años,
existen dos tendencias: la primera afirmativa, por cuanto se han creado una
serie de políticas, tanto a nivel nacional, como local e instituciones, que
pretenden dar respuesta a dicha fenomenología, tales como la del Consejo
Nacional de Atención a la Población desplazada,  Acción Social  y a nivel
local las U.A.O. Unidades de Atención al Desplazado. Aunado a ello, la
política de “Seguridad democrática” implementada en los dos períodos
presidenciales (2002 – 2006, 2006 – 2010)  de Álvaro Uribe Vélez que
pretendía eliminar la principal causa del mismo, cual es el conflicto armado.
Esta tesis es avalada por los entes gubernamentales que, dentro de sus
informes de gestión, muestran como un logro los avances dados en la
22 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-025/04,  o.c.
23 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU- 1150 de 2000. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.
Bogotá, 2000.
24 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-721 de 2003. MP: Álvaro Tafur Galvis. Bogotá, 2003.
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materia.
No obstante, existe otra tendencia según la cual el Estado no ha asumido
su responsabilidad, ha generado mayor desplazamiento con la seguridad
democrática y con la política económica que despoja a los indígenas de sus
territorios económicamente atractivos para la inversión privada nacional e
internacional, se ha limitado a brindar una escasa asistencia humanitaria,
pero no existen lineamientos específicos y diferenciales para la población
indígena capaces de preservar su identidad y cultura; las medidas
adoptadas resultan insuficientes y no resuelven la problemática de una
manera permanente. Tampoco se atacan las causas y por ende no puede
haber una solución efectiva.  Esta postura es la que reflejan los indígenas
desplazados (ver encuestas), funcionarios de la ONIC, entre ellos, el
delegado para desplazados de la misma organización,   la Defensoría del
Pueblo (ver informes),  y organismos como CODHES y ACNUR.
1.2 INDÍGENAS EN BOGOTÁ: CARACTERIZACIÓN
1.2.1 Nociones preliminares. Pero ¿qué características especiales tiene la
población indígena desplazada a Bogotá que la hace merecedora de un
trato diferencial?
El doctor Temístocles Ortega Narváez, manifiesta sobre el tema: “Es un
hecho muy grave de por sí, cuando se habla de indígenas tiene una
connotación mayor, porque estos pueblos tienen una cultura cimentada en
el respeto por la tierra, para ellos la tierra tiene una connotación distinta,
tienen una estructura social muy ligada al territorio.
Ellos tienen mayores dificultades para integrarse a las ciudades, por sus
costumbres, tradiciones, son (fundamentalmente) trabajadores agrícolas
21
colectivos, por tanto su situación es más traumática”25.
Es así, como en un primer momento se ha logrado percibir, con fundamento
en las encuestas realizadas a desplazados indígenas,  que gran número de
estos residentes en Bogotá, pertenecen a la comunidad Pijao, Kankuamo,
Nasa, Cascajero, Mariapolis, Guacamayo, Caño Negro, Zenú, entre otros.
Lo anterior, nos permite inferir  que los desplazados provienen de casi toda
la geografía nacional. Nos detendremos  en el análisis de  sus
características específicas y forma de vida, a fin de poder hacer un
parangón con las condiciones que deben enfrentar en la capital.
La dinámica indígena26 se distingue de la nuestra por varios aspectos tales
como27:
· No separan los derechos fundamentales en individuales, sociales y
colectivos, todos son colectivos.
· Es un derecho oral.
· Las normas surgen de la tradición.
· Si bien cada una de las comunidades tiene su forma particular de
organización, es cierto que existen unas constantes tales como la
dirección en cabeza de los mayores, la poca y casi nula utilización del
25 ORTEGA NARVÁEZ, Temístocles. Ex Magistrado de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de
la Judicatura. Entrevista realizada por Luz Elena Rodríguez. Consejo Superior de la Judicatura,
Bogotá.17 de abril de 2008.
26 Reconociendo que cada grupo, tiene su identidad y cosmovisión y por ende, la presente agrupación
es solo pedagógica.
27 SUAREZ VARGAS, Clara Cecilia y SUAREZ PINEDA, Rafael. Historia Del Derecho Y El Derecho
En La Historia, o.c. capítulo V.
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concepto de representación (ya que cada uno asume de forma personal
sus derechos y deberes), y la toma de decisiones colectivas no como
resultado de la mayoría sino con el aval de las minorías.
· No diferencian – como nosotros- entre normas morales, sociales y
jurídicas, ni mucho menos contemplan consecuencias diversas para ello;
ya que su objetivo es uno: la comunidad.
· No separan las ramas del Poder Público, ni su ejercicio, en la medida en
que prácticamente ejercen directamente el poder.
· El control no lo hace un órgano específico, lo ejecutan las organizaciones
comunales o colectivas.
· Creen en el equilibrio entre hombre y naturaleza, por ende que todo acto
contra la naturaleza de una u otra manera tiene repercusión sobre ellos.
- Para los mismos, los intereses del grupo y de la comunidad están por
encima de los intereses individuales.
- En muchos casos el concepto de familia, se extiende al núcleo básico, es
decir, llegan a ser considerados como familia, todos los miembros de la
comunidad.
- Su organización es rural.
- La tierra es mucho más que un factor económico, tiene que ver con la
dinámica social, familiar, religiosa y cultural.
- La naturaleza brinda santuarios religiosos que deben ser respetados y
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venerados so pena de castigos.
Constituyen rasgos comunes de los mismos:
 Su organización social se basa en el parentesco28.
 Tienen distintas formas de gobierno: autoridades tradicionales de
carácter ancestral.
 Diferentes maneras de producción: mano de obra familiar y comunitaria.
 Economía fundada en la auto subsistencia y en el intercambio a pequeña
escala.
 Respeto por el medio ambiente.
1.2.2 Caracterización De La Población Indígena Que Ha Arribado A
Bogotá.
“Nosotros somos doblemente vulnerables, primero
por ser desplazados, segundo por ser
indígenas”29.
Los indígenas en Bogotá, son fruto de migraciones (voluntarias30 o
28 ONIC. La Pervivencia de los Grupos Indìgenas, o.c. p 7 .
29 Comentario  del líder indígena kankuamo ERLEIN, Gilberto, “El Chiche”. Entrevista citada.
30 Sin embargo, para algunos expertos como el Kankuamo Gilberto, el Chiche,  responsable del tema
de desplazados de la ONIC, no existe propiamente una migración voluntaria, porque la búsqueda de
mejores oportunidades, de estudio, salud y vivienda dignas, se debe al abandono estatal. La pobreza
también es una causa de desplazamiento. (entrevista realizada por las investigadoras en la  sede de la
ONIC, Bogotá,  25 de agosto de 2010).
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involuntarias) y de la expansión urbana31; así es posible encontrar en la
capital, integrantes de 42 grupos indígenas32.  En ese sentido en Bogotá
hay: a) indígenas originarios (que viven aquí, desde antes de la llegada de
los españoles o desde la colonia); b) migrantes (venidos a la ciudad en
busca de mejores condiciones); y, c) desplazados (obligados a venir a la
ciudad)33.
De los primeros forman parte los integrantes de los cabildos Muiscas de
Bosa34 y Suba.
De los migrantes forman parte los Inga (también con cabildo), provenientes
de Putumayo; los Kamentzá, Wayúu, Guambiano,  Uitoto35 y Cofán36.
Igualmente, los Kicwwa, que tienen su propio cabildo, y provienen de la
localidad de Imbabura - Otávalo – Ecuador, se encuentran en nuestro
territorio desde 1930 aproximadamente37 y se dedican al comercio.
Los más afectados por el desplazamiento son el pueblo  Nasa, Kankuamo,
Inga, Embera Chamí, Embera Katío, y Pijao38 .
La población nativa en Bogotá está representada por cinco cabildos
(Muiscas de Bosa y Suba, Ambiká Pijao, Kichwa e Inga), una Asociación de
Cabildos Indígenas (ASCAI) y cuatro organizaciones del orden nacional
31 MOLINA, Hernán. Nuevos Escenarios De Vida Indígena Urbana .o.c., p 104 .
32 Ibìdem, p 106.
33 Ibìdem,  p 105.
34 En el 2004, según el Distrito, había en Bogotá 1.339 Muiscas y  454 Ingas. DISTRITO CAPITAL,
Secretaría de Educación, “Caracterización étnica y educativa del departamento de Cundinamarca
y Bogotá”. Bogotá. 2004.
35 Se escribe sin “h”.
36 MOLINA,  Hernán. Nuevos Escenarios De Vida Indígena Urbana o.c., p 105.
37 Ibìdem,  p 105
38 ARIZA, Jhon Francisco. Situación de los grupos indígenas en situación de desplazamiento en
Bogotá. o.c., p 6.
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registradas ante el Ministerio del Interior y de Justicia39 (Organización
Nacional Indígena de Colombia –ONIC, Asociación de Autoridades
Indígenas de Colombia –AICO, Confederación Indígena Tairona –CIT, y
Organización de los Pueblos Indígenas de la Amazonía Colombiana –
OPIAC).
En Bogotá, se han identificado procesos organizativos de comunidades
como los Nasa, Yanacona, Pasto, Misak, así como presencia de población
Embera Katio, Wounnan, Tubú, Coreguaje, Huitoto, Muinane, Arhuaco,
Wayúu, Kankuamo, Kamentsá, Tikuna, Wiwa, algunos de ellos víctimas del
fenómeno del desplazamiento40.
El Censo 200541 reporta una población total en Bogotá de 6´450.329  y a la
vez informa sobre la población indígena de 15.032. Se hace necesario
adicionar los 5.610 aborígenes que se encuentran en situación de
desplazamiento, de acuerdo a lo reconocido por Acción Social. Según este
cálculo tendríamos una población nativa total de 20.642 personas, un
0.32% de la población total.
Según registros de los últimos años, los Muiscas conservan territorios en
las actuales localidades de Bosa y Suba.
Actualmente, la Comunidad Indígena Muisca de Suba se encuentra ubicada
en la localidad 11, los miembros de este cabildo residen en los siguientes
39 COMITÉ OPERATIVO DE ETNIAS, SECRETARÍA DISTRITAL DE INTEGRACIÓN SOCIAL,
SECRETARÍA DISTRITAL DE PLANEACIÓN, SECRETARÍA DISTRITAL DE CULTURA,
RECREACIÓN Y DEPORTE, SECRETARÍA DISTRITAL DE SALUD. Documento De Trabajo
Formulación Participativa De La Política Indígena En Bogotá (Segunda Versión). Secretaría
Distrital de Ambiente, Secretaría Distrital del Hábitat, Secretaría Distrital de Desarrollo Económico,
Secretaría Distrital de Gobierno, Instituto Distrital de la Participación y Acción Comunal – IDPAC.
Abril 2010, p 4.
40 Ibídem, p 2.
41 DANE. Departamento Administrativo Nacional de Estadística. Censo Nacional, disponible en
www.dane.gov.co/estadisticas
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barrios: El Rincón, Telecom, Arrayanes, Villas del Rincón, Corinto, San
Cayetano, El Rubí, Japón, La Manuelita, Amberes y Gloria Lara; Cerro Sur;
Aguadita, Naranjos Altos, Ciudad Hunza, Altos de la Esperanza, Jordán, La
Esperanza; Salitre: La Chucua, La Conejera, Londres, El Salitre; Cerro
Norte: Bella Vista, Casablanca, Tuna Baja, Tuna Alta; Ronda: Villa Cindy,
Santa Cecilia, Lisboa, San Andrés, San Carlos, Bilbao, La Toscana, Villa de
las Flores, Villa Gloria y La Isabela.42
En  el censo del Cabildo Muisca de Suba para el año 2009, esta
comunidad estaba integrada por 1.930 familias y 6.000 personas, entre
quienes  se identifican como indígenas o mestizos adoptados - estos
pueden ser hombre o mujer casado/a o que conviven en unión libre con un
indígena de este cabildo-. Los Muiscas se caracterizan por llevar su
apellido ancestral ya sea por línea paterna o materna. Algunos apellidos del
pueblo Muisca son: Niviayo, Yopasá, Mususú, Chizaba, Chipo, Caipa,
Cuenca, Neuque, Quinche, Cera, Landecho, Lorenzano, Rico, Ospina,
Córdoba, Caita, Bulla, Bajonero, Cabiativa, Nivia, Piracún, Torres y
Triviño43.
Los Muisca de Bosa se encuentran ubicados en jurisdicción de la localidad
VII (Bosa) y en otras zonas, se localizan a lo largo del último tramo del
recorrido que lleva las aguas del río Tunjuelito al río Bogotá.44
La comunidad Muisca de Bosa tiene un censo registrado de
aproximadamente 700 familias.
42 COMITÉ OPERATIVO DE ETNIAS. Documento De Trabajo Formulación Participativa De La
Política Indígena En Bogotá, o.c., p 6.
43 Ibídem, p 7.
44 Ibídem, p 7.
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Actualmente, la Comunidad y el Cabildo Indígena Muisca de Bosa están
participando en la reforma y modificación del Plan Parcial El Edén – El
Descanso, según  Decreto 521 del 2006 y la Resolución  147 del 8 de julio
del 2008, de la Secretaría del Hábitat “Por medio de la cual se identifican
predios de desarrollo prioritario, para vivienda de interés social y vivienda
de interés prioritario en el Distrito Capital”, con la aplicación del Derecho
Fundamental y Colectivo a la Consulta Previa, Libre e Informada, para la
defensa de los derechos territoriales, culturales, económicos, políticos y
sociales de la Comunidad Indígena Muisca de Bosa.45
Proceso organizativo en Bogotá de los Inga.
En la ciudad de Bogotá se encuentran familias inga cuyos apellidos
ancestrales se mantienen como: Tisoy, Tandioy, Quinchoa, Muyuy,
Jansasoy, Jajoy, Jacanamijoy, Gaviria, Cuatindioy, Chasoy y Agreda
provenientes de las diferentes veredas del municipio de Santiago del Valle de
Sibundoy, Putumayo: Vichoy, Tonjoy, San Pedro, Quinchoa Pamba, Machoy,
Las Cruces, Juisanoy, Insajoy, Espinayacu, El Diviso, Cuandashoy, Cruz
Loma, Colón, Chunga, Carrizal, Bujuyuy, Balsayacu, y Arcanchi.46
El censo realizado por el Cabildo Inga establece una población de 119
familias para un total de 488 personas47. Estos residen en Ciudad Bolívar:
Lucero Alto, Vista Hermosa, Arborizadora Alta, Tesoro, Candelaria la Nueva
y San Francisco. Santafé: El Consuelo, Laches, Rocío parte baja, Cruces,
Belén, Santa Bárbara, Santa Rosa de Lima, La Paz Centro y Las Aguas.
Usaquén: San Cristóbal. Mártires: Eduardo Santos y San Bernardo. San
Cristóbal: 20 de Julio, Montebello, San Blas, San José Sur Oriental,
Libertadores y Moralba. Rafael Uribe Uribe: Quiroga. Antonio Nariño:
45 COMITÉ OPERATIVO DE ETNIAS. Documento De Trabajo Formulación Participativa De La
Política Indígena En Bogotá. O.c., p 8..
46 Ibídem, p 10.
47 CABILDO INDÍGENA INGA DE BOGOTÁ. Censo 2006. Cabildo Indígena Inga de Bogotá.
Documento suministrado en la Personería de Bogotá, Septiembre de 2010.
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Restrepo. Usme: Usminia y Danubio Sur. Kennedy: Britalia y Patio Bonito.
Bosa: San Pablo.
Pueblo indígena Pijao48
Los Pijao con asentamiento en la ciudad de Bogotá  provienen del sur del
departamento del Tolima, la organización como cabildo la  lograron el 9 de
noviembre de 2005, cuando obtuvieron la legalización por parte del Ministerio
del Interior49.
Esta comunidad para el año 2006 estaba compuesta por 295 familias y 1.163
personas y están distribuidas en las diferentes localidades de Bogotá, así: en
la localidad de Usme viven 106 familias (38%), en Ciudad Bolívar 93 (30%),
en Rafael Uribe 21 (7%), en Tunjuelito 19 (6%), en Suba 16 (5%), en
Kennedy 12 (4%), en Bosa 9 (3%), en San Cristóbal 8 (3%), Engativá 7 (2%),
en Fontibón y Los Mártires 2 (1%) familias en cada localidad. En las
localidades de Usaquén, Chapinero, Santa Fe, Barrios Unidos, Teusaquillo,
Antonio Nariño, Puente Aranda, Candelaria y Sumapaz, no hay familias
censadas en la comunidad50.
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48 CABILDO INDÍGENA AMBIKÁ PIJAO. Censo 2009. Asociación de Cabildos Indígenas ASCAI,
presentado al IDPAC (Instituto Distrital de Participación Ciudadana). Bogotá, agosto de 2009.
49 CABILDO AMBIKÁ PIJAO, “Chiri- Chajuá”. Censo 2009, o.c. p 2.
50 COMITÉ OPERATIVO DE ETNIAS. Documento De Trabajo Formulación Participativa De La
Política Indígena En Bogotá, o.c. p 5.
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Pueblo indígena Kichwa51
El Cabildo Mayor Inga Kichwa de Bogotá (Camainkibo), es reconocido por la
Dirección de Etnias del Ministerio del Interior y de Justicia, como un pueblo
indígena colombiano de origen ecuatoriano, y como entidad pública de
carácter especial que viene desarrollando proceso de planeación
participativa, y de ejecución de proyectos con entidades internacionales,
nacionales y distritales, para el mejoramiento de la calidad de vida y la
garantía efectiva de los derechos de la población Runa en Bogotá, este
reconocimiento se inició desde  abril de 2003, cuando se realizó el primer
encuentro Kichwa urbano que permitió la integración de los llamados Kichwa
del centro y los Kichwa del norte. La conformación de este cabildo indígena,
tuvo  como principal objetivo, la exigibilidad de los derechos indígenas, y la
canalización de las quejas, dudas y violaciones de derechos de sus
integrantes.
Durante los años 2004 y 2005, los esfuerzos se encaminaron hacia el
reconocimiento legal por parte de la Dirección de Etnias del Ministerio del
Interior, la cual se hizo oficial en diciembre de 2005.
La población indígena kichwa cuenta aproximadamente con 1.250 personas
conformadas por 275 familias según censo del cabildo kichwa de 2007. Estas
familias se encuentran ubicadas en las localidades: Mártires, Engativá, Santa
Fe, Bosa, Antonio Nariño, Ciudad Bolívar, Rafael Uribe, Kennedy, Puente
Aranda, Suba, Barrios Unidos, Usme, San Cristóbal, Tunjuelito, Fontibón.
51 Ibídem, p 15.
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Pueblo Nasa Paéz52
El pueblo Nasa asentado en el D.C. de Bogotá,  hace presencia en el
Consejo Local de Planeación; en el Consejo Local de Cultura y en el Consejo
Local de Juventudes de Kennedy.
A 17 de Marzo de 2010  se tenían registrados  en el censo de dicha
comunidad, 139 núcleos familiares.
Replicando su cultura, esta comunidad ha participado en actividades
culturales como: -Primer festival indígena de integración ciudadana en el
Distrito Capital, 2008, IDPAC y, - Encuentros Ciudadanos, 2008. Mesa
Indígena Local Kennedy, Consejo de Planeación Local Kennedy.53
Comunidad Yanacona en Bogotá54
En  la vigencia 2003, se organizó el Cabildo Yanacona en Bogotá, se
nombró la directiva que dirigiría el Cabildo fortaleciendo la parte sociocultural
Yanacona”55.
Según datos suministrados por el cabildo, actualmente hay 79 familias y 171
personas habitantes de las localidades de Rafael Uribe, Bosa, Suba y Ciudad
Bolívar.56
52 CABILDO INDIGENA NASA. Censo. Documento consolidado del texto entregado por la
Gobernadora del Cabildo Indígena Nasa de Bogotá. IDPAC. Bogotá, 2009, p 5.
53 COMITÉ OPERATIVO DE ETNIAS. Documento De Trabajo Formulación Participativa De La
Política Indígena En Bogotá, o.c., p 12.
54COMUNIDAD YANACONA. Información suministrada por el Gobernador Alejandro Tintinago y
la Coordinadora de Educación María Luisa Obando de la Comunidad Yanacona residente en Bogotá.
IDPAC. Bogotá. 2009, p 3.
55 Ibídem, p 5.
56 Ibídem, p 5.
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Pueblo Misak en Bogotá57
La comunidad Misak, conformó el Cabildo indígena Misak en Bogotá D.C.,
en el año 2009.
Dentro de los apellidos comunes se encuentran los “Cuchillo”, en la localidad
de San Cristóbal, los “Tumiñá” en Usaquén, los “Muelas” y “Calambás” en la
zona del Centro, los “Tombé” en la Localidad de Rafael Uribe Uribe. Según el
censo realizado en febrero de 2010, la población Misak en la ciudad de
Bogotá D.C. es de 252 personas agrupadas en 106 familias, asentados en
las localidades de San Cristóbal, Rafael Uribe, Usaquén, Usme, Chapinero,
Santafé, Candelaria, Suba y Fontibón.
Para esta población asentada en Bogotá, el Cabildo sigue siendo la máxima
autoridad, el que asume el liderazgo, quien representa al pueblo para las
relaciones institucionales. El cabildo está conformado por ocho miembros: un
gobernador, un vicegobernador, un alcalde, dos alguaciles y dos secretarios.
Las funciones y ejecución de propuestas son responsabilidad del Cabildo.
Pueblo Pastos en Bogotá58
Esta comunidad residente en la ciudad, no goza de los beneficios que tienen
otros ciudadanos, como en salud (régimen subsidiado), educación gratuita,
vivienda y espacio de manifestación cultural, por esta y muchas más
razones, decidieron  conformar la organización denominada “Cabildo
Indígena de los Pastos en Bogotá D.C.”, con lo que esperan acceder a los
servicios arriba mencionados.
57 COMITÉ OPERATIVO DE ETNIAS. Documento De Trabajo Formulación Participativa De La
Política Indígena En Bogotá, p 12 .
58TAPIE ALPALA, Héctor Ramiro. Gobernador Indígena de los Pastos en Bogotá. Información
suministrada al IDPAC. Bogotá, 2009, p 3 .
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Pueblo Tubú59
Desde hace cuatro años y empujados por el conflicto y la violencia, un grupo
de cinco familias descendientes de Tubú, Vaupés, decidieron radicarse en la
ciudad de Bogotá e iniciar un proceso de visibilización de su cultura a través
de las Danzas Ancestrales Tubú Umárimasa. Actualmente se estima una
población Tubú de 30 personas asentadas en las localidades de Suba, San
Cristóbal y Ciudad Bolívar.
La migración forzada y el asentamiento en Bogotá, es el resultado de un
ejercicio de resistencia para conservar la vida y compartir su pensamiento.
Emberá Katío60
La población Emberá Katío,  ubicada entre Ciudad Bolívar y Cazucá se
resume en la siguiente tabla, según censo de 2006:
CENSO POBLACIONAL UNIDADES FAMILIAS HOMBRES MUJERES NIÑOS NIÑAS ADULTOS
Total
Población
Desplazados Emberá Katío en
Casuca Soacha (lim. Loc 19) Número 10 20 27 12 18 17 47
% 43% 57% 26% 38% 36% 100%
Desplazados Emberá en Sierra
Morena Localidad 19 (19-05-06) Número 6(*) 26 26 15 13 24 52
% 50% 50% 29% 25% 46% 100%
Desplazados Emberá en Sierra
Morena Localidad 19 (05-06-06) Número 2
9 4 8 1 4
13
% 69% 31% 62% 8% 31% 100%
Familias Emberá en Bogotá
(2006) Número 13
13 8 8 5 8
21
% 62% 38% 38% 24% 38% 100%
61
(*) Se contabilizó como familia el caso de las personas cabeza de hogar que se encuentran desplazadas sin la totalidad
de sus familiares.
59 COMITÉ OPERATIVO DE ETNIAS. Documento de trabajo formulación participativa de la
política indígena en Bogotá (Segunda Versión), o.c. p 13.
60 ONIC. La Pervivencia De Los Grupos Indígenas, o.c. p 12.
61 Ibídem.
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Desplazados Embera Sierra Morena (19-05-06) por Género
26, 50%26, 50%
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Como datos estimativos de la existencia de indígenas de diferentes etnias en
Bogotá62, se encuentran: Huitoto y Muinane, 70 personas habitantes de la
localidad de Santa Fe; Embera cerca de 400 personas de la localidad de
Santa Fe; Kankuamo, 150 personas aproximadamente ubicadas en la
localidad de la Candelaria.
En cuanto al desplazamiento forzado de población indígena, la Agencia
Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, informa
que desde el año 1997 y hasta el 30 de mayo de 2009, han llegado a Bogotá
6.379 personas.63
De los desplazados  a causa de la violencia, los grupos más
representativos que  se encuentran en nuestra ciudad son los Pijao (del
Tolima), los Kankuamo (de la Sierra Nevada de Santa Marta) y los Embera
Chamì y  Katìo (del Chocó y Risaralda)64, - algunos de sus integrantes son
muy dados a   pedir limosna en las calles bogotanas-. Los Embera se
denominan “gente de montaña”.
Un gran porcentaje de indígenas son Embera Katío y provienen de los
departamentos de Chocó y Risaralda. Según esta comunidad, en el centro
de la capital estiman que hay  250 Embera Katío y 500 Embera Chamí, las
cifras siguen creciendo  especialmente con familias que llegan  de Quinchía,
Mistrató y Pueblo Rico. Los Embera  Katío, provienen del departamento del
Chocó, huyen de la desnutrición, de las enfermedades, de la pérdida de
cohesión cultural, de la explotación minera y de la influencia de los actores
armados que pretenden un dominio territorial65.  En enero de 2005 llegaron a
62 CABILDOS INDIGENAS DE BOGOTA. Datos reportados por líderes y representantes de cada
una de las comunidades residentes en Bogotá. IDPAC, Bogotá. 2009.
63 COMITÉ OPERATIVO DE ETNIAS. Documento de trabajo. o.c,  p 12.
64 MOLINA,  Hernán. Nuevos Escenarios De Vida Indígena Urbana, o.c.,  p 106.
65 ARIZA, Jhon Francisco. Situación de los grupos indígenas en situación de desplazamiento en
Bogotá, o.c., p 11.
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Bogotá 106 indígenas Embera Katío66 que huían de la guerrilla y los colonos
armados  interesados en la explotación de oro. Ellos no consiguen trabajo en
la capital (acostumbrados a trabajar en las  minas y en la tierra), deben vivir
en zonas pobres, en barrios con fuerte presencia de prostitución y
drogadicción, no permanecen mucho tiempo en un mismo lugar (deben
cambiar de habitación), deben acostumbrarse a comer arroz y panela cuando
su dieta originaria es de plátano, pescado y yuca67. Desesperanzados se
dedican a pedir limosna en las calles, actitud que no comparten otros grupos
indígenas.
En el 2003 el 52% de los desplazados indígenas provenían del César, el
29.5% de Tolima, el 8% de Caquetá, el 4% del Amazonas y el 4% no se
sabía68.
Se reitera, que a la capital del país han arribado el 13.3% de la población
nacional  indígena desplazada, alrededor de 3.300 familias69, sin embargo
el Distrito  considera que en Bogotá habitan 15.032 indígenas que han
venido voluntariamente, de los cuales, según las autoridades distritales,
solo se han registrado 6.379, para un total de 21.412 indígenas en la
capital, entre desplazados y no desplazados70. Además, conforme a  Acción
Social, en Bogotá residen 7.600 indígenas registrados71 como desplazados
por la violencia y aproximadamente 28.000 entre desplazados y no
desplazados. De la misma manera, se calculan aproximadamente
66 Ibídem, p 14.
67 Ibídem, p 16.
68 Dato tomado de ARIZA, Jhon Francisco. Situación de los grupos indígenas en situación de
desplazamiento en Bogotá, con fundamento en un informe  del texto desplazamiento forzado de
BELLO, Martha. ACNUR, 2004, p 7.
69 MOLINA, Hernán. Nuevos escenarios de Vida Urbana Indígena, o.c.  p 37.
70 SECRETARÍA DE GOBIERNO DE BOGOTÁ; INSTITUTO DISTRITAL  PARA LA
PARTICIPACIÓN Y LA ACCIÓN COMUNITARIA IDPAC. Informes. Bogotá, Gerencia de Etnias,
2010, disponible en www.participacionbogota.gov.co
71 ERLEIN, Gilberto. Entrevista citada.
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seiscientos Emberas72, dentro de los cuales hay que distinguir los Embera
Katío73 y los Embera Chamí74. Igualmente, acorde con  el censo poblacional
de 2010 que maneja la  Personería Distrital,   se encuentran 70 indígenas
Noman Wounaan distribuidos en 11 familias75.
La mayoría  de indígenas viven en la localidad de Kennedy en el centro de la
ciudad: en pequeños  cuartos duermen  hasta 14 personas  en total
hacinamiento, en medio de unas condiciones de pobreza que apuntan a la
miseria; niños, jóvenes, mujeres, líderes  de su comunidad y ancianos  se las
arreglan  para convivir en un espacio reducido que  a la vez es cocina y patio
de ropas.
Un primer análisis, fruto de las encuestas realizadas en la sede de la ONIC76
a integrantes de la población indígena desplazada, permite inferir que
provienen desde casi todos los lugares de la geografía nacional, sin distingo
de etnia,  desde el Chocó, la Amazonía, la Costa, Tolima y el Cauca.
72 CABRERA, Felipe; ALZATE, Daniel y otros. Identificación y Caracterización Socioeconómica,
Cultural Y Nutricional del Observatorio De La Situación De Niñas, Niños y De Las Familias Embera
En Bogotá, o.c. p 15.
73 En su mayoría provenientes del Chocó: Bagadó, Carmen de Atrato, Quibdó y  Lloró. CABRERA,
Felipe; ALZATE, Daniel y otros. Identificación y Caracterización Socioeconómica, Cultural Y
Nutricional del Observatorio De La Situación De Niñas, Niños y De Las Familias Embera En Bogotá
Felipe Cabrera, o.c. p 17.
74 En su mayoría del departamento de Risaralda: Pueblo Rico, Mistrató y Quinchía. Ibídem, p 17.
75 PIRAZA, Luis. Censo Poblacional  2010. Elaborado  para la Personería Distrital Delegada Para los
Derechos Humanos, quién lo suministró a las investigadoras. Bogotá, 2010, p 1 a 7.
76 RODRIGUEZ, Luz Elena y SUAREZ VARGAS; Clara Cecilia. Encuestas practicadas  a Indígenas
Desplazados. Bogotá, sede de la ONIC, abril 11 de 2008.
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El estado civil más frecuente entre sus integrantes, es la unión libre aunque
un 40% son casados.
77 Caño Negro es un resguardo, donde se ubican los Sikuani.
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Su actividad productiva tradicional era el campo, a su arribo a Bogotá se
dedican a las artesanías, el hogar, a defender los derechos humanos, el
deporte y un 20% confiesa que en Bogotá, “no hacen nada”78.
El 50% refiere que llegó por causa de la guerrilla, el 40% por los
paramilitares (pese a que varios no reconocen la diferencia entre unos y
otros) y el 10% por acción de las fuerzas militares.
78 Los que manifestaron que en Bogotá no hacían nada justifican su respuesta en que se dedicaban al
cultivo y aquí ello no es posible. Esta pregunta permitió más de una respuesta.
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No todos viven actualmente con su familia y lo atribuyen a la distancia.
El 60% aspira a regresar y el 40% no.
40
El 50% se queja del abandono estatal.
El 70% ha buscado ayuda de las autoridades indígenas por encima de la
ayuda gubernamental, básicamente por razones de confianza (le temen al
gobierno).
Igualmente, ACNUR79 señala que en el 2003 la población que llegaba a
Bogotá correspondía a:
Líderes indígenas,
Por lo general hombres, aunque refieren que vienen con sus familias,
De diferentes grupos étnicos,
La amenaza no desaparece por llegar a Bogotá,
Tienen un gran nivel de desconfianza frente a las instituciones,
Viven en condiciones precarias.
Bajo nivel de escolaridad,
79 ACNUR. La Población Desplazada En Colombia. ACNUR, Bogotà, 2003, p 80 y ss .
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Poca experiencia laboral sobre todo en actividades urbanas,
Manifiestan que viven de sus ahorros, de artesanías o de su trabajo en
ONG,
Los hombres no tienen libreta militar porque la Constitución Política los
exime, pero los empleadores no conocen dicha situación y se la exigen80.
Las circunstancias analizadas por ACNUR, según opinión de los expertos
entrevistados, no han variado a la fecha y se  mantienen en el tiempo. Los
principales problemas que persisten son:
No existen estadísticas confiables.
 La invisibilidad del problema, y
La estigmatización social.
Integrantes de dicha comunidad81 relatan que en principio tendían a llegar a
barrios comunes (donde sabían que había parientes o conocidos), sin
embargo, dadas la persecución y la estigmatización debieron optar por
dirigirse a otros lugares (por ejemplo a las localidades de Engativá y Bosa).
Otra limitante, surge del exiguo subsidio que les da el gobierno para
vivienda, por lo cual solo pueden acceder a una en situación precaria o muy
alejada (en Soacha o en zonas marginales de Bogotá) pues ello, en últimas,
resulta más costoso, por cuanto hay ocasiones en que no tienen dinero para
dirigirse al centro o a  lugares de potencial trabajo.
Las principales actividades a las que se dedican aquí, son:
- construcción,
- economía informal, y
- las mujeres, al servicio doméstico.
80 ACNUR. La Población Desplazada En Colombia, o.c.  p 82.
81 Durante el trámite de las encuestas practicadas en la sede de la ONIC, abril de 2008.
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1.3 MARCO LEGAL
Existen diversas disposiciones jurídicas que abordan la problemática del
desplazamiento a nivel general, el deber de asistencia humanitaria, la
responsabilidad estatal y la extracontractual de la administración y los
derechos de los indígenas; pero de una manera aislada. Como tales, son de
citar:
A nivel supranacional:
 Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre.
 Declaración Universal de Derechos Humanos: Adoptada y proclamada
por la Resolución de la Asamblea General 217 A del 10 de diciembre
de 1948.
 Convención Interamericana de Derechos Humanos: Suscrita en San
José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia
Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos.
 Convención de los Refugiados de Ginebra: Adoptada en Ginebra,
Suiza, el 28 de julio de 1951.
 Convenio 169 de la OIT aprobado Mediante la Ley 21 de 1991.
 Declaración Interamericana de los Derechos de los Pueblos Indígenas.
 Declaración de Cartagena -sobre refugiados-: (Se basa en la
Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, la
Convención Americana de Derechos Humanos, la doctrina de la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Convención
sobre los Refugiados adoptada por la Organización de la Unidad
Africana en 1969).
 Principios rectores de los Desplazamientos Internos. ACNUR:




A partir de la  actual Constitución  se empezó a hablar de un sistema
pluralista con reconocimiento de las diferentes culturas existentes en la
sociedad colombiana. En  lo que respecta a la población indígena resulta
pertinente subrayar los artículos  1, 2,  7, 11, 12, 13,  68,  90,  229, 230, 246
y  365.
Orden Legal:
 Ley 387 de 1997, por la cual se adoptan medidas para la prevención del
desplazamiento forzado y la atención, protección, consolidación y
estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la
violencia en la República de Colombia.
 Decreto 1225 de 1997, por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 387
de 1997 y se dictan otras disposiciones.
 Documentos CONPES
Orden Distrital:
 Decreto Ley 1421 de 1993: Por el cual se dicta el régimen especial para
el Distrito Capital de Santafé de Bogotá.
 Acuerdo 119 de junio 3 de 2004 o Plan de Desarrollo Económico y
Ambiental y De obras Públicas para Bogotá 2004 – 2008.
 Acuerdo 308 del 2008. (Plan de Desarrollo Económico y Ambiental y De
obras Públicas para Bogotá 2008 - 2012).
 Acuerdo 2 de 1998 del Concejo Distrital o Plan Distrital de Atención a la
Población Desplazada, que crea las UAO82.
 Decreto Distrital 624 de 1998. (Reglamentario del Acuerdo 2 de 1998).
82 UAO: “Es la Unidad de Atención y Orientación a Población en Situación de   Desplazamiento. El
objetivo es, atender y resolver las inquietudes de esta población, orientarla sobre cómo tener acceso a
sus derechos. La Unidad cuenta con el apoyo de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la
Cooperación Internacional, la Secretaría Distrital de Gobierno y la Personería de Bogotá, destinando
dentro del plan de desarrollo el rubro especial para cumplir con esta finalidad.”CONCEJO
DISTRITAL. Acuerdo 2 de 1998. Artículo 1.
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 Acuerdo 359 de 2009 “Mediante el cual se  establecen los lineamientos
de Política Pública para Indígenas en Bogotá D.C.”
Como quiera que nuestro tema pretende abordar una dinámica específica,
cual es la responsabilidad extracontractual del Estado con ocasión del
desplazamiento indígena que ha llegado a Bogotá, debemos detenernos
primordialmente en los artículos 90 de la Constitución Política y 86 del
Código Contencioso Administrativo; en la  normatividad distrital y
principalmente en  los Acuerdos 119 de 2004, 308 de 2008 (planes
distritales de desarrollo económico, ambiental y de obras 2004 - 2008 y
2008 - 2012), en el Acuerdo 2 de 1998 , en el Decreto Distrital 624 del
mismo año, en el Decreto 1225 de 1997 y en el Plan Distrital Indígena
(2006- 2010), Acuerdo 359 de 2009 y,  por último, en las condenas al
Estado por dicho concepto. Tales estudios se desarrollan en el Capítulo III.
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2. PRINCIPALES CAUSAS Y CONSECUENCIAS DEL DESPLAZAMIENTO
FORZADO INDIGENA HACIA BOGOTA Y POSIBLE RESPONSABILIDAD
EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO
2.1 PRINCIPALES CAUSAS
Son diferentes las razones que han motivado la migración de pueblos
indígenas hacia las ciudades, particularmente a Bogotá, entre las que es
preciso destacar83:
- La migración del pueblo indígena Inga, que comenzó en el siglo XIX, con
ocasión  de la expropiación por parte de la misión Capuchina y los
terratenientes.
- La migración de los jóvenes indígenas hacia las ciudades, por estudios
universitarios.
- La búsqueda de mejores condiciones de trabajo en la ciudad de Bogotá,
debido a carencia de oportunidades en los territorios de origen,
llevándolos a desarrollar actividades como vigilancia, venta informal,
cultivos de flores, el servicio doméstico, entre otros oficios. También se
encuentran indígenas profesionales, funcionarios, congresistas y
activistas del movimiento indígena.
- El desplazamiento por la violencia, acentuado en las décadas de los
cuarenta y cincuenta y más recientemente el conflicto armado que se vive
en nuestro país.
83 Ibídem, p 2.
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- El desplazamiento ha crecido por causa de los fenómenos naturales,
avalanchas, terremotos, inundaciones que afectan la pervivencia de los
pueblos nativos en sus terruños.
- Las migraciones también son producto de de los megaproyectos
(represas, tala indiscriminada de bosques, monocultivos, explotación de
hidrocarburos, explotación minera, etc.) en los territorios ancestrales.
- La expansión del régimen hacendatario, motivó desde los primeros años
de la década de los cuarenta del siglo pasado, la migración a Colombia -
especialmente a Bogotá-, de las primeras familias kichwa originarias de la
provincia de Imbabura de la sierra ecuatoriana.
Cuándo se le preguntó al doctor Gabriel Mujuy, Defensor Delegado para
asuntos indígenas de la Defensoría del Pueblo, sobre las causas del
desplazamiento forzado indígena, manifestó:
“En los últimos años, hay factores como el conflicto armado en el que
tanto  los actores  ilegales (guerrilla y paramilitares),  como en algunas
circunstancias  los  propios agentes del Estado,  han cometido actos
que han llevado a la gente a desplazarse. Otros  factores que han
incidido son  el narcotráfico;  la aplicación de políticas no adecuadas,
como la de fumigación, que ha afectado la base alimentaria y el medio
ambiente conllevando problemas de salud, que obligan  a desplazarse
y la no presencia efectiva del Estado en muchas regiones, lo que hace
que la población se sienta abandonada y les toque afrontar solos el
despojo”84.
Profundizando, se encuentra que dentro de las circunstancias que han
influido en el desplazamiento indígena a nivel nacional hay: a) unas causas
mediatas o estructurales  y b) el conflicto armado85.
84 MUJUY JACAMANDOY, Gabriel. Defensor Delegado para Asuntos Indígenas de la Defensoría del
Pueblo. Entrevista realizada por Clara Cecilia Suárez y Luz Elena Rodríguez. Bogotá. Sede de la
Defensoría del Pueblo de Bogotá.18 de abril de 2008.
85 CORTE CONSTITUCIONAL. Auto 004  de 2009, o.c.
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2.1.1 Causas Mediatas del Desplazamiento Forzado. Se suele citar como
tales a los problemas estructurales  que deben enfrentar los grupos
indígenas, dentro de los que se encuentran:
• La pobreza: Según el DANE, la pobreza en nuestro país alcanzó en el
2009 el 49 % y la indigencia el 17.6%. Acorde con la O.N.U., los grupos
más afectados por ella  son los indígenas y  afrocolombianos.
• La inseguridad alimentaria: Aunado a lo anterior, la tasa de hambruna,
muertes por inanición, o problemas de salud con ocasión de una mal
nutrición dentro de los indígenas, es preocupante. La pobreza impide el
acceso a los alimentos adecuados, a ello hay que sumarle la infertilidad
de ciertos suelos, la presión de los actores armados  para sustituir
cultivos lícitos por ilícitos  y el bloqueo al que se ven sometidos la
mayoría de los grupos indígenas en nuestro país.  En cuanto a su
capacidad de autoabastecimiento alimentario, esta se ve gravemente
afectada cayendo en un estado de dependencia que los lleva a un
deterioro de sus condiciones de vida y que anula sus conocimientos
agrícolas, de caza y pesca y de medicina ancestrales. Frente a este
aspecto, el antropólogo indígena Martín Efraín Tengana, fundador de la
Escuela de derecho propio, señaló que el Estado debía implementar “una
política pública de  soberanía alimentaría de los pueblos indígenas”86.
• La invisibilidad: Durante 499 años los indígenas, no existieron para el
ordenamiento jurídico colombiano, a no ser para explotarlos,
evangelizarlos o rehabilitarlos. Con la Constitución Política de 1991 y la
entrada en funcionamiento de la Corte Constitucional, se hicieron
acreedores a alguna protección, sin embargo, ello no logró penetrar la
acción gubernamental  ni mucho menos la conciencia o comportamiento
86 TENGANÁ, Martín Francisco. Escuela de Derecho Propio. Entrevista realizada por Clara Suárez
y Luz Elena Rodríguez. Bogotá, 11 de abril de 2008.
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de los cuarenta y tres millones de “blancos” que los consideran
inexistentes, incivilizados, ateos o signo de vergüenza.(Con pobreza,
guerrilla, narcotráfico, desempleo, corrupción, parapolítica, desastres
naturales, minas antipersona y demás, no ha habido tiempo ni voluntad
para interesarse por el  3.4% de la población, mucho menos, para la
adopción e implementación de una política pública diferencial).
• El debilitamiento étnico y social, la cercanía, cada vez mayor a los
centros urbanos, el contacto con las fuerzas militares, sectores
campesinos y grupos ilegales, la necesidad de salir de sus
asentamientos tradicionales en busca de trabajo, comida o educación y
las comunicaciones, entre otros aspectos; han expuesto a los grupos
indígenas  y sobre todo a los jóvenes a una cultura consumista,
inmediata, que no es objeto de discriminación ni burla y a unos procesos
de mestizaje que conllevan una ruptura con sus tradiciones e identidad.
• La lucha por la tierra. Durante siglos, las comunidades étnicas no han
cesado en la reivindicación de las tierras, que consideran  por derecho
natural les pertenecen. En la mayoría de los casos, las han habitado sin
necesidad de  títulos jurídicos; en otros, pese al reconocimiento de los
resguardos por el hoy INCODER, las han aceptado, pero sin dejar de
lado su interés por obtener otros territorios. En algunas ocasiones, y tras
protestas indígenas, el gobierno ha adquirido  haciendas de manos de
particulares para entregárselas. Sin embargo, mientras la Administración
habla en términos de hectáreas y manifiesta que no se les pueden
entregar más, los habitantes originarios de nuestro país señalan que el
problema es la ubicación, la fertilidad y la naturaleza de las mismas ya
que por lo general se encuentran en zonas selváticas no aptas para el
cultivo, de reserva forestal o asiento del conflicto armado.
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De otro lado, la tenencia de la  misma no es pacífica, ya que además de
las controversias gubernamentales, deben disputárselas a la guerrilla, los
paramilitares, los colonos, los narcotraficantes (que las utilizan como
corredores de droga), y a sectores económicos estratégicos, las más de
las veces  transnacionales que pretenden la explotación indiscriminada
de sus riquezas. Acnur ha reportado:
“Durante la última década, estos territorios se han convertido en
escenarios estratégicos de los grupos armados ilegales, y focos de
concentración de la confrontación armada entre guerrillas, grupos
paramilitares y Fuerza Pública. Recientemente, también han sido
escenarios del proceso de desmovilización de las AUC. Distintas
circunstancias han incidido sobre este fenómeno:
La ventaja estratégica de sus territorios para la expansión de economías
ilícitas redes de narcotráfico, tráfico de armas, contrabando, trata de
personas, cultivo y procesamiento de coca-; muchos de los territorios
indígenas están localizados en regiones relativamente aisladas, difícil
acceso, con vías de comunicación precarias o poco pobladas”87.
A ello habría que reiterar que las comunidades indígenas habitan en
zonas estratégicas,  donde abundan los hidrocarburos y  metales
preciosos, reservas de agua, o zonas fronterizas propicias para la
producción de cultivos ilícitos y su distribución.
• El narcotráfico:  Frente a este aspecto en particular, CODHES puso de
presente, que  durante el mes de septiembre de 2007, a raíz de los
fuertes operativos de fumigación de cultivos de coca en el Vichada, tres
familias indígenas integradas por siete adultos y ocho menores tuvieron
que huir de su comunidad (Caño Amargo, Jurisdicción de Puerto
Príncipe, zona rural de municipio de Cumaribo hacía Puerto Inírida,
Departamento de Guainía), “luego de una travesía de aproximadamente
un mes por los ríos Uva, Guaviare e Inírida”, como consecuencia del
87 ACNUR. La Población Desplazada En Colombia, o.c.  p 5
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deterioro de los cultivos lícitos (pan coger) y fuentes de agua88.
Así mismo, se destacó en dicho informe que mediante Auto 218 del 11
de agosto de 2006, la Corte Constitucional había advertido sobre la
ausencia de un enfoque de prevención del desplazamiento forzado en
desarrollo de operaciones de fumigación de cultivos de uso ilícito por
parte de la Fuerza Pública, llamando la atención sobre la necesidad de
incorporar planes de contingencia y mecanismos de protección y
atención, a quienes son obligados a desplazarse como consecuencia de
tales operaciones.
• Abandono estatal: A lo expuesto debe sumarse el papel  de las
instituciones que en algunas ocasiones de manera pasiva (carencia de
ayudas humanitarias, no construcción de escuelas y no construcción de
vías), y en otras de manera activa (involucrarlos en el conflicto armado,
reclutamiento y demás) han propiciado el éxodo indígena.
2.1.2 Conflicto Armado como Detonante del Desplazamiento Forzado
Indígena. En Auto 004 de 2009, la Corte Constitucional identificó tres
factores comunes  del conflicto armado que generan desplazamiento
indígena: Ellos son, las confrontaciones en territorios indígenas, el involucrar
a los integrantes de la comunidad en los procesos bélicos y los procesos
territoriales socioeconómicos.
2.1.2.1 Confrontaciones en territorios indígenas.
Los territorios indígenas han estado tradicionalmente ubicados en lugares
aislados de la geografía nacional, pero a la vez son puerta de entrada a otros
países y fuente de recursos naturales. La entrada en escena de la guerrilla,
88 CODHES. Boletín informativo de la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento.
Número 72,CODHES. Bogotá,  30  de noviembre de 2007, p 1.
51
después del narcotráfico y posteriormente de los paramilitares
(presuntamente vinculados desde sus inicios a un sector de las fuerzas
armadas),  llevó a establecer fortines, alejados  de la presencia estatal,
donde pudiesen ejercer sus actividades  sin mayores intromisiones;
cruzándose, necesariamente, con los territorios indígenas.
La agudización del conflicto,  la disputa  territorial de ambos bandos y lo
lucrativo del negocio de la droga, aunado a  presiones internacionales por la
grave violación a los derechos humanos, incitaron la intervención directa de
las Fuerzas Armadas (que en muchos casos demostraron su apoyo a uno de
los dos actores)89.  Así, los territorios indígenas han sido fruto de incursiones
y presencia, tanto de los grupos armados ilegales  como de las Fuerzas
Militares del país; escenario de confrontaciones y marco de ocupación
territorial (sobre todo en sus sitios sagrados).
2.1.2.2 Involucrar a los integrantes de la comunidad étnica en los
procesos bélicos.
Los miembros de comunidades étnicas se han convertido en parte del
conflicto, al ser señalados de manera arbitraria e infundada como
colaboradores  o informantes de un grupo armado;  lo cual les ha convertido
en blanco de agresiones. A ello debe agregarse que al instalarse bases o
comandos militares  en los territorios indígenas, automáticamente se
convierten en enemigos  de la guerrilla y de los paramilitares.
De otro lado se presentan  conductas como:
 El asesinato selectivo de líderes y autoridades tradicionales, con el
89 Al respecto consultar la condena al estado colombiano proferida por la CORTE
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, en la masacre de Mapiripàn.
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objeto de intimidar y desplazar, o como retaliación por denuncias.
 Las amenazas, hostigamientos y persecución a los miembros de la
comunidad.
 El confinamiento o bloqueo de familias a través del establecimiento de
toques de queda, campos minados, etcétera, y esto genera
desabastecimiento en la población y problemas de hambruna.
 Los retenes y controles a los alimentos y medicamentos, y a la
movilización de personas (a la entrada y salida de sus resguardos).
 El irrespeto a las autoridades tradicionales indígenas y a sus
tradiciones.
 El control de comportamientos al instaurar reglamentos, para ellos
foráneos.
 El reclutamiento forzado de niñas y niños, jóvenes y adultos para uno u
otro bando.
 La apropiación y hurto de bienes de subsistencia de la comunidad.
 La prostitución forzada.
 La ocupación o minado de escuelas, viviendas y demás inmuebles de
la comunidad.
 La utilización de la comunidad como escudo.
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2.1.2.3  Los procesos territoriales socioeconómicos.
Tal vez,  dentro de las circunstancias en mención, una de las más
significativas está representada por la pérdida del territorio y  la identidad
cultural, ya que  las comunidades indígenas paulatinamente vienen
extinguiéndose en sus costumbres y tradiciones, “las cuales se constituían
en una riqueza histórica y cultural para el país”90.
El capitalismo no ha sido ajeno al desplazamiento indígena. Se ha
manifestado en:
• El despojo territorial por intereses económicos (Los Uwá y Occidental
Petrolium, Los Embera y Urrá, la Palma en el Darién, etc.)
• El desarrollo de actividades lícitas o ilícitas en los territorios indígenas
(producción y distribución de estupefacientes, explotación maderera,
exacción del oro en el Chocó, megaproyectos, etc.)
• Las fumigaciones (sin el cumplimiento de requerimientos legales), en
detrimento de la vida y salud de los indígenas y de su seguridad
alimentaria, al destruir animales y cultivos legales.
En cuanto al derecho al territorio, se reitera, que éste ha sido una de las
principales reivindicaciones de los pueblos indígenas de Colombia.  Ello, por
cuanto  las décadas de los setenta y ochenta significan para el movimiento
indígena colombiano, el periodo más intenso de recuperación y defensa de
los territorios que histórica y culturalmente les ha pertenecido. Sin embargo,
a finales del siglo XX, los pueblos indígenas se han tenido que enfrentar a
diferentes actores que pretenden despojarlos de sus territorios y de la
autonomía que allí ejercen.
90 ORTEGA NARVÁEZ, Temístocles. Entrevista realizada por Luz Elena Rodríguez, o.c.
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Es muy común, que varias de dichas causas confluyan  en un momento y
determinen el desplazamiento. Así verbigracia, los Kankuamo, provenientes
de la Sierra Nevada de Santa Marta han sido desplazados a causa de la
“expropiación” de sus territorios, el asesinato de líderes y sus familias y los
atentados hacia los mismos. Por ejemplo, el propio delegado para
desplazados de la ONIC, aquí citado en varias oportunidades,  debió
desplazarse a Bogotá hace aproximadamente ocho años, por un atentado
contra su vida.
2.2 ¿EL ESTADO ES RESPONSABLE POR DICHAS CAUSAS?
2.2.1 Estado – Legitimidad - Posición De Garante. Los doctrinantes de
teoría política y derecho constitucional suelen definir el Estado como una
“institución prestadora de servicios públicos y que tiene el monopolio de la
fuerza” 91, (Max Weber). La tesis mayoritaria también está de acuerdo con la
posición de Hauriou92, según la cual, el  Estado implica una organización
política que ha alcanzado un cierto grado de madurez y que en su  origen
debió reunir  unas características, como el monopolio de la fuerza, la
legitimidad del poder, la existencia de una nación, la soberanía (aunque hoy
es un concepto discutible), un orden político que se aplica en todo el territorio
y unas fronteras delimitadas (matizadas hoy por los bloque regionales y la
globalización); cuyo objeto consiste en permitir una mejor convivencia,
mayor nivel de desarrollo y garantía de algunos derechos fundamentales
mínimos.
En ese sentido, su legitimidad, definida como “La motivación colectiva de los
miembros de una sociedad  para respetar un sistema político, un Estado,
91 NARANJO MESA, Vladimiro. Teoría Constitucional E Instituciones Políticas. Sexta edición,
Bogotá Colombia,  Editorial Temis, 1995, p 126.
92 Ibídem, p 128.
55
unas autoridades sin recurrir a la fuerza”93, su razón de ser, se traduce en
garantizar unos bienes jurídicos a sus integrantes (tales como la seguridad,
la identidad, la libertad de circulación, la vida, entre otros), más no de forma
teórica sino práctica.
Es decir, que el Estado no se legitima por el simple hecho de sacar
propagandas en televisión que informen sobre lo democrático o seguro que
es –dicho Estado-, fundado en que este año fueron asesinadas diez
personas menos que el año pasado, o que el sistema funciona, porque en el
campo no hurtan tanto, aunque en las ciudades  roben más; tampoco,
porque informes gubernamentales realicen cuadros  y tablas de varios
colores, según las cuales estamos mejor.
Hoy, verbigracia, se cuestionan las demandas en ejercicio de la acción de
reparación directa que  algunos políticos y militares, ex secuestrados,
interpusieron contra la Nación por su privación de  libertad de la que fueron
objeto durante cinco, seis, nueve o diez años por parte de la guerrilla (si bien
ellos son consientes sobre quienes fueron  sus captores), cuestionan el
actuar  de las autoridades durante tantos años, las acciones que – no -
emprendieron para liberarlos y garantizar sus derechos. Si realizamos un
paralelo con los indígenas desplazados, éstos no solo desde el punto de
vista jurídico, sino por su condición de poseedores ancestrales del territorio
que hoy ocupa Colombia, tienen los derechos a existir -no solo
individualmente sino como organización social, política  y cultural-, a una
identidad, una lengua, una cultura, a su tierra, a su alimentación, a disfrutar
de  su familia, vivienda, medio ambiente y en fin, a su propia vida (como
ellos quieren vivirla).
93 BALLÉN, Rafael. Ilegitimidad del Estado. Editorial Temis, Segunda edición, Bogotá, 2007, Pág.
370.
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No obstante,  el Estado o ente que asumió la obligación y  llamado a
garantizarla, porque a ello se comprometió, no hace lo suficiente para
detener o evitar el desplazamiento y a veces incluso lo patrocina; y de otro
lado, cuando el desplazamiento se ha desencadenado, confunde la ayuda
humanitaria (al ofrecer una libra de arroz o un plátano), con la
responsabilidad que le compete.
Coherente con el concepto de legitimidad, la Constitución en su artículo 90
preceptúa:
“ARTICULO 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños
antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la
omisión de las autoridades públicas.
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de
uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa
o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra
éste”.94
Si bien se ha establecido el principio de la lógica de lo razonable en el
sentido que deben mirarse las condiciones económicas y sociales del Estado
para exigirle ciertos comportamientos, acorde con la calidad del mismo,
también es claro que sobre el principio de la igualdad ante las cargas
públicas se ha dicho:
“Como lo dice Aguiar Díaz en su "Tratado de la Responsabilidad Civil",
"siempre que un individuo sea perjudicado en sus derechos como
condición o necesidad del bien común, síguese que los efectos de la
lesión o las cargas de su reparación deben ser repartidos entre toda la
colectividad, esto es, satisfechos por el Estado, a fin de que de este
modo se restablezca el equilibrio de la justicia conmutativa".
….
No sería equitativo que el Estado, en casos como el enunciado y en
otros similares, exigiera a unos un sacrificio mayor al exigido a otras
personas que se encuentren en la misma situación y para su provecho.
Repugna a la idea de justicia distributiva que el Estado actuando en
94 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, artículo 90.
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nombre y para la comunidad pudiera exigir el sacrificio de una o de
algunas personas, sin la adecuada reparación, para proporcionar a
todos los demás los beneficios resultantes de ese sacrificio".95
Lo dicho significa, que los indígenas desplazados, tienen derecho a que el
Estado les brinde las condiciones mínimas de existencia y seguridad, que le
concede al resto de la población y no están obligados a soportar un perjuicio
o una carga anormal.
Frente a la responsabilidad del Estado de velar  por la vida de las personas,
el Consejo de Estado ha expresado:
“De acuerdo con las normas citadas, la razón de ser de las autoridades
públicas y en particular la de la Policía Nacional, es la de defender a
todos los residentes en el país y asegurar el cumplimiento de los
deberes sociales del Estado. Omitir el cumplimiento de esas funciones
genera responsabilidad institucional, que de ser continua pone en tela
de juicio su legitimación. Por lo tanto, el Estado debe utilizar todos los
medios de que dispone para lograr que el respeto a la vida y demás
derechos de las personas por parte de las demás autoridades públicas y
particulares sea una realidad y no conformarse con realizar una simple
defensa formal de los mismos” 96
Teniendo en cuenta que se han  establecido como elementos de la
responsabilidad, la existencia de un hecho u omisión, el daño antijurídico y
que el mismo sea imputable al Estado, el título de imputación que se ha
adjudicado en temas de falta de seguridad por parte del Estado, ha sido el de
la falla en el servicio, así lo ha expresado el Consejo de Estado, en diferentes
oportunidades.
95 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION
TERCERA. Consejero ponente: CARLOS BETANCUR JARAMILLO, Bogotá, D. E. Sentencia  del
11 de abril de 1978. Radicación número: 1567.
96 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION
TERCERA. Sentencia de 11 de octubre de 1990. Expediente 5737.
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“Un repaso de la jurisprudencia de la Sección muestra que la Sala ha
considerado que el Estado debe responder patrimonialmente a título de
falla del servicio por omisión en el deber de prestar seguridad a las
personas, cuando: a) Se deja a la población a merced de los grupos de
delincuencia, sin brindarles ninguna protección, en especial cuando se
tiene conocimiento de que los derechos de esa población vienen siendo
desconocidos por grupos organizados al margen de la ley; b) se solicita
protección especial, con justificación en las especiales condiciones de
riesgo en que se encuentra la persona; c) no se solicita expresamente
dicha protección pero es evidente que la persona la necesitaba, en
consideración a que existían pruebas o indicios conocidos que
permitieran asegurar que la persona se encontraba amenazada o
expuesta a sufrir graves riesgos contra su vida, en razón de sus
funciones”97.
En ese sentido y adentrándonos en las causas mediatas del desplazamiento
tales como la pobreza, la inseguridad alimentaria, la invisibilidad, el
debilitamiento étnico y social, la lucha por la tierra, el narcotráfico y el
abandono estatal; podemos concluir que algunas pueden ser responsabilidad
directa del Estado y otras no.
2.2.2 Causas Mediatas Del Desplazamiento Indígena y Responsabilidad
Del Estado. La pobreza, la inseguridad alimentaria, la lucha por la tierra y el
abandono estatal están ligadas expresamente con la obligación del Estado de
promover el desarrollo económico y social de sus habitantes (artículo 366 de
la C.P.), si como consecuencia de ellas se causa una daño antijurídico a los
indígenas (plasmado en el abandono de sus tierras y su vivienda, en el daño
sicológico sufrido por la destrucción de su cultura, etc.), el Estado debe
responder.
“...si bien es cierto esta corporación ha sostenido que dentro de la
filosofía del Estado social de derecho no es posible responsabilizar al
Estado Colombiano por todo tipo de falencias que las circunstancias de
pobreza del país evidencian en multitud de casos “pues el juez tiene
97 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION
TERCERA. Sentencia del 15 de febrero de 1996. Expediente 9940.
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que ser consciente de la realidad social en que vive, y no dejarse
deslumbrar por el universo que tienen las palabras o conceptos políticos
o jurídicos”, de allí no puede seguirse, como corolario obligado, que los
daños que padecen los ciudadanos por vivir expuestos a situaciones de
peligro permanente hayan de quedar siempre librados a la suerte de
cada cual….. Dicho en otros términos, no es aceptable que frente a
situaciones concretas de peligro para los ciudadanos, estudiadas y
diagnosticadas de vieja data, pueda invocarse una suerte de
exoneración general por la tan socorrida, como real, deficiencia
presupuestal”.98
Sobre dicho tema, el Consejo de Estado ha elaborado -con fundamento en
fallos de la Corte Constitucional-, un nuevo título de imputación jurídica de
responsabilidad que se denomina: “Posición de garante del Estado”.
En la jurisprudencia 10001233100020030038501, referente a una  Acción de
Grupo99 interpuesta, entre otros, por desplazados indígenas, se reiteró la
responsabilidad del Estado, en virtud de su “posición de garante”, tema
estudiado por la Corte Constitucional en diversas providencias, entre ellas
una100 en la que hace un recorrido histórico de lo que en el siglo XX se
denominó “teoría de las funciones” (según la cual “la posición que ocupe el
sujeto en la sociedad, independientemente del reconocimiento expreso del
deber de actuar en una ley,.. fundamenta la obligación de evitar
determinados resultados”), expresando que hoy, además, se requiere que
el funcionario tenga la competencia para actuar.
98 CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN TERCERA. Sentencia de 14 de mayo de 1998. Expediente
12.175.
99 CONSEJO DE ESTADO,  SECCIÓN TERCERA. Sentencia del  15 de agosto de 2007. Proceso
10001233100020030038501, Acción de Grupo, C.P. Mauricio Fajardo. Antonio María Ordóñez y
otros contra la Nación Ministerio de Defensa, Ejercito Nacional y otros, masacre del Naya.
100 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU 1184 de 2001. M.P. Eduardo Montealegre Lynett.
Acción de Tutela de Nury Giraldo Jaramillo contra la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo
Superior de la Judicatura, 3 de noviembre de 2001.
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Ya en el campo de la Fuerza Pública, reseña la Corte, que para ser garante,
se necesita uno de los siguientes eventos:
i) “La creación de riesgos para bienes jurídicos” como por ejemplo, en la
fuerza pública, cuando un militar tiene en su poder armas de dotación oficial,
su manipulación genera una posición de garante. Verbigracia cuando al
perseguir un delincuente dispara su arma de dotación oficial en una zona
donde se halla población civil o, cuando aprovechando su calidad, tortura a
un civil o le vulnera sus derechos humanos y el superior no hace nada; en
dicho evento el Estado está llamado a responder.
ii) “El surgimiento de deberes por su vínculo con la entidad estatal” con
ocasión de las obligaciones irrenunciables que la Administración  debe
proteger. Por ejemplo la vida, la defensa, la seguridad, etc.,  a las cuales se
comprometió y que son las que lo legitiman. Si no protege a la población,
debe responder ante la omisión.
Dicha posición de garante de las Fuerzas Militares, continúa la Corte,
deviene del artículo 217 superior y es una obligación no meramente formal
sino consiste en que debe “participar activa y eficazmente en la defensa de
los derechos constitucionales de los asociados”.Así, las Fuerzas Militares,
tienen la obligación de actuar  en presencia de:
1) La violación de derechos humanos (por el uso de  armas)
2) La violación de bienes culturales con ocasión de actos de guerra. y,
3) Los actos de barbarie (tortura, violación,  desplazamiento).
Según la guardiana de la Constitución, su vulneración constituye un nuevo
título de imputación, este es: “delito de lesa humanidad”.
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En conclusión:
“Si el garante no inicia una acción de salvamento para proteger
los bienes jurídicos que se encuentran dentro de su ámbito de
responsabilidad se le atribuye la violación a los Derechos Humanos
como si se tratara de una conducta activa”101.
Es de anotar, que no en todos los casos en que estemos en presencia de una
persona desposeída, o con problema de desnutrición, o que se queje del
abandono de las autoridades, se debe predicar responsabilidad del Estado.
Así se ha dicho:
“No obstante, cabe señalar que la Sala ha considerado que a pesar de
que es deber del Estado brindar protección a todas las personas
residentes en el país, no le son imputables todos los daños a la vida o a
los bienes de las personas causados por terceros, porque las
obligaciones del Estado son relativas en tanto limitadas por las
capacidades que en cada caso concreto se establezcan, dado que
“nadie está obligado a lo imposible”. Aunque, se destaca que esta
misma Corporación en providencias posteriores ha aclarado que la
relatividad de las obligaciones del Estado no excusa su incumplimiento,
sino que debe indagarse en cada caso si en efecto fue imposible
cumplir aquéllas que en relación con el caso concreto le
correspondían102.
En este tema específico, es preciso citar a los  Pijao, habitantes de Tolima y
Caquetá, cuya población se calcula en 17.000 integrantes103 y uno de los
grupos gravemente afectados por el desplazamiento, que hace presencia en
Bogotá.  El cultivo de amapola y coca  en su región ha sido aprovechado por
101 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU 1184 de 2001, o.c.
102 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN
TERCERA. Consejera Ponente: Ruth Stella Correa Palacio, Bogotá, D.C.. Veinticinco (25) De
Febrero De Dos Mil Nueve (2009). Radicación Número: 18001-23-31-000-1997-00007-01(18106).
Actor: Mery León De Álvarez y Otros, Demandado: Nacion-Ministerio De Defensa-Policia  Nacional.
103 VICEPRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA; OBSERVATORIO DEL PROGRAMA
PRESIDENCIAL DE DERECHOS HUMANOS Y DERECHO INTERNACIONAL
HUMANITARIO. Diagnóstico Pijao. Bogotá,  2010, p 3.
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los grupos al margen de la ley para sitiarlos. En su territorio, se han radicado
las FARC (Comando Conjunto Central Adán Izquierdo) y las AUC104.
Proyectos económicos como  el hídrico “proyecto triangulo del sur del Tolima”
(que busca llevar agua del río Saldaña al embalse de Chenche, inundando
terrenos reclamados por el resguardo de Ortega y Chaparral105), también han
generado desplazamiento Pijao.  Se calcula que entre el 2003 y el 2008,
39.381 personas fueron desplazadas en la región, de los cuales 2.894106 se
catalogaron como indígenas.  Entre 1998 y 2008 se reportaron 26 asesinatos
de pijaos107. Dicho grupo también fue objeto de medidas cautelares por parte
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Si bien en este caso,
como en el de la comunidad Embera, varias causas confluyen para el
desplazamiento, la pobreza -hasta el punto que ACNUR reporta la muerte de
indígenas a cusa del hambre y la desnutrición-108, y la no presencia del
Estado en dichos territorios constituye el principal motivo para abandonar sus
tierras. Por ello algunas personas, no consideran a esta población como
desplazada, sino como migrantes voluntarios, aunque otros, como Hernán
Molina si les dan dicho carácter.109
En el caso específico de una comunidad indígena como la citada, obligada a
desplazarse por la pobreza y el hambre, - según las investigadoras-,  los
elementos de responsabilidad se estructurarían, así:
a) Existencia del deber normativo, derivado de los artículos 1, 2 y 366 de la
Constitución Política, que imponen a las autoridades  el cumplimiento de
104 Ibídem, p 10.
105 Ibídem, p 9.
106 Ibídem, p 14.
107 Ibídem, p 21.
108 ACNUR; INSTITUTO INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS. Colombia,
Desplazamiento Indígena y Política Pública, Paradoja Del Reconocimiento. San José De Costa Rica,
IIDH, mayo 17 de 2006, p 6.
109 MOLINA, Hernán. Entrevista realizada por Clara Cecilia Suárez. Bogotá, sede de la ONIC,  21
de septiembre de 2010.
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los fines del Estado.
b) La omisión del Estado, materializada en el abandono,  en la no
implementación y  en la falta de ejecución oportuna de una Política
Pública diferencial, que atienda el  alto grado de vulnerabilidad  de la
población migrada por las circunstancias analizadas.
c) El daño antijurídico, tanto moral como material, reflejado en el abandono
y posible riesgo de extinción de su cultura, con todo lo que ella conlleva y
en la inseguridad al carecer de una vivienda, unos enseres y de una
oportunidad laboral.
2.2.3 Conflicto Armado y  Responsabilidad Del Estado. Referente al
conflicto armado como causa del desplazamiento, y siguiendo la línea de las
confrontaciones en territorios indígenas, el involucramiento  de los indígenas
en el conflicto y los procesos territoriales socioeconómicos; se  debe
expresar:
i) Confrontaciones en territorios indígenas:
Dicha conducta puede ser vista desde dos ángulos: Primero, cuando el
Estado incurre en una falla del servicio. Por ejemplo, si utiliza a la población
indígena como escudo en las confrontaciones o los sindica de pertenecer o
estar aliados con determinado actor ilegal y por ende arriesga sus vidas,  o
cuando  se apodera de las tierras, los alimentos y los animales de dichos
grupos para beneficio propio y alimentar a la tropa. Sobre este aspecto es
dable remitirnos a las medidas cautelares proferidas por la Corte
Interamericana de Derechos Humanos de los pueblos Kankuamo y Pijao que
se analizarán más adelante.
También puede ser estudiada desde el tópico de su labor constitucional de
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brindar seguridad, en la cual debe primar el interés general sobre el
particular. En dicho evento, nos encontraríamos en presencia del título de
imputación de responsabilidad por “daño especial”.
Frente al primer evento, es decir la falla en el servicio, es necesario señalar
que este sistema, por mucho tiempo, ha sido considerado como el régimen
común de responsabilidad estatal, el que en mayor número de ocasiones
han venido aplicando, tanto el Consejo de Estado como los tribunales
seccionales de lo contencioso administrativo.
Para que dicho título de imputación se configure, es necesario que se
pruebe lo siguiente:
a) La Falta o falla del servicio: Es el hecho dañoso causado por la
violación del contenido obligación al a cargo del Estado, requerimiento
que se puede derivar de textos específicos como los son las leyes,
reglamentos o estatutos que establecen las obligaciones y deberes del
Estado y sus servidores, también de deberes específicos impuestos a los
funcionarios y el Estado, o de la función genérica que se encuentra
consagrada en la Constitución Política ( en el artículo segundo el cual en
su segundo párrafo establece “Las autoridades de la república está
instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en
su vida, honra y bienes, creencias y demás derechos y libertades y para
asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los
particulares”).
Es “sinónimo de mal funcionamiento o funcionamiento anormal”110. La
responsabilidad se deriva del efecto de la acción administrativa y no del
110 SAAVEDRA, Ramiro. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Cuarta edición. Bogotá,
Editorial Gustavo Ibáñez, 2004, p  140.
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agente causante material del daño, es decir, se basa en la posición
jurídica de la víctima y no sobre la conducta del autor del daño.
El Consejo de Estado también la ha definido como aquella que se
presenta cuando el servicio funciona mal, no funciona o funciona
tardíamente. Esta es la noción que inicialmente acogió la Corporación,
pero que más tarde y con el fin de darle un enfoque más jurídico,
modificó para adoptar la de la violación del contenido obligacional111.
 
b) Daño Antijurídico: Consistente en el menoscabo que sufre el patrimonio
de la víctima (perjuicio patrimonial) y/o en las lesiones que afectan sus
bienes extrapatrimoniales y que pueden consistir bien en el daño moral,
ora en los daños fisiológicos o en las alteraciones en las condiciones de
existencia (perjuicios extrapatrimoniales).
c) Nexo causal entre la falla y el perjuicio, es decir, que entre la falla
alegada y demostrada y los perjuicios experimentados y probados, debe
existir un vínculo de tal naturaleza, que no sea lógicamente posible
suponer la existencia del daño sin la de la falla.
Referente al conflicto armado y a las confrontaciones, el Consejo de Estado
ha expresado:
“Teniendo en cuenta el título de imputación alegado en la demanda,
cabe destacar que tratándose de los daños sufridos por las víctimas de
hechos violentos cometidos por terceros, ha considerado la Sala que los
mismos son imputables al Estado cuando en la producción del hecho
intervino la administración, a través de una acción u omisión
constitutivas de falla del servicio, como en los eventos en los cuales el
hecho se produce con la complicidad de miembros activos del Estado, o
cuando la persona contra quien iba dirigido el acto había solicitado
protección a las autoridades y éstas no se la brindaron, o porque en
111 CONSEJO DE ESTADO. Sentencia de Noviembre 15 de 1995. MP. Jesús María Carrillo.
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razón de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el
hecho era previsible y no se realizó ninguna actuación dirigida a su
protección”112”.
Para el caso preciso, parte de la comunidad  Nasa ha sido desplazada como
consecuencia del conflicto armado y su posición estratégica como corredor
del narcotráfico. Entre 2003 y 2008 se calcula que hubo 698113 casos de
confrontación armada en la zona de influencia de dichos grupos. Entre 1990
y 2008 se presentaron 286114 homicidios  de Paéces, en hechos como las
masacres del Nilo en 1991 y la del alto Naya en 2001.
El Estado Colombiano, Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional,
fue condenado patrimonialmente por el Consejo de Estado en el caso de  la
última masacre citada, ya que se probó una falla del servicio por omisión. En
estos hechos, la materialización de la falla del servicio, se dio por la omisión
del Estado en la falta de protección de esta comunidad, ya que las
autoridades estaban informadas que la masacre iba a ocurrir y no se tomaron
las medidas de protección. El daño se concretó, en el perjuicio moral sufrido
por las víctimas al  ver como asesinaban a sus familiares y al tener que
abandonar su territorio, su cultura, su trabajo , en fin, su vida digna (al tener
que  trasladarse  a una capital como Bogotá, a merced del clima , sin
conocer el idioma en muchos casos y tener que soportar un ambiente
totalmente desconocido y degradante, en el que sus habilidades laborales no
112 CONSEJO DE ESTADO, SECCION TERCERA. En sentencia de 11 de octubre de 1990,
expediente 5737, dijo la Sala: “Cuando se trata de la falla del servicio originada en la omisión por la
administración en la prestación de un servicio o en el cumplimiento de una obligación impuesta por la
ley o los reglamentos, es necesario que aparezca demostrado no sólo que se pidió concretamente la
protección o la vigilancia de la autoridad ante determinado hecho ilícito que puede causar o está
causando daño o que las circunstancias que rodeaban el hecho o las personas en él involucradas
imponían una especial protección o vigilancia y que tal protección no se prestó”.
113 VICEPRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA; OBSERVATORIO
PRESIDENCIAL DE DERECHOS HUMANOS Y DERECHO INTERNACIONAL
HUMANITARIO. Diagnóstico  De La Situación Del Pueblo Indígena Nasa O Páez. Bogotá, 2009, p
14. Disponible en www.derechoshumanos.gov.co/.../DiagnosticoIndigenas/Diagnostico-Nasa.pdf.
114 Ibídem, p 15.
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tienen, ni han tenido cabida, por lo cual se ve amenazada su subsistencia).
Por último, el  nexo causal se evidencia en que si el Estado hubiese brindado
protección  a esta comunidad, los hechos dañosos no habrían acaecido.
En otro caso, la Comisión Colombiana de Juristas denunció  que el 29 de
mayo de 2008, llegaron a Bogotá 134 indígenas Embera Katío, provenientes
de Conondó – resguardo de Bagadó, Chocó-, presuntamente con ocasión
de la arremetida ejercida por Ejército Nacional contra la guerrilla, lo que se
tradujo en el minado de sus territorios y que, entre otros, las Fuerzas
militares se alimentaran de sus cultivos y animales115.  Manifiestan como
detonante migratorio, la incursión del Ejército  Nacional al resguardo, el 14 de
mayo de 2008 y la detención de dos de sus miembros116. Tras cuarenta días
de permanencia en Bogotá, el gobierno mediante un plan de retorno se
comprometió a otorgarles 162 subsidios de vivienda, instalar acueducto y
realizar proyectos de desarrollo117. Si bien, en este caso no se ha proferido
condena contra el Estado, están dados los presupuestos, conforme  a lo
descrito, toda vez que los elementos  de la responsabilidad de la
Administración Pública son latentes.
ii) Involucrar a los integrantes de la comunidad étnica en los procesos
bélicos.
Esta causal, en nuestro país, es más común de lo que se divulga. Se refleja
cuando la Fuerza Pública conmina  a la población a dar información  sobre
los grupos ilegales al margen de la ley, sin brindarle la respectiva protección,
o, cuando los utilizan como escudo en el marco de las confrontaciones
armadas.
115 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Informe De Seguimiento A La Aplicación De Las
Recomendaciones De Relator Especial De Naciones Unidas Sobre Los Derechos Humanos Y
Libertades Fundamentales De Los Pueblos Indígenas, 2005 – 2008. Bogotá, julio de 2009, p 69.
116 Ibídem, p 69.
117 Ibídem, p 70.
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También se presenta, cuando dichas fuerzas, se alían con algún grupo ilegal,
en la perpetración  de atentados contra la población, ya sea de manera
activa o pasiva. En este sentido, es de traer a colación posición
jurisprudencial del máximo órgano de la jurisdicción Contenciosa
Administrativa, en el caso especifico que se demandaba la Nación, Ministerio
de Defensa, por desaparición forzada así:
“…Es suficiente acreditar que ha habido apoyo o tolerancia por parte del
poder público, en este caso de las fuerzas armadas en la infracción de
los derechos fundamentales y humanos reconocidos por los organismos
internacionales como son la libertad y la vida. El derecho a la vida,
porque constituye el núcleo esencial para la realización de los demás
derechos, y el derecho fundamental a la libertad, porque permite la
materialización del primero en condiciones dignas, el ejercicio de las
demás libertades individuales y el libre desarrollo de la
personalidad…”118
Enfocándonos en el tema indígena, los Kankuamo, presentes en Bogotá,
atribuyen su desplazamiento al bloqueo alimentario y económico por el
conflicto armado,  a la connivencia de la Fuerza Pública con actores
paramilitares y a la presión por proyectos estratégicos  como la “construcción
de la represa de Los  Besotes”119 y la carretera que “comunicará Valledupar
con San Juan del Cesar”, así como el turismo.
La situación de los KanKuamos, si bien tampoco ha sido objeto de
pronunciamiento definitivo contra el Estado por parte de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, pese a existir medidas cautelares;
ante una eventual demanda de Reparación Directa , acorde con lo citado en
118 CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN TERCERA. Sentencia del 11-02-2009, Radicación No.
16337. C.P. Myriam Guerrero de Escobar.
119 OBSERVATORIO PRESIDENCIAL DE DERECHOS HUMANOS  Y DERECHO
INTERNACIONAL HUMANITARIO; VICEPRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA.
Diagnóstico De La Situación Del Pueblo Indígena Kankuamo. Bogotá, 2009, p 5. Disponible en
www.derechoshumanos.gov.co/.../DiagnosticoIndigenas/Diagnostico_KANKUAMO.pdf.
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el capítulo IV, evidencia – en  concepto de las investigadoras-, una falla en el
servicio, al sindicar y retener incomunicados a líderes de dicha comunidad
por ser presuntamente auxiliadores de la guerrilla;  someterlos a bloqueo
económico y alimentario;  y, al  omitir la seguridad debida a sus integrantes
(lo que ha generado el asesinato y lesiones contra la integridad personal de
autoridades indígenas). También,  en  concepto de las investigadoras, se
daría un daño antijurídico por los perjuicios materiales y morales que
ocasiona el desplazamiento forzado y el respectivo nexo causal. Estos
hechos se profundizan en el capítulo IV de la investigación.
iii) Los procesos territoriales socioeconómicos:
Los indígenas, desde su replegamiento con ocasión de la llegada de los
españoles a nuestro continente, se han ubicado en territorios, hasta entonces
inexplorados, que guardan riquezas aún sin cuantificar, pero que poco a
poco están siendo apetecidas por diversos sectores. Así,  reservas de agua
dulce, hidrocarburos, minerales y metales preciosos, corredores viales en
potencia que comunicarán interna y externamente al país en medio de
procesos de globalización; involucran territorios indígenas y afectan su
tranquilidad.
Ejemplo de esta situación  se nota en las consecuencias de la construcción
de la represa de Urrá (Córdoba) y el desplazamiento  del pueblo Embera
Katío.
Otra población afectada por estos hechos son los Uwa por el desarrollo de
megaproyectos  como el de explotación de gas por parte de Ecopetrol y la
extracción de crudo por multinacionales e igualmente por el proyecto de
ecoturismo a desarrollarse en el parque Nacional del Cocuy. Otro caso más
es el de la comunidad Wayúu, afectada por la explotación de carbón en su
territorio,  por parte de la compañía Drummond.
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Se suma a lo anterior, la afectación de la comunidades Arhuaco, Kogui,
Kankuamo y Wiwa, por la construcción del Puerto de Dibulla y el peligro en
que se encuentran los indígenas Guahibo,  con el descubrimiento de pozos
petroleros y la construcción del complejo de “Caño Limón” en Arauca120.
Las circunstancias antes expuestas, podrían predicar responsabilidad del
Estado en dos eventos: El primero cuando el Estado en cumplimiento de su
fin legítimo de desarrollo promueve proyectos estratégicos de desarrollo, y el
segundo, cuando para hacerlos efectivos avala la presión paramilitar. En el
primer caso nos encontraríamos en una imputación de responsabilidad por la
vía del daño especial, en el segundo en una evidente falla del servicio, lo
cual se sustenta en:
a) Promoción legítima del Estado de procesos de desarrollo y
megaproyectos:
“La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas
hace necesario armonizar dos intereses contrapuestos: la necesidad de
planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales en los
referidos territorios para garantizar su desarrollo sostenible, su
conservación, restauración o sustitución (Art. 80 C.P.), y la de asegurar
la protección de la integridad étnica, cultural, social y económica de las
comunidades indígenas que ocupan dichos territorios, es decir, de los
elementos básicos que constituyen su cohesión como grupo social y
que, por lo tanto, son el sustrato para su subsistencia. Es decir, que
debe buscarse un equilibrio o balance entre el desarrollo económico del
país que exige la explotación de dichos recursos y la preservación de
dicha integridad que es condición para la subsistencia del grupo
humano indígena121.
120 OBSERVATORIO DE DISCRIMINACION RACIAL. Informe Alternativo Al Decimocuarto
Informe Presentado Por El Estado Colombiano Al Comité  Para La Eliminación De La
Discriminación Racial. Universidad de los Andes Bogotá, 2010, p 62.
121 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia Su 039 De 1997. Pueblo U´wà.
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Algunos dirán -entre ellos el gobierno nacional-,  que dichos
megaproyectos son fundamentales para el desarrollo económico y social
de los cuarenta y cuatro millones de colombianos, que reportan progreso,
ingreso, calidad de vida; sin embargo en un Estado Social de Derecho
que consagra la cláusula de responsabilidad en el artículo 90 superior, el
interés “general” no puede vulnerar el principio de la igualdad ante las
cargas publicas y por ende, se impone un resarcimiento por parte del
Estado, como promotor y aval de dichos proyectos. Es de anotar, que la
Constitución Política, contempla en el parágrafo del artículo 330 una
solución al anotado conflicto de intereses al disponer que el Gobierno
Nacional debe consultar previamente  a las comunidades asentadas en
los territorios objeto de explotación de los recursos naturales, a efectos de
proteger ante todo su integridad cultural, social y económica.  En la acción
de tutela interpuesta por los U’wa contra el Estado Colombiano y la
sociedad "Occidental de Colombia Inc." se señaló:
“…. El derecho de participación de la comunidad indígena como
derecho fundamental (Art. 40-2 C.P.), tiene un reforzamiento en el
Convenio número 169, aprobado por la ley 21 de 1991, el cual está
destinado a asegurar los derechos de los pueblos indígenas a su
territorio y a la protección de sus valores culturales, sociales y
económicos, como medio para asegurar su subsistencia como grupos
humanos. De este modo, el citado Convenio, que hace parte del
ordenamiento jurídico en virtud de los arts. 93 y 94 de la Constitución,
integra junto con la aludida norma un bloque de constitucionalidad que
tiende a asegurar y hacer efectiva dicha participación….122.
Con los megaproyectos citados ( como aquellos referentes  a la construcción
de represas o vías de comunicación, o explotación de hidrocarburos), de un
lado se está pensando en el interés general, ya que gracias a ellos, mas
colombianos tendrán acceso a agua potable y energía, o podrán disminuir
notablemente las distancias entre un lugar y otro; sin embargo para los
122 Ibídem.
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grupos indígenas asentados en dichos territorios implica el confinamiento, y
la destrucción de sus lugares sagrados, el desmedro de los recursos
naturales y la cercanía con una cultura de la cual siempre han querido estar
alejados, a efectos de preservar su identidad originaria.
En este evento, el título de imputación de responsabilidad extra contractual
del Estado, es el denominado daño especial o “régimen de responsabilidad
objetiva”, que parece tener su origen en el derecho alemán, tal y como nos lo
recuerdan Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández:
“Junto a esta cobertura del daño ilícito (la del artículo 131 de la
Constitución de Weimar) , … se sitúa lo que la doctrina alemana y, por
su influjo, una parte de la italiana (Alessi) y española (Garrido), conoce
con el nombre de teoría de la indemnización de derecho público,
procedente por “intervenciones conforme a derecho”, intervenciones
que a partir de Weimar, comienzan a calificarse formalmente como
expropiaciones en un proceso que impulsa la doctrina y acoge la
jurisprudencia de los tribunales de ruptura de molde clásico de la
expropiación… que encuentra su hilo conductor en la idea de sacrificio
especial no exigible a la generalidad de los ciudadanos, instalada ya en
el artículo 75 del Allgemeines Landrecht prusiano de 1794 (“se
considera que el estado ha de indemnizar a aquel que tiene que
sacrificar en interés de la comunidad sus derechos y ventajas
particulares”…(subrayas fuera de texto) “no significa ninguna diferencia
que la intervención haya sido jurídica, ilícita no culpable o ilícita
culpable” )”123.
Dicho régimen, parte del hecho, de que hay ocasiones en que aún actuando
legítimamente el Estado, causa un daño a un particular.  Daño que por ser
antijurídico, es decir, romper el principio de igualdad antes las cargas
públicas, el particular no está obligado a soportar.
123 GARCÍA DE ENTERRÌA, Eduardo; RAMÓN FERNÁNDEZ, Tomás. Curso De Derecho
Administrativo. Bogotá- Lima, Editoriales Temis y Palestra, Tomo II, 2008, p 348.
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Sobre el mismo, el Consejo de Estado ha expresado:
“… aún la actividad estatal, absolutamente legítima, tanto por la
existencia y extensión del derecho que ejercita como por la fidelidad al
procedimiento determinado legalmente, puede dar lugar a la
indemnización del daño causado al administrado, que es lo que se
conoce como responsabilidad sin falta, ….responde el estado, a pesar
de la legalidad de su actuación, de manera excepcional y por equidad,
cuando el obrar de tal modo, en beneficio de la comunidad, por razón de
las circunstancias de hecho en que tal actividad se desarrolla, causa al
administrado un daño especial, anormal, considerable, superior al que
normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón de la especial
naturaleza de los poderes y actuaciones del Estado, rompiendo así la
igualdad de los mismos frente a las cargas públicas, o la equidad que
debe reinar ante los sacrificios que importa para los administrados la
existencia del Estado”124.
En un caso referente a un megaproyecto que afectaba el territorio de una
comunidad indígena,  la Corte Interamericana de Derechos Humanos,
declaró recientemente, la responsabilidad internacional del Estado
Paraguayo125 por violación al derecho de propiedad comunitaria, que
amenazaba la supervivencia del grupo indígena. En particular, el derecho
a la vida (ya que por los retenes gubernamentales  algunos integrantes
fallecieron por desnutrición), la integridad personal (por el daño moral de
dejar su comunidad y en algunos casos por no poder enterrar a sus
muertos ante el bloqueo de las autoridades), el reconocimiento de la
personalidad jurídica (ante la ausencia de documentos de identificación y
por ende no contabilización en el censo del país y en la satisfacción de
necesidades), derechos de los niños y deber de no discriminar, ante la
falta de garantía del derecho de propiedad ancestral de la Comunidad
Indígena Xákmok Kásek.
124 CONSEJO DE ESTADO. C.P. Jorge Valencia Arango. Sentencia 28 De Octubre De 1976,
Expediente 1482. Banco Bananero Del Magdalena.
125 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Comunidad Indígena Xákmok
Kásek contra Paraguay, Sentencia de 24 de Agosto de 2010.
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En ese evento, los territorios objeto de disputa, eran habitados por dicha
comunidad en el chaco paraguayo y con ocasión de los procesos de
conquista y colonización, jurídicamente no les fueron titulados, pese a que
en la práctica los habitaban. Por decisión del Presidente de la República
dichos territorios  se convirtieron, en gran parte, en área silvestre de
dominio privado. Como consecuencia de ello, los indígenas demandaron
la responsabilidad internacional del Estado Paraguayo y en la sentencia
la Corte argumentó:
“La cultura de los miembros de las comunidades indígenas corresponde
a una forma de vida particular de ser, ver y actuar en el mundo,
constituido a partir de su estrecha relación con sus tierras tradicionales
y recursos naturales, no sólo por ser éstos su principal medio de
subsistencia, sino además porque constituyen un elemento
integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su
identidad cultural. Cuando se trata de pueblos indígenas o tribales, la
posesión tradicional de sus tierras y los patrones culturales que surgen
de esa estrecha relación forman parte de su identidad. Tal identidad
alcanza un contenido particular debido a la percepción colectiva que
tienen en tanto grupo, a sus cosmovisiones, sus imaginarios colectivos y
la relación con la tierra donde desarrollan su vida….Para los miembros
de la Comunidad Xákmok Kásek, rasgos culturales como las lenguas
propias (Sanapaná y Enxet), los ritos de chamanismo y los de iniciación
masculina y femenina, los saberes ancestrales chamánicos, la forma de
memorar a sus muertos y la relación con el territorio, son esenciales
para su cosmovisión y forma particular de existir. Todos estos
rasgos y de sus tierras tradicionales. ….Este Tribunal ha considerado
que la estrecha vinculación de los pueblos indígenas con sus tierras
tradicionales y los recursos naturales ligados a su cultura que ahí se
encuentren, así como los elementos incorporales que se desprendan de
ellos, deben ser salvaguardados por el artículo 21 de la Convención
Americana. …”126
126 Ibídem,  p 24 y ss.
75
Frente a la característica particular que representa la propiedad para los
indígenas y las diferencias con la propiedad privada en el ámbito general
colombiano, la Corte Interamericana señala:
“Asimismo, la Corte ha señalado que los conceptos de propiedad y
posesión en las comunidades indígenas pueden tener una significación
colectiva, en el sentido de que la pertenencia de ésta “no se centra en
un individuo sino en el grupo y su comunidad”. Esta noción del dominio
y de la posesión sobre las tierras no necesariamente corresponde a la
concepción clásica de propiedad, pero merece igual protección del
artículo 21 de la Convención. Desconocer las versiones específicas del
derecho al uso y goce de los bienes, dadas por la cultura, usos,
costumbres y creencias de cada pueblo, equivaldría a sostener que sólo
existe una forma de usar y disponer de los bienes, lo que a su vez
significaría hacer ilusoria la protección del artículo 21 de la Convención
para millones de personas127.
En dicha sentencia, la Corte Interamericana, obligó al Estado Paraguayo a
restituir las tierras demandadas a la comunidad indígena, además de
garantizar su goce pacífico, instalar un puesto de salud en la zona,
indemnizar económicamente a las familias  y garantizar la no repetición de
los hechos.
Para las investigadoras, dicho precedente podría ser aplicable en los casos
de los megaproyectos desarrollados en territorio colombiano, que atenten
contra las comunidades indígenas.
b) Alianzas con sectores ilegales para lograr el desplazamiento de la
población indígena. Existen denuncias a nivel nacional e internacional, que
vinculan al Estado, en alianzas con grupos paramilitares para apropiarse de
territorios y sembrarlos con palma, de probarse los tres elementos de
responsabilidad cuales son: un hecho u omisión, imputable al Estado y que
ocasionen un daño antijurídico, el mismo respondería por falla en el
127 Ibídem, p 24 y ss.
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servicio. En este aspecto también es aplicable, lo referente a la falla del
servicio analizado en el acápite anterior.
2.3 LAS CONSECUENCIAS
“En Bogotá, los indios sobrevivimos cada día, o
mejor diría, morimos lentamente”128.
El desplazamiento indígena, ha generado repercusiones individuales, frente
a la violación de derechos fundamentales a sus integrantes; pero también
sociales, en la medida que ha afectado la autonomía, la identidad y el
territorio del grupo indígena; lo que repercute en su supervivencia.
La consecuencias  del desplazamiento, están íntimamente ligadas con la
supervivencia de los grupos indígenas, ya que como lo expresamos
anteriormente para la Corte Constitucional están en riesgo de extinción  34
grupos indígenas129 por el  conflicto armado, para la ONIC  son 32130
diferentes131, para ACNUR son 34.
Así, Marcelo Cardozo afirma que  dicha problemática genera una “afectación
a cada pueblo como sujeto colectivo contra las estructuras políticas de la
unidad étnica”132, eso atenta según el autor citado, contra “el linaje, las
autoridades políticas tradicionales, el proceso de unificación étnica, implica la
suplantación de autoridades y de la justicia indígena, rompe las relaciones de
128 Frase pronunciada por el Kankuamo ERLEIN, Gilberto, “El Chiche”. Entrevista citada.
129 CORTE CONSTITUCIONAL. Auto 004 de 2009, o.c.
130 ONIC. La Pervivencia De Los Grupos Indígenas, o.c.
131 Por cuanto lo analiza desde la perspectiva del número de integrantes (inferior a 500).
132 CARDOZO, Marcelo. Pueblos Indígenas y Participación Política.  Revista Etnias y Política,
Bogota, Editorial Artropos, Abril de 2007, p 36.
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compadrazgo interétnico y las internas familiares“133.
Referente a este tema, el señor Evelio Rodríguez, funcionario de la ONIC,
manifestó que el desplazamiento “ha sido lo más duro, es decir, es como
cambiarlos física, psicológica y culturalmente, es como si nos colocaran otro vestido
y por muchas fuerzas que hagamos por mantenernos como tal, nunca va a hacer
igual como mantenernos en nuestro territorio”134.
Igualmente, el Doctor Temístocles Ortega Narváez, expresó que:
“Además de los efectos sociales, económicos, de falta de garantías y
acceso a derechos fundamentales, el tema de la aculturización es lo
que más los perjudica,  porque  los afecta en sus costumbres y en su
existencia misma”135.
Los principales efectos del desplazamiento son136:
2.3.1 En La Vida.137 Para los indígenas, este derecho se extiende a los
animales y a la naturaleza que los rodea. Igualmente entienden por ella, algo
más que el respirar, incluye su vida cultural, el poder desarrollar sus usos y
costumbres, hablar su lengua, practicar sus creencias y forma de vida138. La
entienden como su derecho colectivo.
Según la ONIC, entre 2002 y la mitad del año 2003 fueron asesinados 179
líderes y autoridades indígenas en el país139.  En la emisión del noticiero
Caracol del medio día,  del 12 de agosto de 2010, un  líder Nasa denunciaba
133 Ibídem.
134 ORTEGA NARVAEZ, Temístocles. Entrevista  citada.
135 Ibídem.
136 CORTE CONSTITUCIONAL. Auto 004 de 2009, o.c.
137 Los datos de este aparte han tenido como sustento el documento de la ONIC. Pervivencia De Los
Pueblos Indígenas, Palabra De Agua Dulce o.c.
138 Ibídem p 30.
139 ARIZA, Jhon Francisco. Situación De Los Grupos Indígenas En Situación De Desplazamiento En
Bogotá, o.c., p 7
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en el Cauca, que desde 1993 hasta la fecha han sido asesinados en nuestro
país 1250 indígenas.
Ello es particularmente grave por cuanto existe una invisibilidad del
problema. Para Jhon Francisco Ariza140, no existen estadísticas ni registros
confiables de los desplazados indígenas presentes en Bogotá. Si no se
reconoce que están, mucho menos se les brinda solución a sus problemas.
Además, por lo general se registra el hombre o la mujer, pero no la familia
como tal141.
Esa invisibilidad, viene tanto de las autoridades que no tienen la paciencia
para atenderlos y darles un trato diferencial como de los particulares que les
exigen la presentación de la libreta militar para ofrecerles un trabajo;
desconociendo que por la Constitución y la ley, ellos están eximidos de dicho
servicio militar. Aunado a ello, son descalificados en la medida en que están
acostumbrados a realizar trabajos rurales y no urbanos, y al no ser valorados
como persona, ni su conocimiento  y cultura reconocidas (se les considera
analfabetas, incivilizados, dignos de lástima, y no como poseedores de otros
saberes u otra interpretación política y social).
Cuando llegan a Bogotá, los indígenas se sienten amenazados (piensan que
el conflicto los persigue), desconfían de la gente a su alrededor y tienen que
soportar una vida en condiciones precarias142.
De otro lado, las familias se desintegran y el tejido social también. Muchos
deben dejar a sus esposas e hijos, para no volverlos a ver143
140Ibídem, p 5.
141 Ibídem, p 7.
142 Ibídem, p 5.
143 ERLEIN, Gilberto (El Chiche), en entrevista citada, comentó a las investigadoras, cómo debió
abandonar a su familia en la Sierra Nevada de Santa Marta y cómo hace ocho años, no ve a su hijo
mayor.
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2.3.2  En el territorio. Este componente, es para los indígenas “un regalo de
los abuelos”144. Para ellos esa concepción del territorio como límite, factor  de
unión y órbita de competencia, traída en el derecho constitucional,
constituye una especial relevancia.  Ellos viven en el territorio, del territorio y
sobre el territorio.  Éste es el que les provee alimento (comida), salud
(plantas medicinales), vías de comunicación (ríos); en el se encuentran los
espíritus de sus familiares (animales y minerales) y se desarrolla su cultura,
fiestas, tradiciones, etc.145.
Para la Comisión Colombiana de Juristas, dicho componente determina la
forma política, los procesos económicos y sociales y la religión en los grupos
indígenas146.
La Corte Interamericana De Derechos Humanos  se ha referido al papel de
éste (del territorio), en los siguientes términos:
“Entre los indígenas existe una tradición comunitaria sobre una forma
comunal de la propiedad colectiva de la tierra, en el sentido de que la
pertenencia de ésta no se centra en un individuo sino en el grupo y su
comunidad. Los indígenas por el hecho de su propia existencia tienen
derecho a vivir libremente en sus propios territorios; la estrecha relación
que los indígenas mantienen con la tierra debe de ser reconocida y
comprendida como la base fundamental de sus culturas, su vida
espiritual, su integridad y su supervivencia económica. Para las
comunidades indígenas la relación con la tierra no es meramente una
cuestión de posesión y producción sino un elemento material y espiritual
del que deben gozar plenamente, inclusive para preservar su legado
cultural y transmitirlo a las generaciones futuras”147.
144 ONIC. Pervivencia De Los Pueblos Indìgenas, Palabra Dulce, o.c. p 44.
145 Ibìdem, p 44.
146 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Informe De Seguimiento a la Aplicación de las
Recomendaciones del Relator Especial de Naciones Unidas, o.c. p 10.
147 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Comunidad Mayagna (Sumo)
Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2001, p 79.
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En ese sentido, el desplazamiento forzado implica el cambio de un espacio
rural y de autoabastecimiento a uno urbano, de miseria; sin tener en cuenta
variables como el clima, la ropa y otros. Muchos indígenas que arriban a
Bogotá vienen de clima cálido y deben soportar temperaturas inclementes.
De otro lado,  de vivir en zonas rodeadas por la naturaleza, donde pueden
desarrollar sus procesos culturales, sociales y alimenticios según su tradición
y costumbre, dignamente; deben pasar a ambientes inhumanos.
Así, los investigadores Felipe Cabrera148, Daniel Alzate y otros,  nos señalan
como, verbigracia, los Emberas residentes en Bogotá deben acudir a los
“paga diario” o alojamientos colectivos, en los que se paga por noche; sin
importar el número de personas que ocupen la habitación; siendo lo más
común 15 por cuarto, en un espacio de 3:00 por 2:00 mts., con una cama y
varias colchonetas; en el que los afortunados instalan una estufa de gasolina
(para proveer sus alimentos), espacio donde al mismo tiempo se seca la ropa
de la familia; con baño público que debe ser compartido por al menos los
habitantes de 16 habitaciones más en las mismas condiciones149.
En dicha investigación también se señala, cómo la mayoría de los  Embera
se ubican en el centro de la ciudad, en los barrios La Favorita y San
Bernardo, rodeados de droga y prostitución; ya que en otros lugares no
pueden acceder a la vivienda por el costo, o simplemente por discriminación
(ya que no se les arrienda por el hecho de ser indígenas)150.
En síntesis,   el alejarse del territorio, implica para los indígenas desplazados,
148 CABRERA, Felipe; ALZATE, Daniel y otros. Identificación y Caracterización Socioeconómica,
Cultural Y Nutricional  Del Observatorio De La Situación De Niñas, Niños Y De Las Familias Embera
En Bogotá, o.c. p 13, 14, 15 y ss.
149 Ibídem, p 98.
150 Ibídem, p 102.
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un deterioro de sus condiciones de vida diferenciales, frente al resto de la
población desplazada; aspectos que deberían tenerse en cuenta al momento
de formular las políticas públicas.
2.3.3 En la alimentación. Para nuestros grupos étnicos, éste concepto
abarca la alimentación material y espiritual151. La primera tiene que ver con
su cosmogonía. La mayoría de las leyendas indígenas involucran dicho
componente -el maíz, la yuca, el pescado-, para explicar su origen. Tiene
que ver con el regalo de la naturaleza para que ellos pudieran existir. Si hay
cosecha, es porque han seguido sus reglas, pero si hay escasez es porque
han roto ese equilibrio. Igualmente, es factor de jerarquización social
(distribución de castas) y de la división entre el trabajo femenino y masculino.
Su “dieta” amén de ser tradición, les da los componentes vitamínicos
necesarios para vivir y los protege frente a las enfermedades del entorno.
Para ellos, es un derecho colectivo ligado a la tierra152.
El alimento espiritual, lo refieren a la sabiduría, el buen vivir, el seguir
consejos153, sobre todo de los ancianos, estar en paz, en armonía con la
naturaleza y con la comunidad, sin rencores, con esperanza, agradecidos
con la vida.
Cuando se ven obligados a desplazarse a las ciudades, se encuentran con
que  no tienen acceso a los mismos alimentos. Mientras en el Chocó la dieta
es el pescado y el plátano, verbigracia,  en Bogotá deben conformarse con
pasta y arroz. Ello repercute en condiciones físicas (su salud se ve afectada);
y culturales, ya que en algunos grupos la pesca y la caza es actividad propia
de los hombres y reflejo de su status y por ende del respeto social y, labores
como el moler la yuca o el maíz, propiamente femeninas, están relacionadas
151 ONIC. La pervivencia de los pueblos indígenas, palabra dulce. p 34 .
152 Ibídem.
153 Ibídem, p 34 .
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con la fertilidad y los ciclos agrícolas.
De otro lado, las condiciones de miseria determinan  que a veces se carezca
de dinero para comprar los alimentos, cuando antes se los proveía la
naturaleza, generando desnutrición, sobre todo en los niños. Al no existir una
política diferencial, las ayudas humanitarias para un Nasa,  un Zenú o un
Guayabero,  son las mismas.
Además, el cambio en los hábitos alimenticios los hace propensos a ciertas
enfermedades, para las cuales no tienen anticuerpos. Algunas comunidades
antes eran nómadas y buscaban alimentos de un lugar a otro, hoy deben
padecer hambre.
Por ejemplo, la dieta normal de un Embera154 estaba conformada por
pescado, algunas veces cosumbo,   maíz, plátano o yuca,  y contaban con
gallinas (huevos), patos, pavos y marranos. En Bogotá, consumen arroz,
papa o plátano; tomate, cebolla o zanahoria, aceite, panela  y menudencias
de pollo, y solo comen frutas, huevos y queso cuando se los regalan155. Ello
ha arrojado según la investigación citada del I.C.B.F.156, que  el 25% de los
niños Embera menores  de cinco años analizados, posean desnutrición
global y el 15% desnutrición severa157.
El 5 de junio de 2008, por ejemplo, 3 niños Embera Katío fueron internados
en el hospital de Kennedy por desnutrición y bronconeumonía158.
154 CABRERA, Felipe; ALZATE, Daniel y otros. Identificación y caracterización socioeconómica,
cultural y nutricional del observatorio de la situación de niñas, niños y de las familias Embera en
Bogotá”, o.c. p 115 y ss.
155 Ibídem p 115 y 116.
156 Ibídem, p 122.
157 Aclaran los investigadores del texto citado, que no se sabe si la desnutrición la poseían antes de
venir a Bogotá o la adquirieron  desde su arribo  a la capital. Ibídem, p 122.
158 SUÁREZ, Harvey Danilo; HENAO, Diego Fernando, CODHES. El Desplazamiento Forzado
Indígena En Colombia. Segunda edición. Bogotá, CODHES, 2009, p 6.
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El Dr. Luis Ernesto Vargas Silva, Magistrado de la Corte Constitucional
manifiesta sobre el tema que:
“La seguridad alimentaria de esta clase de población, según los
informes de la Comisión de Seguimiento, demuestra que su situación
es crítica, si se tiene en cuenta que el 67.6% de la totalidad de esta
población, se encuentra incluida en el Registro Único De Población
Desplazada, frente al 69.9% de la no incluida en el RUPD., ese
margen de población dijo haber presentado síntomas de mala
alimentación. … De los Indígenas: el 73% de inscritos y el 67.4 de los
no inscritos manifestó haber presentado síntomas de inseguridad
alimentaria. Un alto porcentaje del 60% de hogares registrados y en
hogares no registrados, dejo de consumir al menos una comida al día
(desayuno, almuerzo o comida)” 159.
Estos porcentajes son superiores a los encontrados en el conjunto de la
población desplazada.  El 51% de la población no inscrita.
En el pasado, se entregaba un  kit de alimentos, que contenía pasta, arroz y
sardinas y que era cuestionado por los indígenas  por cuanto no reunía los
requisitos nutricionales mínimos. Hoy, se  ha avanzado con la entrega de
bonos redimibles en supermercados,   para que las familias consigan el
alimento que más les llama la atención. Además  de la posibilidad de acudir a
comedores comunitarios160.
2.3.4 Salud. Tiene que ver con la armonía y el equilibrio, es la relación de las
personas, el pueblo y la naturaleza en su justa medida.
159 VARGAS SILVA, Luis Ernesto. Ponencia en el marco del 6º. Encuentro de la Jurisdicción
Constitucional, sobre el “desplazamiento forzado en Colombia: medidas de protección a
comunidades indígenas y afrodescendientes”. Bogotá, Centro de Convenciones Gonzalo Jiménez
de Quesada, 2 de septiembre de 2010.
160 CABRERA, Felipe y otros. Identificación y caracterización socioeconómica, cultural y nutricional
del observatorio de la situación de niñas, niños y de las familias Embera en Bogotá”, o.c. p 167.
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Para los indígenas el oficio de médico tradicional tiene que ver con la
organización social y política secular, lo que le da cierto estatus y respeto en
su comunidad.
La desnutrición y el cambio de dieta a la que se ven expuestos los
desplazados indígenas, las condiciones climáticas para las cuales no están
preparados  y la exposición a virus y gérmenes, causan deterioro en su
salud, máxime cuando no tienen la posibilidad de acceder a la medicina
tradicional basada en plantas autóctonas de sus lugares de origen.
A ello hay que sumar, que en la capital no es  fácil acceder a las plantas
medicinales tradicionales.
En el Distrito, las enfermedades que padecen con mayor frecuencia los
indígenas desplazados, están asociadas a la desnutrición, la neumonía y la
diarrea161, íntimamente ligado con las condiciones de vida. Si bien los
indígenas reconocen, que los servicios de salud en la capital se prestan con
mejor calidad que en su lugar de origen162. Entre los Embera Chamí  por
ejemplo, se calcula que el 27.78% están afiliados al SISBEN y el 72.22% no.
En los Embera Katío los porcentajes son afiliados al SISBEN 30.61% y no
afiliados 69.39%163
2.3.5 Condiciones de mayor vulnerabilidad. Estos grupos son más
propensos  a la discriminación, la prostitución, la mendicidad, la trata de
personas, las actividades ilícitas y los ladrones. El no saber hablar
161 ARIZA, Jhon Francisco. Situación de los grupos indígenas en situación de desplazamiento en
Bogotá. o.c., p 7 .
162 ARIZA, Jhon Francisco. Situación de los grupos indígenas en situación de desplazamiento en
Bogotá. o.c., p 17
163CABRERA, Felipe; ALZATE, Daniel y otros. Identificación y caracterización socioeconómica,
cultural y nutricional del observatorio de la situación de niñas, niños y de las familias Embera en
Bogotá”,, o.c. p 167.
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castellano, el no saber leer, el desconocer la dinámica urbana, cambiar a un
ambiente hostil, rodeados de mentira, engaño, robos  y asaltos, implica un
estado de inseguridad permanente.
2.3.6 Pérdida de las autoridades de gobierno y guía, en contra de su
autonomía. El desplazamiento, cuando no el asesinato de los líderes  y
autoridades tradicionales indígenas deja a las comunidades acéfalas y
desorientadas.
La criminalización de la protesta, el señalamiento de estar infiltrados por la
guerrilla, la estigmatización, sobre todo durante la política de “seguridad
democrática” hace que los indígenas teman hacer marchas y exigir sus
derechos.
Entre los Embera Katío, detalla el doctor Jhon Ariza en el texto citado164, que
por ejemplo, no están acostumbrados a bañarse todos los días, pero aquí se
les exige hacerlo, o, que las mujeres están acostumbradas a ingerir durante
su período de lactancia  sopa de plátano todos los días, en Bogotá ello no es
posible.
2.3.7 Destrucción de la cultura.
“Para nosotros, la comida es una forma de
transmitir el amor”165
El doctor Gabriel Mujuy al ser preguntado sobre la transculturización
indígena, manifestó:
“Todo grupo humano está expuesto a cambios culturales, lo malo es
164 ARIZA, Jhon Francisco. Situación de los grupos indígenas en situación de desplazamiento en
Bogotá. o.c., p 25.
165ERLEIN,  Gilberto. Explicación del kankuamo, Gilberto, el chiche., agosto 25 de 2010. Ya citada
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cuando hay choques culturales (conquista) y cuando se desconoce que
son diferentes (hoy en día) se les somete en Bogotá a que reciban el kit
generalizado, cuando las costumbres de cada pueblo son diferentes.
Hoy se ha posibilitado a los indígenas la educación superior, distinto a
hace 20 años, la educación necesariamente lleva a la culturización”166
Tal vez,  dentro de las consecuencias en mención, llama poderosamente la
atención el tema de la pérdida del territorio y de la identidad cultural, ya que
las comunidades indígenas se están extinguiendo en sus costumbres y
tradiciones, “las cuales se constituían en una riqueza histórica y cultural para
el país”167.
Ello genera una ruptura de la continuidad cultural: los jóvenes en Bogotá se
ven enfrentados a una nueva lengua, vestuario diferente, a la necesidad de
ser aceptados y a unos desconocidos valores, e incluso pierden el respeto a
sus mayores. Por ejemplo, los jóvenes indígenas desplazados, en su
mayoría, no quieren ser médicos tradicionales168, con lo cual el saber se va
perdiendo.
Su calendario tradicional se pierde. No pueden desarrollar sus actividades
sagradas, productivas y políticas.
Según la Comisión Colombiana de Juristas169,  con ello se vulnera la
autonomía del grupo indígena, su autenticidad y  su cosmovisión.
Un ejemplo muy significativo narrado por uno de los indígenas
166 MUUY, Gabriel, Entrevista citada al Dr. Gabriel Mujuy.
167 ORTEGA NARVAEZ , Temístocles
168 ONIC. Pervivencia De Los Pueblos Indìgenas, Palabra Dulce, o.c. p 40
169 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Informe De Seguimiento a la Aplicación de las
Recomendaciones del Relator Especial de Naciones Unidas, o.c. p 9
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entrevistados170, nos refiere  la experiencia del “fogón”. Cómo dentro de la
tradición indígena, los integrantes del grupo se reúnen en torno al mismo  y
la importancia del alimento en su proceso cultural; pero la comida producida
por ellos, la que el territorio, su pacha mama (su madre), les brinda, el maíz
alimento común desde los mayas hasta los cunas y nasas como un espacio
de interacción y crecimiento. Sin embargo, en la capital, deben renunciar a él
y cambiarlo por una mesa que distancia y separa.
Otro aspecto, es el relativo a su arte. Para los no indígenas la elaboración de
una mochila o una artesanía es un proceso individual, valorable
económicamente. Para ellos, es un proceso sociocultural, representativo de
su estatus en el grupo (en algunas comunidades exclusivo de las mujeres, en
unos más dependiendo de la clase del mismo: si es una hamaca o una
maleta), en otros, de una etapa social, (por ejemplo como señal de madurez
o compromiso, verbigracia el matrimonio171, la novia le teje una prenda  al
novio en señal de aceptación y cariño, o a su hijo,  etc.), y finalmente como
una forma de expresión de un sentimiento (felicidad, tristeza), a través de la
cual recrean su situación172.Además, que el tejer implica tener una oveja
desde pequeña, criarla, esquilarla, procesar la lana, pensar el diseño y
después materializarlo173.   En Bogotá, esperamos que compren la lana en
cualquier tienda, lo conviertan en un proyecto productivo,  se olviden de la
tristeza que tienen y que les genera haber abandonado su tierra  y  le pongan
valor económico; así su cultura también se va diluyendo.
A ello hay que agregar que aquí se reúnen con personas de diversas etnias
pero como grupo, no.
170 ERLEIN, Gilberto. Explicación del kankuamo, Gilberto, el chiche., agosto 25 de 2010.
171 Por ejemplo, en Perú los indígenas que habitan las islas del lago Titicaca acostumbran a utilizar un
gorro de lana cuyo color y tejido denota si se es soltero, casado o comprometido. En Guatemala los
mayas  identifican con su vestido su estado civil.
172 Explicación brindada por el indígena Gilberto el chiche., agosto 25 de 2010.
173 Ibídem
88
2.3.8 Educación. En su lugar de origen, sus padres les enseñaban a sus
hijos su cultura, religión, lengua,  los procesos productivos, su arte, la
propiedad curativa de las plantas, las características de los animales174, entre
otros. En el Distrito Capital, sus padres saben prácticamente lo mismo que
ellos. El desplazamiento genera además, una ruptura en los  procesos
educativos: la etnoeducación, que  fue una conquista jurídica del
constituyente del /91 debe ceder ante la educación de los colegios públicos
de Bogotá en el que su cultura, lengua, cosmovisión y tradiciones no tiene
cabida.
Frente al tema de la educación, el doctor Gabriel Mujuy Jacanamijoy,
Defensor Delegado para asuntos indígenas, manifestó que en ciudades
como Bogotá, “el derecho a la etnoeducación que le asiste a las
comunidades étnicas no se les puede garantizar”175 por cuanto no existen
programas complementarios en aspectos culturales y lingüísticos que brinden
la atención diferencial a dicha población.
2.3.9 Comunidad y Sociedad. Los procesos sociales y comunitarios se
pierden: el trabajo comunitario, las mingas y demás espacios de solidaridad
cultural  se diluyen por la óptica individualista que reina en el ambiente
urbano.
2.3.10 Mujeres Indígenas. Según la Corte Constitucional, las mujeres
indígenas son discriminadas por ser mujeres, desplazadas e indígenas. Aquí,
deben asumir la responsabilidad de la familia, cuando antes contaban con el
174 CABRERA, Felipe; ALZATE, Daniel y otros. Identificación y caracterización socioeconómica,
cultural y nutricional del observatorio de la situación de niñas, niños y de las familias Embera en
Bogotá”, , o.c. p 101
175 MUJUY, Gabriel. Entrevista realizada por Clara Suárez y Luz Elena Rodríguez. Bogotá, Sede
de la Defensoría del Pueblo., 10 de abril de 2008.
89
apoyo de los hombres, los abuelos y las autoridades tradicionales. Deben
trabajar y al mismo tiempo hacerse cargo de los hijos.
2.3.11 Niños Indígenas. Los menores indígenas deben enfrentar176:
* La diferencia cultural abrupta
* La pobreza
* Ser víctimas de explotación laboral, sexual y económica por medio de la
mendicidad.
* Están expuestos con mayor facilidad a enfermedades.
* En la educación padecen mayor discriminación, deben enfrentar un mundo
totalmente nuevo, no reciben etnoeducación, a veces no entienden el
idioma, y son víctimas de maltrato por parte de los propios docentes
y compañeros.
* Sufren traumas sicológicos por el desplazamiento.
* Deben renegar de su cultura.
* Pierden el respeto a sus mayores, a quienes pueden llegar a  culpar de su
situación.
En la condena citada, al Estado Paraguayo por vulneración del territorio
tradicional la Corte Interamericana de Derechos Humanos, respecto a los
niños indígenas  reiteró:
“Asimismo, este Tribunal estima que dentro de la obligación general de
los Estados de promover y proteger la diversidad cultural se desprende
la obligación especial de garantizar el derecho a la vida cultural de los
niños indígenas.
En ese sentido, la Corte considera que la pérdida de prácticas
tradicionales, como los ritos de iniciación femenina o masculina y las
lenguas de la Comunidad, y los perjuicios derivados de la falta de
territorio, afectan en forma particular el desarrollo e identidad cultural de
los niños y niñas de la Comunidad, quienes no podrán siquiera
desarrollar esa especial relación con su territorio tradicional y esa
particular forma de vida propia de su cultura si no se implementan las
176 CORTE CONSTITUCIONAL. Auto 251 de 2008.o.c.
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medidas necesarias para garantizar el disfrute de estos derechos”177.
2.3.12 En su dignidad. A la invisibilidad del problema y la discriminación hay
que sumar la explotación  a la que se ven sometidos muchos indígenas
mediante la mendicidad. La gente del común, se ha acostumbrado a ver a
los indígenas en la calle, sucios, hambrientos, mendigantes (y no a valorar su
riqueza, su conocimiento,  lo que pueden aportar a nuestra identidad); si bien
hay grupos indígenas que manifiestan que prefieren pasar hambre a pedir
limosna en la calle178.
Aquí, son discriminados, en pleno siglo XXI la gente no ha podido superar
los prejuicios que tiene contra los nativos179.
2.4 ¿EL ESTADO ES RESPONSABLE POR DICHAS CONSECUENCIAS?
Este tema puede ser analizado desde dos aspectos: primero, desde la
responsabilidad internacional que se le puede atribuir al Estado Colombiano
ante la extinción de los grupos indígenas como tal, lo cual deberá ser
analizado a la luz de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para lo
cual nos remitimos al precedente citado en el acápite anterior, sobre la
condena al Estado Paraguayo en el caso de los indígenas del Chaco;
aunque mencionamos lo expresado por la Corte Constitucional al respecto,
en sentencia T 025 de 2004:
“La grave situación de la población desplazada no es causada por el
Estado, sino por el conflicto interno, y en particular, por las acciones de
los grupos armados irregulares. Sin embargo, en virtud del artículo 2º de
177 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Sentencia Del 24 De Agosto De
2010, Paraguay, o.c. p 67.
178 INDÍGENAS DESPLAZADOS. Diálogo sostenido en la sede de la ONIC, en el marco de las
encuestas citadas.
179 ARIZA, Jhon Francisco. Situación de los grupos indígenas en situación de desplazamiento en
Bogotá. o.c., p 6.
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la Carta, el Estado tiene el deber de proteger a la población
afectada por este fenómeno, y de esta manera, está obligado a
adoptar una respuesta a dicha situación”180 (negrita no original)
El otro aspecto es, el referente al daño antijurídico que puede sufrir una
familia indígena desplazada por una falla en el servicio (verbigracia, el no
registro como desplazado; la entrega tardía, deficiente  o la no entrega de la
ayuda humanitaria; la mala prestación de los servicios de salud en caso de
urgencia o enfermedad infecto contagiosa; el otorgamiento de vivienda
inadecuada o la mala distribución de los subsidios; entre otros). Al analizar
dichos aspectos encontramos:
A. Falla o falta en el servicio, por el no registro en el R.U.P.D.181:
Algunos indígenas señalan que no acuden a inscribirse en dicho
instrumento  por: desconocimiento de los trámites,  miedo,  mala atención
o porque los funcionarios no conocen su idioma y por ende, no les tiene
paciencia. En cualquiera de estos eventos, y siempre y cuando se
acrediten los elementos de responsabilidad (actuación de la
administración, daño antijurídico y nexo causal),   la Administración  debe
responder por omisión y por ende  por falla en el servicio.
Primero, porque tiene el deber de conformidad con el artículo 2º  de la
Constitución Política de divulgar eficazmente la información sobre el
registro único.
Segundo, porque igualmente tiene la obligación de proteger a los
desplazados contra cualquier represalia de los actores armados que
180 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-025 del 22 de enero de 2004. M.P. Manuel José
Cepeda Espinosa. Abel Antonio Jaramillo y otros contra la Red de Solidaridad Social, el DAPRE,
Ministerio de Hacienda  y otros, p 64.
181 Registro Único de Población Desplazada.
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influyeron en su desplazamiento y de dar reserva  a su información
(direcciones y teléfonos de residencia).
Tercero, por cuanto la atención de las autoridades debe guiarse por los
principios del “buen servicio”, esto es, debe ser imparcial, oportuna,
respetuosa y eficaz (Art. 3º del C.C.A). Ello implica, que debe ser en su
idioma, correspondiéndole a la entidad estatal tener personal capacitado
en las diferentes lenguas requeridas por los desplazados y no lo
contrario, que la víctima deba aprender castellano, para poder obtener
una respuesta estatal.  Sobre los elementos de responsabilidad, en la
falla del servicio especialmente cuando hay omisión del Estado, nos
remitimos a lo expuesto en la primera parte de este capítulo.
B. Falla en el servicio por recibir ayudas Insuficientes, inoportuna o en
mal estado; pese a estar debidamente inscritos en el R.U.P.D. Hay
ocasiones  en que los indígenas desplazados no reciben las ayudas
humanitarias de emergencia por motivos de insuficiencia presupuestal.
De ocasionar ello, daños antijurídicos irreversibles (por ejemplo, la
muerte de una persona desplazada, por desnutrición), sería atribuible
responsabilidad patrimonial al Estado por el mismo título de imputación
señalado.  En el evento en que las ayudas fuesen inoportunas o de mala
calidad (por ejemplo, si se suministra un alimento vencido o un
medicamento en mal estado), también estaríamos en presencia de una
falla en el servicio.
C. Falla en el servicio por omisión al deber de seguridad. También han
fallecido líderes indígenas que venían huyendo de sus tierras,
amenazados, y han sido nuevamente atacados en Bogotá. Algunos de
ellos, no se lo hicieron saber a las autoridades, y por ende, las mismas
no están llamadas a responder (ya que nadie es obligado a lo imposible).
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Sin embargo, los que si dieron a conocer su situación de riesgo y pese a
ello no recibieron seguridad, podrían demandar la responsabilidad del
Estado por omisión, en caso de un nuevo atentado.
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3. ESTRATEGIAS ESTATALES  FRENTE AL DESPLAZAMIENTO INDIGENA
EN BOGOTÁ. ¿QUÉ SE HA HECHO?
3.1 BREVE ANÁLISIS NACIONAL
Dentro de la normatividad nacional que se encarga del tema del
desplazamiento, se encuentra la Ley 368 de 1997, por la cual se crea la Red
de Solidaridad Social, el Fondo de Programas Especiales para la Paz, y el
Fondo del Plan Nacional de Desarrollo Alternativo -Fondo Plante-, y se dictan
otras disposiciones. En su Artículo 3, numeral 2, dispone que es función de la
Red de Solidaridad Social: “Adelantar y coordinar programas que tengan por
finalidad promover los derechos constitucionales y contribuir a la satisfacción
de las necesidades de las personas y grupos vulnerables por razones tales
como violencia, condiciones económicas, discapacidades físicas y mentales,
o en virtud de la edad y el sexo, como la niñez, la juventud, la tercera edad,
la mujer y la familia.” Si bien expresamente no se menciona a las
comunidades indígenas, las mismas entran en el concepto de grupo
vulnerable, según lo establecido por la Corte Constitucional en la sentencia
T-025 de 2004, los autos 251 de 2008, 092 de 2008 y  004 de 2009, entre
otros.
Esta Ley fue reglamentada por el Decreto 1225 de 1997, el cual establece en
su artículo 2º, funciones específicas para la Red de Solidaridad, entre las que
se destacan los numerales 4 y 5: “Adelantar y coordinar programas que
tengan como finalidad amparar a las víctimas de la violencia en materia de
asistencia humanitaria, accidentes personales, daños materiales, créditos
solidarios y rehabilitación integral” y “atender, en lo de su competencia, la
población desplazada por la violencia para que en el marco del retorno
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voluntario o el reasentamiento, logre su integración a la sociedad
colombiana”, respectivamente.
Mediante la Ley 387 de 2007, se adoptaron “medidas para la prevención del
desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y
estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia
en la República de Colombia”.
En su artículo 3º se refiere a la responsabilidad del Estado  y determina que
la misma  se traduce en:
1) Formular políticas, y
2) Adoptar medidas, para:
a) Prevenir el desplazamiento forzado,
b) Atender a los desplazados
c) Protegerlos, y
d) Propiciar  la  consolidación  y estabilización socioeconómica de
dichas personas.
En términos generales procederemos a analizar cada uno de estos ítems,
tanto en el nivel Nacional como en el Distrital, así:
3.1.1 Formulación de políticas. Las políticas públicas  se han definido
como el  “instrumento utilizado por el Estado que ha decidido modificar
comportamientos mediante el cambio de reglas de juego”182, o como las
“acciones decididas, llevadas a cabo y autorizadas por el estado,
representado por el gobierno, de cara a proteger o promover un bien
considerado como de interés público”183
182 ROTH, Alex. Discurso son Compromiso. Bogotá, ediciones ECO, 2003, p 15.
183 Ibídem, p 60.
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Se consideran como  fases de las políticas públicas:
Institucionalización Formulación Decisión Implementación Evaluación184
Lucha de los grupos sociales    Clarificar los fines No siempre se Motivación: Objetivo:
Transformación vida diaria        Ponderar los obj. Impone la mejor.    Económica Comprender
Se convierte en social Det. los efectos Temor a sanción Comunicar
Se institucionaliza (ley) Det. Indicadores Ética Controlar
En nuestro tema, el ser Colombia el segundo país, después de Sudán, con
el mayor número de desplazados en el mundo  y los cuestionamientos por
parte de organismos internacionales, lograron: a)  Incluir en la agenda dicha
problemática, b) La adopción de Leyes y Decretos relativos al tema (Ley
387 de 1997) y c) La formulación del PLAN NACIONAL DE
DESPLAZAMIENTO FORZADO (Decreto 250 DE 2005).
Dicho Plan fue propuesto por el CONSEJO NACIONAL DE ATENCION
INTEGRAL A LA POBLACION DESPLAZADA y aprobado por el Gobierno
Nacional, mediante Decreto, con la finalidad de atender las especificidades
de las zonas de expulsión y recepción. Para su elaboración,  se debía tener
en cuenta un diagnóstico sobre las causas y agentes generadores del
desplazamiento, las zonas del territorio donde se presentan dichos hechos,
las zonas receptoras del fenómeno, las personas y comunidades afectadas
y las consecuencias. Una vez, realizado el mismo, este debía establecer las
medidas sociales, económicas,  jurídicas, políticas y de seguridad para
superarlo; dentro de las cuales era infaltable adoptar: medidas de atención
humanitaria de emergencia, medidas de asistencia legal, jurídica y de
investigación de los hechos por la Fiscalía y el Ministerio Público,  planes y
programas de desarrollo para la reincorporación y atención especial para
mujeres y niños.
184 Ex ante, concomitante o posterior.
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Referente al contenido del Plan Nacional, en cuanto a  la población
indígena desplazada, el numeral 8º del artículo 10º de la Ley 387 de 1997,
preceptúa:
“Garantizar atención especial  a las comunidades negras e indígenas
sometidas al desplazamiento en correspondencia con sus usos y
costumbres, y propiciando el retorno a sus territorios”
El actual Plan Nacional Para La Atención Integral De La Población
Desplazada, está contenido  en el Decreto 250 de 2005 y menciona el tema
referente a los indígenas desplazados en el principio rector número 1.1.,
sobre  enfoque diferencial, que a la letra señala:
“ENFOQUE DIFERENCIAL: Para la formulación y desarrollo de las
actividades que operan el presente Plan, se tendrán en consideración
las características de la población sujeto o grupos involucrados en la
atención, en términos de género, edad y etnia, así como sus patrones
socioculturales. Lo anterior permitirá reconocer y promover ofertas
institucionales acordes a los intereses de desarrollo de los grupos
e individuos afectados.”185 (negrilla no original)
En el objetivo específico número 8 se reitera el contenido del numeral octavo
del artículo 10 de la Ley 387.
Mediante el Decreto 173 de 1998, se adoptó el Plan Nacional para la
Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia.  En él se
establecieron estrategias de prevención, contemplando aspectos de política,
comunicación, pedagogía, investigación, distensión y protección; de atención
humanitaria de emergencia, que comprendió estrategia alimentaria, salud,
transporte, protección y seguridad, alojamiento, atención educativa,
participación y organización comunitaria; y una estrategia de consolidación y
estabilización socioeconómica, incluyendo consolidación y estabilización del
185 Decreto 250 de 2005. 1 principios orientadores, 1.1., p 2.
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retorno rural y urbano; acceso al Sistema Nacional de Reforma Agraria y
Desarrollo Rural Campesino, entre otras. El anterior  Decreto estableció la
Red Nacional de Información para la Atención a la Población Desplazada por
la Violencia y el Observatorio del Desplazamiento Forzado, así como las
fuentes de financiación aplicables.
El Decreto 2569 de 2000, crea el Registro Único de Población Desplazada,
con el fin de identificar a la población afectada por el desplazamiento y sus
características y tiene como objeto mantener información actualizada de la
población atendida y realizar el seguimiento de los servicios que el Estado
presta a la población vulnerable por la violencia; centralizando la información
en la Red de Solidaridad (hoy acción social).
El documento Conpes 3400 de 2005 identifica las metas y los recursos para
la atención a la población desplazada y el plan de retorno. En el año 2005
se destinaron 1.3 billones de pesos para la atención a dicha población, de
los cuales la Nación aportó un billón de pesos y 370.201 millones
provinieron de cooperación internacional186.   Es dable señalar que no
aparece destinación específica para los indígenas desplazados.
La directriz  presidencial de enfoque diferencial (octubre de 2006), contempla
en las fases de atención, en  prevención y protección, que se promoverá la
organización de las comunidades indígenas alrededor de la prevención y
mitigación de riesgos a través de:
“• Complementar las acciones ya ejecutadas, para el cumplimiento de lo
ordenado por la sentencia T-025 de 2004, y sus Autos, respecto de la
capacitación del recurso humano de las entidades del SNAIPD, en
materia de Legislación Indígena.
• Garantizar la participación activa de autoridades indígenas, en las
instancias que definen las acciones y planes para la atención a
186 DOCUMENTO CONPES 3400 DE 2005, p 6 .
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población desplazada (los Comités municipales y departamentales para
la atención integral de la población desplazada).
• Atender la problemática de las minas en las poblaciones indígenas y
demás grupos étnicos es una emergencia humanitaria que exige una
atención diferencial, esto significa, una continua difusión sobre los
mecanismos de prevención y acciones inmediatas, teniendo en cuenta
sus condiciones y sus prácticas médicas tradicionales.
• Talleres de sensibilización y capacitación para formar multiplicadores
sobre la prevención de accidentes por Minas Antipersonal y Artefactos
Explosivos Abandonados. Promover comportamientos seguros, Sitios
de riesgo, señales de peligro, medidas de seguridad, misiones
humanitarias etc...”187
En atención humanitaria se permite  el trabajo a  médicos indígenas  y en
cuanto al  “Protocolo de Retornos”  se propugna por la atención “a la
población indígena como sujetos colectivos que mantienen características
culturales específicas, con las cuales continúan viviendo en el lugar al que
llegan, por lo tanto, se debe atender de manera articulada e intersectorial”
188, la organización de una mesa de trabajo con la participación de la
organización indígena regional o nacional, el estudio de  la situación
territorial de los resguardos expulsores, informes al comité local de atención
a población desplazada sobre el  proceso  y la formulación del Plan
concertado para el proceso de retorno y la reubicación teniendo en cuenta
la situación diferencial. Para ello debe consagrarse un bloque integral de
información étnica  en el Formato Único de Registro.
El Plan Nacional De Desarrollo 2006 – 2010, “Estado Comunitario
Desarrollo Para Todos”, consagra la atención para la población desplazada
y da prioridad  en la ejecución del presupuesto para ésta. Igualmente,
establece lineamientos para dicha población,  pretende dar “soluciones
duraderas que faciliten la integración o reintegración socioeconómica de la
187 MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA, DIRECCIÓN DE ÉTNIAS, AGENCIA
PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN, INTERNACIONAL.
Directriz Para la Prevención y Atención, Integral de la Población Indígena en Situación, de
Desplazamiento Y Riesgo, con Enfoque Diferencial. Bogotá, D.C., octubre de 2006.
188 Ibídem.
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población desplazada bien sea en el retorno o en la reubicación”189; con una
atención integral y la actuación armónico y coordinada de entidades a
través del SNAIPD, desde la primera fase de atención, hasta la fase de
estabilización socioeconómica de los hogares afectados, a través de la
coordinación con los entes territoriales.
La Ley 1190 de 2008, de promoción de los derechos de las personas
desplazadas y con el objetivo de garantizar el cumplimiento de las políticas
públicas en materia de desplazamiento, establece obligaciones a los
Gobernadores y Alcaldes, de implementar una estrategia con mayores
recursos presupuestales y administrativos para la atención de dicha
población vulnerable.
El artículo 2º de la referida ley, referente a la coordinación entre en
CNAIPD y las entidades territoriales, obliga a los gobernadores y alcaldes  a
que en el término de cinco meses procedan a: “Diseñar e implementar
programas con enfoques diferenciales dirigidos a las personas que en
situación de desplazamiento,  sean sujetos de especial protección
constitucional o que se encuentren en mayor grado de vulnerabilidad”190.
El Decreto 1997 de 2009, reglamenta parcialmente la Ley 1190 de 2008,
en lo referente a la coordinación (entre el nivel nacional y territorial), sobre
los planes integrales únicos, P.I.U.   Establece funciones de coordinación
nacional y territorial, mecanismos de seguimiento, evaluación del goce
efectivo de los derechos y diseño del plan de acción. Pero, en ningún punto
se refiere al enfoque diferencial. Señala que los entes territoriales, son
responsables en la atención humanitaria de urgencia, siguiendo los
lineamientos constitucionales y legales, y que por consiguiente, deben
189 PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2006 – 2010. Capítulo 2, p 67.
190 LEY 1190 de 2008, Artículo 2º, Numeral 6º. del parágrafo 1º.
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garantizar la subsistencia mínima de las personas que se encuentren en
situación de desplazamiento; al tiempo que crea el sistema de información,
coordinación y seguimiento territorial.
Pese a las políticas enunciadas y a una referencia aislada al enfoque
diferencial, se observa que no existe un Plan Nacional Para La Atención De
La Población Indígena Desplazada Por La Violencia, con lo cual será muy
difícil dar una respuesta efectiva a sus necesidades.
3.1.2 Adopción De Medidas Nacionales.
3.1.2.1 Prevención
En cuanto a atacar las causas del desplazamiento, no encontramos ningún
referente directo, por lo cual debemos remitirnos al Plan Nacional De
Desarrollo 2006 – 2010, que plantea los siguientes objetivos:
• Prevención:  A fin de reducir los riesgos generados por las acciones de
grupos armados al margen de la Ley en poblaciones donde exista alto
riesgo de desplazamiento  y a mitigarlos donde ocurran.
• Fortalecer a la fuerza pública, en el marco de la política de seguridad
democrática.
• Emitir informes de alertas tempranas sobre población en riesgo de
desplazamiento.
• Difundir  y sensibilizar en Derechos Humanos y Derecho Internacional
Humanitario por parte de la Vicepresidencia y el Ministerio del Interior.
• Incorporar las políticas de derechos humanos en las entidades públicas.
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• Implementar una política de arraigo para el retorno.
• Apoyar la red de seguridad alimentaria para los pequeños productores
agropecuarios en riesgo de desplazamiento.
• A cargo del ICBF, se adelantará una política de intervención sico-social
con énfasis de prevención de violencia intrafamiliar, embarazo
adolescente y salud mental con acompañamiento diferencial en materia
de etnia.
En cuanto al tema referido a la extrema pobreza, que es una de las causas
más frecuentes de desplazamiento, en el cuatrienio se esperaba cubrir
300.000 familias vulnerables (Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010).
3.1.2.2 Atención
La Ley 387 de 1997, en su artículo 4º. reguló la creación del SISTEMA
NACIONAL DE ATENCION INTEGRAL A LA POBLACION DESPLAZADA,
encargado de la atención integral, neutralizar los efectos, integrar esfuerzos
y garantizar el manejo oportuno del presupuesto acorde con el PLAN
NACIONAL DE ATENCION A LA POBLACION DESPLAZADA.
Igualmente estableció el CONSEJO NACIONAL PARA LA ATENCION
INTEGRAL DE LA POBLACION DESPLAZADA, como un órgano consultivo
y asesor, responsable de formular la política y garantizar la asignación
presupuestal (Artículo 6 Ley 387). De él forma parte, actualmente un
indígena kankuamo (Gilberto) con voz pero sin voto, quien manifiesta que
como las decisiones se toman por mayoría, pese a las diversas propuestas
diferenciales que ha formulado, las mismas no  han tenido eco. Dicho
consejo se reúne una vez cada tres meses.
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La Ley 387 de 2007, ordena también, el diseño e implementación del Plan
Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la
Violencia, el cual debe contener diagnósticos de las causas y agentes que
generan el desplazamiento por la violencia, diseñar y adoptar medidas
sociales, económicas, jurídicas, políticas y de seguridad, orientadas a la
prevención y superación de las causas del desplazamiento, adoptar medidas
de atención humanitaria de emergencia a la población desplazada, diseñar y
adoptar medidas que garanticen a la población desplazada su acceso a
planes, programas y proyectos integrales de desarrollo urbano y rural, brindar
atención especial a las mujeres y niños, principalmente a las viudas, mujeres
cabeza de familia y huérfanos, y garantizar atención especial a las
comunidades negras e indígenas, entre otras.
Por último, prevé los Comités Departamentales Y Municipales De Atención
Integral De La Población Desplazada (artículo 7º), encargados de prevenir
dicho fenómeno; mediante la orientación a la comunidad en vías jurídicas y
medidas asistenciales.
Es de anotar, que en el año 2010, el Gobierno Nacional destino 1.508.315
millones de pesos para la atención de la población desplazada, en el 2009,
1.367.953 millones y en el 2008, 1.283 .341191.
Dicho dinero fue distribuido en el año 2010 así: alimentación $
62.569.373.600, educación 339.846.153.846, generación de ingresos
182.278.200.000, identidad $ 1.700.000.000, reunificación
familiar18.462.000.000, salud 16.877.551.723, subsistencia mínima
343.026.000.000, verdad, justicia y reparación 10.000.000.000, vida
191 USAID; ACCION SOCIAL, DIRECCION DE GOBERNABILIDAD TERRITORIAL. Guía Para
Las Entidades Territoriales En Respuesta Al Auto 314 De 2009 De La Corte Constitucional. Proyecto
ID 0018. junio de 2010,  p  47.
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integridad, libertad y seguridad, 2.100.000.000, vivienda 429.000.000.000 y
atención al sistema general de seguridad social, $130.582.400.000192.
En educación, el Plan de Desarrollo 2006-2010, proponía atender  400.000
niños desplazados a nivel nacional.
En el informe al Congreso de 2009, el Gobierno Nacional afirmó que entre
agosto de 2006 y mayo de 2009, apoyó a 377.865 familias en la red de
seguridad alimentaria193.  En el programa de protección de tierras y
patrimonio dictó medidas a favor de 15.359 predios. Se dio atención
humanitaria integral a 21.333 hogares y atención humanitaria de
emergencia a 97.036 hogares194. Durante el 2008 se afiliaron 286.000
desplazados al régimen subsidiado de salud y se otorgaron 808.000
subsidios195.
Debemos reiterar que aquí tampoco se hace una diferenciación, por parte
del gobierno en lo referente al tema indígena, con lo cual se debe presumir
que hay un trato homogéneo hacía dicha población.
3.1.2.3 Protección
El principio número nueve de ACNUR sobre desplazamiento, establece:
“Los Estados tienen la obligación específica de tomar medidas de
protección contra los desplazamientos de pueblos indígenas, minorías
campesinas, pastores y otros grupos que tienen una dependencia
especial de su tierra o apego particular a la misma”.
192 Ibídem, p 48.
193 GOBIERNO NACIONAL. Informe al  Congreso de la República 2009. Bogotá,  agosto de 2010,  p
20.
194 Ibídem, p 25.
195 Ibídem, p 30.
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Con el Decreto 2007 de 2001, se reglamentaron parcialmente los artículos
7o., 17 y 19 de la Ley 387 de 1997, en lo relativo a la oportuna atención a la
población rural desplazada por la violencia, dentro del marco del retorno
voluntario a su lugar de origen o de su reasentamiento en otro lugar y se
adoptaron medidas de prevención.
En el Decreto 250 de 2005 se especifican nuevos principios rectores para el
Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la
Violencia, entre ellos: el primer principio orientador, hace referencia al
enfoque diferencial, el cual debe tener en cuenta las características
demográficas de la población, su factor territorial, humanitario, restitutivo y de
derechos.   En cuanto al principio de intervención, como responsabilidad
compartida de las entidades que forman parte del SNAIPD,  encontramos la
cooperación y solidaridad, integralidad y atención a la vulnerabilidad.
Así mismo, se establecieron cuatro líneas estratégicas: Acciones
humanitarias, desarrollo económico local, gestión social y hábitat, las cuales
se deben desarrollar por fases de prevención y protección. Finalmente
determina estrategias y líneas de acción específicas para la atención a
desplazados.
En la línea estratégica de protección, acciones humanitarias, comunidades
en riesgo, el literal f) protección de bienes en su numeral 9)  establece:
“Identificar mecanismos comunitarios, institucionales y jurídicos para la
protección de los derechos colectivos sobre los territorios étnicos de los
pueblos indígenas y las comunidades afro colombianas”.
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En el punto hábitat,  acceso a tierras el numeral 3, a cargo del INCODER,
consagra:
“A favor de las comunidades negras e indígenas se dará la constitución,
ampliación y saneamiento de territorios étnicos y se promoverá la
culminación de procesos de titulación de territorios colectivos de
comunidades negras.”
3.1.2.4 Consolidación
La Ley 387 dispuso en su artículo 21 la creación del Fondo Nacional para la
Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia con el objeto de
“financiar y/o cofinanciar los programas de prevención del desplazamiento,
de atención humanitaria de emergencia, de retorno, de estabilización y
consolidación socioeconómica y la instalación y operación de la Red
Nacional de Información”.
El Plan Nacional De Desarrollo 2006 – 2010, preceptúa al respecto acceso
a la población desplazada a programas sectoriales y plantea como
estrategia, la entrega de  40.000 soluciones de vivienda. 196
Según el informe rendido por el Gobierno al Congreso en el año 2009, entre
enero y mayo de esa misma data, se acompañaron 1.791 hogares en
planes de retorno o reubicación, en el 2008 se adjudicaron 2622 hectáreas
a 248 familias y se otorgaron 24.000 subsidios de vivienda de interés
social197
196 PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2006 – 2010, o.c., capítulo 2,  p 80.
197 GOBIERNO NACIONAL. Informe Al Congreso De La República 2009, o.c. p 60.
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3.2 ESTRATEGIAS ESTATALES  FRENTE AL DESPLAZAMIENTO
INDIGENA,  ANALISIS  DISTRITAL
“El derecho a tener derechos o el derecho de cada individuo a
pertenecer a la Humanidad tendría que ser garantizado por la misma
Humanidad”.
Hannah Arendt, Los orígenes del totalitarismo.
A nivel local, el tema del desplazamiento ha estado en la agenda y,
siguiendo el análisis a partir del artículo 3º de la Ley 387 y los ítems que
plantea198, tenemos:
3.2.1 Formulación De Políticas Públicas. La Constitución Política de 1991
consagra un marco de derechos de carácter explicito para los diferentes
grupos étnicos incluidos los pueblos indígenas. Este reconocimiento de las
diferencias y las exclusiones junto con los derechos particulares plantea de
paso el reconocimiento de una ciudadanía diferenciada y la modificación de
las agendas políticas relacionadas con estos pueblos, por lo que se
evidencia en las políticas públicas y programas gubernamentales vigentes,
la presencia y aportes de los pueblos indígenas, que habitan en la ciudad.
Nuestra Carta Magna en su primer artículo define claramente que Colombia
es un Estado Social de Derecho, y en su artículo 94 consagra que los
tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia, hacen parte
del bloque de constitucionalidad y prevalecen en el orden interno, en
consecuencia  el gobierno distrital, como  parte del Estado , presenta para la
ciudad un Plan de Gobierno que según sus defensores, tiene en cuenta los
derechos como principios ordenadores de la política y marco de referencia
198 1) Formulación de políticas públicas y 2) Adopción de medidas en prevención, atención, protección
y estabilización.
108
para el desarrollo social de la ciudad.
Para el Distrito Capital,  en las dos últimas administraciones, la población
indígena ha tenido relevancia. Desde el año 2005, el Gobierno Bogotano, ha
mostrado interés político en alcanzar una ciudad intercultural y es por ello,
que se comenzó por el reconocimiento a las autoridades indígenas en la
ciudad, y a su vez, se buscó la participación de ésta comunidad en los
Planes de Desarrollo Distritales, especialmente en el actual Plan de
Desarrollo 2008 – 2012 “Bogotá positiva: para vivir mejor” en donde la
diversidad, la interculturalidad y la participación incluyente, son componentes
fundamentales. Como ejemplos de instancias donde se han llevado a cabo
dichos procesos participativos, se pueden citar: el Comité Étnico del Consejo
Distrital de Política Social, el Consejo Distrital y los Consejos Locales de
Cultura, el Consejo Territorial de Planeación, Consejos Locales de
Planeación, en el Plan de Ordenamiento Territorial, Mesas de Trabajo
Sectoriales, entre otros.
Frente a este punto, el indígena Gilberto el Chiche199 considera que es
positivo la construcción de una política pública indígena y los procesos de
participación, sin embargo cuestiona que solo se oye a los representantes
de los cabildos  indígenas de Bogotá y no a otras comunidades indígenas
que también viven en la capital. También, que se parta de la homogeneidad
de los grupos indígenas, cuando cada uno tiene su propia identidad.
La Administración Distrital, ha enfocado la Política Pública actual, en apoyar
a los desplazados en cuanto a la reclamación de la verdad, la justicia, la
reparación y la restitución de sus derechos como víctimas del conflicto
armado. Igualmente, para que se les garanticen los derechos que la Ley 387
de 1987 establece en su beneficio, relacionados con la atención integral en
términos de ayuda de emergencia, retorno, consolidación y estabilización
199 ERLEIN, Gilberto. Entrevista citada.
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socioeconómica; también viene trabajando en la política de atención
diferencial a los indígenas residentes en Bogotá, al igual que a los demás
grupos étnicos, de acuerdo con las particularidades sociales, políticas,
económicas y culturales que caracterizan a estas poblaciones, reflejándose
la misma en  el Plan de Desarrollo Económico, Social y de Obras Públicas
2008-2012, “Bogotá Positiva: Para Vivir Mejor”; y el Acuerdo 359 del 5 de
enero de 2009 “Por el cual se establecen los lineamientos de política pública
para los indígenas en Bogotá, D.C. y se dictan otras disposiciones”.
La Política Pública aprobada en el Acuerdo 359 de 2009, es una apuesta a
largo plazo, basada en el enfoque de derechos, enfoque diferencial y el
principio de interculturalidad, en tanto que el Plan es un documento técnico
de programas, proyectos y acciones concretas que operativizan la política.
Estos dos instrumentos se articulan a los objetivos estructurantes del Plan de
Desarrollo Distrital “Bogotá Positiva: Para Vivir Mejor”, en particular a los de
Ciudad de derechos, Participación y Derecho a la ciudad.
La formulación  participativa de la política pública indígena se dio inicio con la
aplicación del artículo 8 del Acuerdo 359 en el cual se establecen los
responsables tanto de actores institucionales como de actores sociales: “La
Comisión Intersectorial de Poblaciones será la instancia encargada de
concertar con las autoridades indígenas reconocidas en Bogotá y las
Organizaciones Nacionales Indígenas de Colombia, reconocidas
legítimamente por sus pueblos y el Gobierno Nacional, el diseño, puesta en
marcha, implementación, seguimiento y evaluación de la Política Pública
para los Indígenas en Bogotá, D.C. y un Plan de Acciones Afirmativas que la
desarrolle”
En la definición de la Política Pública que nos ocupa, fue punto principal  la
vulnerabilidad económica y  la circunstancia que la  población étnica
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asentada en la capital, presenta niveles de vida inferiores al promedio de la
población de la ciudad.
La mayoría de las personas de los grupos indígenas, viven dispersos en los
barrios más pobres de la periferia y del centro de la ciudad, comparten con
los demás habitantes los problemas económicos y las dificultades de acceso
a los servicios de educación, salud, seguridad social, empleo, vivienda y
servicios públicos200.
Amén de la voluntad política, reflejada en los Planes de Desarrollo y dentro
de los cuales los requerimientos de la Corte Constitucional a  partir de la
sentencia T025 de 2004 ha sido fundamental para cumplir con los fines
esenciales del Estado en cuanto a la protección de la población vulnerable,
según las autoridades distritales, se requiere avanzar en la armonización
estructural del Distrito Capital con los entes administrativos del Gobierno
Indígena de la ciudad, construir las estrategias interculturales para la
garantía de los derechos económicos, sociales y culturales y las estrategias e
instancias que aseguren la sostenibilidad de la política indígena en la
ciudad201.
El actual Plan de Desarrollo de Bogotá le apuesta y da continuidad a la idea
de construir una ciudad incluyente, que tenga como marco de referencia la
concreción de los derechos a través de políticas públicas. El enfoque de
derechos quedó incluido en el Artículo 2, como uno de los principios de
política pública y de acción así: “La acción pública se orientará a la
promoción, reconocimiento, garantía y restitución de los derechos
200 Al respecto se remite al lector,  a la caracterización realizada en el capítulo primero de esta
investigación.
201 ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ SECRETARIA DE INTEGRACIÓN SOCIAL.
Construyendo La Ciudad De Derechos. Bogotá, Alcaldía Mayor, junio de 2009,  p 12.
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fundamentales, civiles y políticos, económicos, sociales y culturales, y
colectivos, de todas y todos los habitantes de la ciudad, sin distinción de
etnia, culto o creencia, género o condición socioeconómica, con especial
atención hacia los niños, niñas, adolescentes, jóvenes, personas mayores y
por condición especial de discapacidad”.
Bogotá,  principal receptora del total de desplazados del país202, evidencia
en particular una situación  crítica para los pueblos indígenas y las
comunidades negras. Así, en la política pública de salud se expresa cómo,
la frecuencia de mujeres, niños-as y jóvenes indígenas y afrocolombianos
que engrosan a la población desplazada es diez veces mayor; además que
son objeto de discriminación y estigmatización; viven en condiciones
precarias, en zonas de alto riesgo, hacinados y con menor acceso a
servicios públicos203.
3.2.1.1 Plan De Atención Integral A Los Desplazados.
Analizando en detalle la política distrital en materia de desplazamiento se
observa que por Acuerdo 2 de 1998 del Concejo de Bogotá, la capital de la
república, adoptó medidas para la prevención de desplazamiento forzado, la
atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de la
población en situación de desplazamiento por la violencia en la República
de Colombia.
Dicha normatividad, “por el cual se dictan normas para la atención integral
de los desplazados por la violencia y se dictan otras disposiciones”, crea el
Consejo Distrital para la Atención Integral de la Población Desplazada por la
202 Ver capítulo 1, cita 6
203 ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ SECRETARIA DE INTEGRACIÓN SOCIAL.
Construyendo La Ciudad De Derechos, o.c. p 8.
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Violencia de Bogotá. El artículo 3º establece las funciones del mismo dentro
de las cuales se destacan:
 La elaboración  e implementación de  políticas y medidas, planes y
programas para la prevención, atención, protección y estabilización
socioeconómica de la población desplazada por la violencia dentro del
territorio del Distrito.
 La promoción de  campañas de sensibilización frente a los desplazados.
 Apoyar al Sistema Nacional de Atención Integral a la Población
Desplazada por la violencia.
 Promover y gestionar la obtención de recursos de cooperación nacional e
internacional para apoyar las comunidades desplazadas
 Concertar con instituciones públicas y privadas mecanismos para brindar
asistencia jurídica a la población desplazada.
 Colaborar con los procesos voluntarios de tránsito a otras regiones o de
retorno a los lugares de origen.
 Elaborar el Plan Distrital para la Atención de la Población Desplazada por
la Violencia. Y,
 Realizar seguimiento y evaluación al Plan De Atención Integral De La
Población Desplazada en Bogotá.
Dentro de las necesidades que debe priorizar el Plan de Atención Distrital
se destacan: empleo, salud, educación, vivienda, seguridad y bienestar
social204. El artículo  5º del Acuerdo en mención se refiere a los objetivos del
Plan Distrital para la Atención Integral de los Desplazados por la Violencia de
Bogotá, dentro de los cuales encontramos:
“1.- Elaborar un diagnóstico sobre la población desplazada y diseñar e
implementar un sistema de información, para identificar las causas de
su desplazamiento, su situación socioeconómica, sus necesidades y
potencialidades. …
204 CONCEJO DE BOGOTA. Acuerdo Distrital Número  2º De 1998. Artículo 6.
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2.- Diseñar y adoptar, de acuerdo con la ley, medidas tendientes a
asegurar la protección y atención integral de la población desplazada y
prevenir las causas del desplazamiento forzado.
3.- Propender para que la población desplazada tenga acceso a planes,
programas y proyectos integrales de desarrollo urbano y rural, a
proyectos productivos, aprovechando sus potencialidades, mediante la
vinculación a los diversos programas y proyectos para la población
vulnerable, en condiciones de preferencia y favorabilidad.
4.- Adoptar las medidas de atención humanitaria de emergencia a la
población desplazada con el fin de buscar su protección.
5.- Posibilitar el acceso de las familias desplazadas por la violencia a los
programas sociales de salud, educación, vivienda, empleo, de la
atención a la niñez, a la mujer, las personas de la tercera edad y la
juventud, en condiciones de favorabilidad.
6.- Propiciar apoyo y garantías a las organizaciones de desplazados y a
las organizaciones civiles para el desarrollo de sus actividades en pro
de la población desplazada.” 205
Este acto administrativo fue reglamentado mediante el Decreto 624 de 1998,
que determinó la conformación del  Consejo Distrital para la Atención Integral
de la Población Desplazada por la Violencia y sus funciones y el Decreto
177 de 2005 que  regula el proceso de elección de los Representantes de la
Población Desplazada en el Consejo Distrital para la Atención Integral de la
Población Desplazada por la Violencia en Bogotá D.C.
La matriz que concentra el Plan de Acción Distrital como política marco de
atención integral en materia de desplazamiento para la ciudad de Bogotá, se
desarrolla a través de los siguientes objetivos específicos:
a. Sistemas de Información: Fortalecer e integrar los sistemas de información
sobre los desplazados que se encuentren transitoria o permanentemente en
el Distrito Capital, en coordinación con las entidades del nivel nacional, con el
205 Ibídem, artículo 5.
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fin de disponer de información que posibilite el desarrollo de programas para
atender a esta población.
b. Atención Humanitaria de Emergencia: Garantizar la atención básica de la
población desplazada por la violencia que llegue de forma transitoria a
Bogotá, durante el período de emergencia.
c. Estabilización Socioeconómica: Mejorar el acceso a los programas básicos
de las personas en situación de alta vulnerabilidad por su condición de
desplazados por la violencia.
d. Retorno y Reubicación: Facilitar el proceso de retorno o reubicación a las
regiones de origen u otras del país, a las familias desplazadas por la
violencia que así lo decidan, de forma voluntaria, en coordinación con el
Gobierno Nacional.
e. Coordinación de Atención y Orientación: Fortalecer la coordinación
interinstitucional para la atención y orientación de la familia recién llegada a
la ciudad, por intermedio de programas, proyectos, acciones del Gobierno
Distrital y Nacional, con el objeto de efectuar una atención coordinada y
eficaz a la población que se asienta temporal o definitivamente en Bogotá.
f. Redes Sociales, Prevención y Protección: Elevar la capacidad de las
organizaciones para ejercer sus derechos en igualdad con los demás actores
sociales, y asegurar por parte de las entidades nacionales y distritales su
aporte frente a la defensa de los derechos de los desplazados por la
violencia y su inserción al tejido social de la ciudad.
3.2.1.2  Planes  de Desarrollo Distrital  y  desplazados.
El Plan de Desarrollo 2001-2004, “Bogotá Para Vivir, todos del mismo lado”,
tuvo una orientación social y colectiva que buscaba, en lo fundamental, la
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construcción de una ciudad incluyente, justa y amable con la población más
vulnerable de la ciudad. Las acciones de este Plan de Desarrollo, fueron
orientadas a la asignación de cupos en programas educativos, atención
integral en salud, programas de tipo preventivo en el área psicosocial,
atención de quejas y denuncias, programas de capacitación y formación,
atención alimentaria, atención de emergencia y trabajo coordinado en el
ámbito nacional e internacional, con el fin de dar cumplimiento a todas las
disposiciones contempladas en la normatividad vigente.
El Acuerdo Número 119 de junio 3 de 2004, aprobó el Plan De Desarrollo De
La Capital 2004 – 2008,  y dentro de sus metas estableció: “Atender a 32.000
familias en grave situación social, de desplazamiento o en situación de
emergencia por calamidad, crisis o desastre natural”206. Pretendía realizar
proyectos pedagógicos con los indígenas. Es dable señalar, que dicho plan,
vinculaba  las acciones de los desplazados, con las de grupos
desmovilizados por la violencia.
El Acuerdo 308 de 2008 del Concejo Distrital aprobó el Plan De Desarrollo
Económico, Social, Ambiental y De Obras Públicas Para Bogotá, D. C., 2008
– 2012,  cuyo objetivo general  busca que en Bogotá “se mejore la calidad de
vida de la población y se reconozcan, garanticen y restablezcan los derechos
humanos y ambientales” ,  y “Una ciudad  incluyente, justa y equitativa, en la
que la diversidad y la interculturalidad sean una oportunidad y la
reconciliación, la paz y la convivencia sean posibles”207
El artículo 2º del Acuerdo 308, consagra los principios y en ellos el de la
diversidad y la interculturalidad,  así:
206 PLAN DE DESARROLLO DISTRITAL, 2004 – 2008. Acuerdo 119 De 2004, Artículo 10,
Programa  De Reconciliación Social.
207 CONCEJO DISTRITAL. Acuerdo 300 de 2008, objetivo general.
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“Diversidad. La administración distrital potenciará las capacidades de
los grupos heterogéneos, reconociendo las particularidades étnicas,
culturales, de edad, de sexo, identidad de género u orientación sexual,
religiosa o política. En virtud de ello la política pública y la atención de
las necesidades contendrán acciones afirmativas y se orientarán a
desnaturalizar las discriminaciones.”
“Interculturalidad. El gobierno distrital le apostará a la construcción de la
política pública de interculturalidad como proceso horizontal de
entendimiento entre grupos étnicos y culturales, reconociendo y
contribuyendo a la manifestación y aplicación de los diversos saberes,
usos y costumbres.”
La disposición Distrital enunciada anteriormente (Plan de Desarrollo “Bogotá
Positiva: Para Vivir Mejor”) plantea tres enfoques: el de Derechos Humanos,
el  diferencial y el poblacional; y a su vez dos estrategias para la
implementación de los mismos: la transversalidad y las acciones afirmativas.
En ese sentido, existe un marco de responsabilidad legítimo para avanzar
en la implementación de acciones que hagan real la igualdad y no sólo
formal, y así posibiliten mayores niveles de inclusión social.
Por su parte los ejes fundamentales de dicho plan son, acorde con el artículo
3º: (1) Ciudad de derechos, (2.) Derecho a la ciudad, (3.) Ciudad global,( 4.)
Participación, (5.) Descentralización, (6.) Gestión pública efectiva y
transparente y (7.) Finanzas sostenibles208. En el punto (1.), ciudad de
derechos – estrategias, se establece:
“6. Desarrollar programas de educación intercultural encaminados a
propiciar el diálogo de saberes y costumbres protegiendo el derecho a
un territorio sano. Y,
208 Ibídem, artículo 3.
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7. Adoptar las expresiones étnicas, sexuales y socioculturales de las
personas como un eje articulador de derechos y deberes sociales,
políticos y económicos.209”
En los programas de dicho punto se preceptúa:
“Educación de calidad y pertinencia para vivir mejor. Garantizar a las
niñas, niños y jóvenes el derecho a una educación que responda a las
expectativas individuales y colectivas, a la diversidad, a la
interculturalidad y a los desafíos de una Bogotá global y en constante
crecimiento”
Y,
“Bogotá respeta la diversidad. Desarrollar e implementar las políticas
públicas y los planes de acciones afirmativas orientados a reconocer y
restablecer los derechos de los grupos religiosos, afrodescendientes,
indígenas, rom y raizales, y de las lesbianas, gays, bisexuales y
transgeneristas”
El capítulo 4º, de participación, y el artículo 16, propenden por el
reconocimiento de los grupos étnicos  y su involucramiento en las decisiones
y  los mecanismos de control de la ciudad. En el titulo iii, metas de la ciudad y
proyectos se contempla:
• Involucrar en proyectos productivos a 2000 familias desplazadas y
desmovilizados.
• Atención complementaria y orientar a 8.000 familias desplazadas.
• Dar solución de vivienda a 4000 familias desplazadas. (derecho a un
techo)
• Atención psicosocial a 20.000 niños y niñas, incluidos los desplazados.
209 CONCEJO DE BOGOTA. Acuerdo 308 de 2008.
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• Visibilizar a los indígenas. (eventos, como el del jardín botánico del 31
de julio de 2010).
Si analizamos con más detalle los ejes fundamentales de dicho plan,
relacionados con el desplazamiento encontramos:
3.2.1.2.1 Enfoque de derechos:
La Política Social del Distrito Capital, encuentra en el Plan de Desarrollo
Distrital 2008-2012, su expresión fundamental en la directriz de “Una Ciudad
de Derechos”, el cual se relaciona de forma directa con el Derecho a la
Ciudad. (…) Justamente el compromiso con la ciudadanía ubica la relación
del gobierno Distrital – la fracción del Estado de expresión local – en su rol
respecto a la dignidad humana, y por lo tanto lo proyecta como garante de
derechos humanos y sociales en un proceso por desarrollar una ciudadanía
políticamente emancipada y por lo tanto capaz de reivindicar sus derechos y
protestar frente a la no garantía de los mismos.
“Este compromiso por la garantía de los derechos y el actuar
emancipado de hombres y mujeres empoderados-as como sujetos de
derechos, enmarca la posibilidad de avanzar en la construcción de una
ciudad de derechos y proyectar la disputa por el derecho a la ciudad”.
210
Los Pueblos indígenas, son reconocidos como sujeto colectivo de Derecho.
En ese sentido, “las y los indígenas se reclaman como pueblo para
constituirse como sujetos de derecho y de derechos. Los pueblos indígenas
son colectividades que construyen derecho propio y que propugnan por
regirse por sus propias normas. Adicionalmente, los pueblos indígenas son
210 ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ SECRETARIA DE INTEGRACIÓN SOCIAL.
Construyendo La Ciudad De Derechos, o.c. p 7.
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titulares de derechos humanos específicos en razón de su forma de vida e
identidad”211. El primer paso para otorgar poder a los sectores de la
población excluidos es reconocerlos como titulares de derechos, que obligan
al Estado. Es así, como cambia la lógica de los procesos de elaboración de
políticas: el punto de partida no son personas con necesidades, que deben
ser asistidas, sino el sujeto de derecho y de derechos. Los derechos orientan
las políticas y brindan el marco conceptual para su formulación e
implementación y genera un vínculo de los derechos con entrega de poder y
con el fortalecimiento de mecanismos de responsabilidad.
3.2.1.2.2 Enfoque diferencial:
La aplicación de un enfoque diferencial es la respuesta a un principio de
justicia y equidad frente a una realidad que establece de facto, diferencias,
que deben ser reconocidas. Es al mismo tiempo, la reivindicación de los
derechos alcanzada por un sinnúmero de movimientos sociales y reconocida
como aspiraciones comunes de los Estados, plasmadas en instrumentos
internacionales.
“El enfoque diferencial es ante todo una perspectiva del enfoque de
derechos, la cual se estructura a partir del reconocimiento de la política
pública como instrumento “para la realización de los derechos [que]
constituyen el correlato de las obligaciones del Estado”212.
La Corte Constitucional de Colombia, ha declarado en numerosas sentencias
la importancia de dar un tratamiento especial y diferencial a los miembros de
las comunidades de los pueblos indígenas. En la Sentencia T-380 de 1993
(numeral 8º) la Corte Constitucional reconoce la colectividad de los pueblos
211 BERCHE, Anne Sophie; GARCIA, Alejandra María y MANTILLA, Alejandro. Colección Textos
De Aquí y Ahora. 1ª Edición: ILSA. Bogotá, Colombia, mayo de 2006,p.5.
Disponibleen:http://ilsa.org.co:81/biblioteca/dwnlds/taq/taq08/taq08-01-02.pdf. Acceso el 30 de marzo
de 2010.
212 ACNUR. Balance de la Política Pública de Prevención, Protección y Atención al
Desplazamiento Interno Forzado En Colombia (2002-2004). Bogotà, ACNUR,  2004, p 24.
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indígenas más allá de los derechos individuales de sus miembros: “[…] La
comunidad indígena es un sujeto colectivo y no una simple sumatoria de
sujetos individuales que comparten los mismos derechos o intereses difusos
o colectivos”213.
Así lo confirma la Sentencia T- 778 de 2005 (numera 4.2):
“(...) el derecho a la identidad cultural se proyecta en dos dimensiones
una colectiva y otra individual. La primera se trata de la protección
constitucional que se le otorga a la comunidad como sujeto de derecho
y la segunda de la protección que se le otorga al individuo para poder
preservar el derecho de esa colectividad. Lo anterior comprende dos
tipos de protección a la identidad cultural: una directa que ampara a la
comunidad como sujeto del derecho y otra indirecta que ampara al
individuo para proteger la identidad de la comunidad. La protección a la
identidad cultural de la comunidad como sujeto de derechos no supone
que no se deban garantizar las manifestaciones individuales de dicha
identidad, ya que la protección del individuo puede ser necesaria para la
materialización del derecho colectivo del pueblo indígena al cual
pertenece”214.
La Sentencia C-377de 2002 también establece al respecto: “Estos derechos
colectivos se caracterizan porque son derechos de solidaridad, no son
excluyentes, pertenecen a todos y cada uno de los individuos y no pueden
existir sin la cooperación entre la sociedad civil, el Estado y la comunidad
internacional. En este sentido los derechos colectivos generan en su ejercicio
una doble titularidad, individual y colectiva, que trasciende el ámbito interno”.
Una política de Estado con enfoque diferencial desde la perspectiva de los
pueblos indígenas o enfoque indígena requiere según la exposición de
motivos del Acuerdo 359, presentada por la Concejal de Bogotá  Ati Kiwa,
que sean tenidos en cuenta por lo menos los siguientes aspectos en
términos de garantías:
213 CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA. Artículo 88.
214 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T- 778 De 2005.
121
Diversidad: Respeto a la diferencia (aún en la diferencia cultural) y garantía
al conjunto de derechos colectivos e individuales de los grupos étnicos por
medio de acciones afirmativas o programas especiales dirigidos a fortalecer
la autonomía, el control territorial y la jurisdicción especial de las autoridades
étnicas del nivel nacional y local.
Concertación: Garantizar el derecho a la participación y a la consulta previa
de las comunidades y autoridades de los grupos étnicos en la construcción
de la solución y de políticas públicas de prevención de situaciones de riesgo,
protección de sus derechos tanto en lo material como en lo espiritual y
atención a las condiciones desventajosas respecto del resto de la población
no indígena.
Integralidad: Implica: i) complementariedad de derechos ancestrales o
Derecho mayor de cada pueblo que ha sido incorporado al marco normativo
mediante el reconocimiento constitucional de sus existencia, Derechos civiles
y políticos, derechos económicos, sociales y culturales y derechos colectivos
de los grupos étnicos; ii) continuidad y correspondencia entre los diferentes
aspectos críticos que se presentan en las comunidades de los Pueblos
indígenas; iii) respuestas conjuntas de las diferentes instituciones y
mecanismos de protección; iv) visibilización de necesidades de los pueblos y
grupos poblacionales más vulnerables.
Sostenibilidad: Generación de soluciones duraderas en función de la
progresividad de los derechos colectivos de los grupos étnicos.
Adaptabilidad: Entendida como la necesidad de transformar adecuadamente
las políticas a los contextos socioculturales específicos desde una
perspectiva de realización de derechos y enfoque diferencial.
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3.2.1.3 Acciones afirmativas como la materialización de las políticas
publicas.
Las acciones afirmativas o positivas son las herramientas de mayor alcance
de una política pública sensible al enfoque diferencial. De acuerdo con el
Relator Especial para la prevención de la Discriminación, Sr. Marc
Bossuyt,215 la acción afirmativa es “un conjunto coherente de medidas de
carácter temporal dirigidas específicamente a remediar la situación de los
miembros del grupo, que están destinadas a uno o varios aspectos de su
vida social para alcanzar la igualdad efectiva”.
En Colombia, la acción afirmativa se fundamenta en el artículo 13 de la
Constitución Política que establece: “El Estado promoverá las condiciones
para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas a favor de los
grupos discriminados o marginados”216. Así mismo y de acuerdo con la
Sentencia de la Corte Constitucional T-422/96 “la diferenciación positiva
correspondería al reconocimiento de la situación de marginalización social de
la que ha sido víctima la población negra y que ha repercutido negativamente
en el acceso a las oportunidades de desarrollo económico, social y
cultural...”. En este sentido, sostiene la Honorable Corte, las acciones
afirmativas no se orientan a preservar la singularidad cultural de un grupo
humano, sino a eliminar las barreras que se oponen a la igualdad material y
a enfrentar las causas que generan la desigualdad.217
Clasificación de acciones afirmativas:
La Corte Constitucional ha señalado dos modalidades de Acciones
Afirmativas. Los denominados Sistema de Trato Preferencial y el Sistema de
215 ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ SECRETARIA DE INTEGRACIÓN SOCIAL.
Construyendo La Ciudad De Derechos, o.c. p 4 .
216 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA. Artículo 13 inciso 2.
217 En DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN, CONSEJO NACIONAL DE POLÍTICA
ECONÓMICA Y SOCIAL. Documento CONPES 3310 del 20 de Septiembre de 2004.
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Cuotas o Cupos, ofreciendo alternativas para hacer una toma de decisiones
más razonables, equilibradas y sin detrimento del respeto de los derechos de
todos y todas. Recogiendo tales planteamientos y además, a partir de la
experiencia de lo trabajado en torno al tema en Bogotá y específicamente
con la población afrocolombiana, se señala un marco que dentro de esas dos
modalidades permita avanzar en la acción real en materia de
restablecimiento, reconocimiento y garantía de derechos y deberes de los
pueblos indígenas.
a) Acción Afirmativa como Sistema de Trato Preferencial o
Privilegiado.
El marco de esta modalidad de Acciones Afirmativas implica reconocer y
partir del establecimiento de garantías para la igualdad de oportunidades sin
detrimento de los Derechos Humanos, en las que a un grupo que
históricamente ha estado en desventaja se le aplican unas medidas
preferenciales hasta lograr una igualdad real. El trato preferencial debe
concretarse en el ajuste o modificación de requisitos y/o condiciones de
elegibilidad y permanencia para el acceso a bienes y servicios, de forma que
se logre una adecuación intercultural de programas, proyectos y acciones.
b) Acción Afirmativa como Asignación de Cuotas o Cupos.
En concepto de la Corte Constitucional” (...) la cuota es, sin duda, una
medida de acción afirmativa – de discriminación inversa”218- , que pretende
beneficiar a los grupos más vulnerables de la sociedad. Esta cuota es de
naturaleza “rígida”, pues lejos de constituir una simple meta a alcanzar. Es
una reserva “imperativa” de determinado porcentaje, entendido como un
mínimo y no como un máximo. Con ella se busca la selección de ciertos
grupos como destinatarios directos de determinados beneficios, a través de
218 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-371 de 2000.
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una imposición, la cual se encuentra plenamente sustentada
constitucionalmente.
3.2.1.4 Política diferencial indígena
El análisis de construcción de Política Pública para el Distrito Capital, en
este trabajo de investigación, se culmina  con el estudio del Acuerdo 359
de 2009  “Por el cual se establecen los lineamientos de política pública para
los indígenas en Bogotá, D.C. y se dictan otras disposiciones”.
En él se define como Política Pública  “…el conjunto de estrategias,
acciones, planes y programas que la Administración Distrital en todos sus
órdenes desarrollará en concertación con los pueblos indígenas, para
garantizar igualdad de oportunidades, acceso y permanencia en el goce
efectivo de sus derechos y el mejoramiento de sus condiciones de vida.” 219
Esta política pública, se enmarca dentro de un proyecto político de ciudad,
orientado a construir una sociedad bogotana con un lugar para cada uno,  si
bien estas pretensiones no son compartidas en muchas ocasiones,
encuentran eco en los ámbitos  académicos, sociales, políticos y económicos
que hacen un llamado a pensarse distinto220. En el Distrito Capital, este
reciente instrumento jurídico, se orienta en un proceso de construcción
participativa para la definición de política pública y señala los lineamientos o
pilares de la Política Pública  para la garantía de los derechos de los
Pueblos, centrándolos en  nueve (9) pilares que a continuación explicaremos:
219 CONCEJO DE BOGOTÁ. Acuerdo 359 de 2009, Artículo 1.
220ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ SECRETARIA DE INTEGRACIÓN SOCIAL. Construyendo
La Ciudad De Derechos, o.c, p 8.
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a. Autonomía y gobierno propio
La Constitución Política reconoce en beneficio de los pueblos indígenas el
“Pluralismo Jurídico o Normativo”, es decir la vigencia de tres leyes o
sistemas de derecho vigentes (validos o aplicables), que tienen como
característica el ser diferentes y complementarios. Los Sistemas Jurídicos
Propios: que en virtud de lo establecido en la Constitución Política y en el
Convenio 169 de la O.I.T., artículos 4, 5, 6, 8, 9, 10 11 y 12, constituyen
sistemas de derecho reconocidos y válidamente aplicables, los cuales están
integrados por las normas, instituciones, usos, costumbres y procedimientos,
métodos de control y regulación social propios de su tradición cultural,
implícitos en su historia cultural, concepción espiritual, mitología y
cosmovisión particulares, en sus sistemas de parentesco, formas de
propiedad, uso, aprovechamiento y conservación de sus territorios colectivos
y recursos naturales.
La Corte Constitucional ha desarrollado el derecho fundamental de la
autonomía de los Pueblos Indígenas en las siguientes sentencias: C- 027/93;
254/94; ST-405/93, 139/96; 349/96; T 496/96, en los siguientes términos:
“La Carta Política, además de reconocer y proteger la diversidad étnica
y cultural de la Nación, reservó en favor de las comunidades indígenas
una serie de prerrogativas que garantizan la prevalencia de su
integridad cultural, social y económica, su capacidad de
autodeterminación administrativa y judicial, la consagración de sus
resguardos como propiedad colectiva de carácter inalienable, y, de los
territorios indígenas como entidades territoriales al lado de los
municipios, los distritos y los propios departamentos.
Una de las reglas más importantes que la Corte Constitucional ha
establecido a favor de los pueblos indígenas, en relación con el derecho
a la autonomía es: “Solo con un alto grado de autonomía es posible la
supervivencia cultural: “La de la maximización de la autonomía de las
comunidades indígenas y, por lo tanto, la de la minimización de las
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restricciones a las indispensables para salvaguardar intereses de
superior jerarquía”221.
Ni el gobierno nacional ni las autoridades eclesiásticas, ni ninguna
autoridad en general, están autorizados por la Constitución para
intervenir en la esfera del Gobierno Indígena”222.
El Acuerdo 359 recobra dicho principio en  el eje fundamental número
7. 3  dentro del cual se propende por el reconocimiento de las
autoridades y organización tradicionales y dentro de ellas los cabildos,
la participación indígena ya citada, la formulación de planes de
desarrollo indígenas, el fomento de investigaciones diferenciales y el
apoyo educativo223.
b. La identidad
La identidad de los Pueblos Indígenas está íntimamente relacionada con el
territorio, este es un elemento indisoluble de la misma, dado que en este se
producen y afianzan los lazos colectivos.
c. Educación
Para el caso del Sector Educación, una propuesta de educación intercultural
debe estar fundada en la garantía del derecho a la educación, a la vez que
debe estar inmersa en el reconocimiento de la diversidad étnica y cultural. El
Estado tiene la obligación de garantizar educación gratuita para toda la niñez
en edad de escolarización obligatoria.
En ese sentido, “La educación (debe ser) un proceso comunitario
permanente que permite a las personas compartir, transmitir, adquirir y
desarrollar capacidades y conocimientos propios y de la otra cultura para un
buen desarrollo organizativo, individual y colectivo. Su fin es el bienestar y el
221 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia de tutela 496/96.
222 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-139/96.
223 CONCEJO DE BOGOTA. Acuerdo 359/09, artículo 7, o.c.
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mejoramiento de la vida individual y en comunidad, y de manera
interrelacionada; es aprender y defender la vida, y garantiza la pervivencia
como pueblo. Por ello, la educación es la base de la cultura.”224
Las demandas en educación de los pueblos indígenas demostraron que la
educación indígena buscaba mucho más que una educación bilingüe. Por
ello, el Taita Trino Morales en 1974 se refiere de esta forma al proceso de
educación:
“No sólo con balas nos acaban; no solamente con bayoneta nos matan.
Nos pueden matar de hambre y nos pueden matar con sus ideas. Se
nos mata con las ideas cuando se nos destruye como indios. Cuando se
hace creer a todo el mundo que ser indígena es ser un animal ruin,
perjudicial para la comunidad. Y se nos mata con ideas cuando a
nosotros mismos nos meten en la cabeza que es vergonzoso seguir
nuestra propia cultura, hablar nuestra propia lengua, vestir nuestros
propios vestidos, comer ciertas cosas que la naturaleza nos da o que
nosotros producimos.”225
El punto 7.5 del Acuerdo 359 de 2009 se refiere a dicho aspecto como
condición para la convivencia  y plantea una educación intercultural en todos
los niveles, la vinculación con el territorio para dicho efecto y la recuperación
de saberes ancestrales, la participación indígena en escenarios culturales
como espacios de reconocimiento del resto de la población bogotana y la
promoción del espeto y la valoración mutua226.
d. Seguridad económica
En este tema, se parte del título IV de la Constitución Nacional: “De los
derechos sociales, económicos y culturales”:
224 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia de tutela 496/96, p 161.
225 CASTELLANOS, Martha, y CAVIEDES, Mauricio. “La educación en los pueblos indígenas de
Colombia”. En CECOIN, “Indígenas sin derechos. Situación de los derechos humanos de los pueblos
indígenas”. Informe 2007. Bogotá, CECOIN, 2007, p 279.
226 CONCEJO DISTRITAL. Acuerdo 359 de 2009. artículo 7, punto 7.5.
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Considerando la garantía de Derechos consagrados en la Constitución, se
puede avanzar en la construcción de un sistema de protecciones sociales
que justifica el gobierno Distrital en su condición de fracción local del Estado
y reivindica el debate político que permita ir más allá de las limitaciones
normativas y sobretodo financieras, hoy existentes.
Uno de los ejemplos claros, es la democratización del acceso a recursos
financieros que permitan tener un grado de autonomía; fortalecida a partir de
la capacidad para emprender una idea de negocio, mantener y/o mejorar la
capacidad productiva de “famiempresas, pymes y mipymes”.
e. Participación y consulta previa
La participación como categoría de análisis y elemento generador e
indicativo de procesos de construcción de naciones y sociedades ha pasado
por diversas aproximaciones sociopolíticas que colocan énfasis, acentos y
revelan formas de comprensión de la existencia y en particular en lo referido
a la relaciones entre unos y otros.
De otra parte, la Consulta Previa es un derecho fundamental de las minorías
étnicas que se fundamenta en el Convenio Internacional 169 de la OIT, el
cual fue ratificado por la Ley 21 de 1991 y hace parte del bloque
constitucional:
“La consulta previa cuenta con un marco normativo y se fundamenta en
el derecho que tienen los pueblos de decidir sus propias prioridades en
lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a
sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras
que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de
lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, en
el derecho de dichos pueblos de participar en la formulación, aplicación
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y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y
regional susceptibles de afectarles directamente”227
f. Salud y medicina tradicional
En el Distrito Capital, la construcción de lineamientos de política y de líneas
de acción para la población indígena que puebla su territorio se fundamenta
sobre la normatividad que consagra el derecho a la salud y tiene como punto
de partida el reconocimiento de la diversidad étnica y cultural presentes en la
ciudad.
Para la Administración, esta población étnica forma parte de los sectores
identificados como más vulnerables por sus precarias condiciones de vida,
por los efectos de la violencia en sus territorios y por la pérdida progresiva de
su identidad y cultura - acrecentada en los contextos urbanos – que los
expone a su propia desaparición como grupos.
En el marco de lo anterior, la orientación trazada por el Distrito Capital
estipula:
“... Las acciones públicas le darán prioridad a la universalización de la salud
y la educación... con un enfoque intercultural”228
El Acuerdo 359 de 2009 en el punto 7.2.3 plantea una atención en salud
acorde con las particularidades  culturales de dichos grupos.
g. Protección y desarrollo integral
Esta línea de la política pública indígena busca generar un espacio que
desde la promoción, el ejercicio y la restitución de los derechos humanos y
los derechos indígenas, oriente acciones a aquellos ciudadanos que por
227CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU 039 de 1997.
228 PLAN DE DESARROLLO DISTRITAL 2004-2008. Artículo 8, inciso 3.
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situaciones, condiciones o ciclo vital, se encuentren en mayor exposición a
riesgos y vulnerabilidad manifiesta. En este sentido, se consideran como
Sujetos de Especial Protección, de manera análoga a como lo hace la
Defensoría del Pueblo, a Indígenas en situación de desplazamiento,
personas con discapacidad, mujeres, infancia y vejez.
En la política diferencial indígena, se consagra el “mejoramiento de
condiciones de vida”  como punto esencial. Para ello prevé el apoyo: a
proyectos sociales y económicos comunitarios, sostenibles; financiero;
técnico  y de soberanía alimentaria229.
h. Territorio
Sobre dicho punto, el Acuerdo 359 preceptúa230 que deben respetarse “las
formas de concebir y vivir el territorio, propias de la población indígena en
Bogotá” para lo cual se debe permitir el acceso a sitios sagrados, apoyar
iniciativas de gestión ancestral del territorio y promover la “producción social
del hábitat propio” en especial ofrecer vivienda digna adecuada a la cultura
indígena. Este aspecto es muy importante ya que el Dr. Evelio Rodríguez,
de la ONIC  y desplazado Zenù  manifestaba231 que uno de los principales
problemas de las comunidades indígenas, era la falta de acceso a sus
territorios sagrados, ya que cuando ello es posible les toca pagar una boleta
de entrada, poco accesible a sus recursos económicos; citaba el caso
particular de la Laguna de Guatavita, cuya tarifa de entrada en este momento
es de $8.800 por persona232, sin contar los gastos de transporte y
alimentación; suma que para un indígena desplazado no resulta fácil de
conseguir.
229 CONCEJO DE BOGOTA. Acuerdo 359 de 2009 artículo 7, punto 7.4
230 CONCEJO DE BOGOTA. Acuerdo 359 de 2009,  Artículo 7 .
231 RODRIGUEZ, Evelio. Entrevista realizada en la sede de la ONIC, ya citada.
232 Dato tomado de la página web de la CAR, www.car.gov.co parque naturales, guatavita/tarifas
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Pese a la importancia que presenta dicho documento en materia indígena
en la capital y a la voluntad política que refleja, es dable señalar que el
mismo no se refiere exclusivamente al tema del desplazamiento forzado
indígena, es decir es importante para los indígenas originarios o migrantes
que viven en la capital, organizados en los cabildos, sin embargo, frente a
los indígenas desplazados  no existe una política seria ni mucho menos un
plan de acción que solvente sus necesidades esenciales e inminentes.
A manera de conclusión de este acápite, recordamos lo expresado por la
Corte Constitucional frente a las políticas públicas:
“las políticas públicas, programas o medidas diseñadas y ejecutadas por
las autoridades de un Estado Social de Derecho, han de partir de una
evaluación razonable y cuidadosa de la realidad sobre la cual dichas
autoridades efectuarán su intervención, y formularse de manera tal que
atiendan a los resultados fácticos derivados de la evaluación en
cuestión, no a un estado de cosas ideal o desactualizado, en forma tal
que no se afecte indebidamente el goce efectivo de los derechos
fundamentales de las personas. En otras palabras, al momento de su
formulación y ejecución, se deben haber estudiado, en lo que sea
técnicamente posible, todas las dimensiones de dicha realidad que
resultarán afectadas por la política, programa o medida en cuestión,
incluida la situación de las personas que verán sus derechos
severamente limitados, a quienes se deberá ubicar, por consiguiente, en
una posición tal que no queden obligados a soportar una carga pública
desproporcionada; con mayor razón si quienes se encuentran afectados
por las políticas, programas o medidas pertinentes están en situación
de especial vulnerabilidad y debilidad por sus condiciones de
pobreza o precariedad económica: frente a estas personas o grupos se
deberán adelantar, en forma simultánea a la ejecución de la política en
cuestión, las medidas necesarias para minimizar el daño recibido, de
tal manera que se respete el núcleo esencial de su derecho al mínimo
vital y a la subsistencia en condiciones de dignidad.” 233
233 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T 291/09.
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3.2.2  Adopción de medidas. Siguiendo el hilo de lo estipulado en el
artículo 3 de la Ley 387 de 1997, se tiene que dichos planes,  contemplan la
adopción de las siguientes medidas:
3.2.2.1 Frente a la prevención.
El artículo 14 de la misma Ley (387 de 1997), establece  que se deben
tomar todas las medidas necesarias para que dicho fenómeno (el
desplazamiento) no vuelva a ocurrir. Para ello propone la creación de
grupos de trabajo inter e intra estatales, la promoción de la convivencia
pacífica, evitar acciones arbitrarias y discriminatorias, difundir el D.I.H.234 y
asesorar a las autoridades municipales y departamentales en sus planes de
desarrollo, para que incluyan dichos componentes.
En relación con ello hay que decir, que el desplazamiento forzado tiene
unas causas (como se señala en el capítulo 2), relativas al conflicto armado
(paramilitares, guerrilla), al deber del Estado de brindar seguridad, a las
condiciones de pobreza, etc. y, que en materia indígena, ellas tienen unas
características especiales; causas que no pueden ser resueltas con charlas
de “convivencia”.
Se requieren medidas estructurales que ataquen el problema de fondo.
Mientras en el país existan territorios minados, la guerrilla posea el dominio
territorial en ciertas zonas del país, subsista la impunidad, la parapolítica, la
violación a los derechos humanos no sea reprimida y el componente social
(alimentación, vivienda, salud, educación, empleo, desarrollo rural,  agua
potable, alcantarillado) no sea una prioridad en el plan de desarrollo y
cuente con un respaldo presupuestal suficiente; la prevención del
desplazamiento  no podrá materializarse.
234 Derecho Internacional Humanitario.
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Si bien, dichas medidas dependen en gran parte del gobierno nacional por
cuanto el orden público es actividad primordial del Presidente de la
República,  ya que  los planes de desarrollo locales y el presupuesto distrital
deben ser coherentes con los instrumentos nacionales; no es menos cierto
que la respuesta Distrital a dicho fenómeno, se ha limitado a un par de
eventos  culturales o actos protocolarios con los indígenas, a la entrega de
ayudas humanitarias sin distingo de etnia y a ingresar a los indígenas en un
bus, para sacarlos de la ciudad235.
3.2.2.2 Relativo a la atención.
Se refiere a la atención humanitaria de emergencia. El artículo 15 de la Ley
387 de 1997 señala que debe comprender: alimentación, aseo personal,
utensilios de cocina, atención médica, atención sicológica, transporte de
emergencia y alojamiento transitorio digno.
El Gobierno Nacional, a través de la Red de Solidaridad Social-Unidad
Territorial Bogotá (UTB), ha venido prestando ayuda a la población
desplazada que llega a Bogotá, mediante los programas de Atención
Humanitaria de Emergencia y Atención Integral a la Población Desplazada.
Para 2007, Bogotá invirtió 6500 millones de pesos en presupuesto para
atención al desplazamiento en general236.
La Atención Humanitaria de Emergencia a la Población Desplazada se
presta bajo dos modalidades básicas: una primera, atención inmediata, a
través de Unidades Territoriales y mediante recursos de caja menor
235 En julio de 2008, la entonces Secretaria de Gobierno Distrital, Clara López, devolvió a 138
Emberas desplazados a su tierra.
236 COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA, C.I.C.R.; PROGRAMA MUNDIAL DE
ALIMENTOS. Una mirada a la Población desplazada en Ocho Ciudades de Colombia, Respuesta
Institucional local, Condiciones de Vida y Recomendaciones Para Su Atención. Bogotá, C.I.C.R.,
noviembre de 2007, p. 22.
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destinados exclusivamente a esta población. Estos recursos se asignan
fundamentalmente al suministro de alojamiento, alimentación, viáticos,
pasajes y auxilios funerarios, incapacidad o pérdida de bienes. En el caso de
fallecimiento de familiares, la Red entrega un monto equivalente a 42,29
salarios mínimos mensuales legales vigentes del año en que ocurre el
hecho237.
La segunda modalidad del programa de Atención Humanitaria es la atención
de emergencia por tres meses prorrogables excepcionalmente por otros tres
(parágrafo del artículo 15, Ley 384 de 1997) prestada por la Red de
Solidaridad Social a través de las ONGs, que mediante administración
delegada de recursos entregan los apoyos previstos y realizan actividades
psicosociales y de capacitación complementarias.
El programa de Atención Integral a la Población Desplazada tiene, por su
parte, como objetivo estabilizar económicamente a las familias desplazadas y
promover la generación de ingresos mediante proyectos productivos.
De otro lado, la Secretaría de Salud a través de su oferta de servicios, en
alianza con los Centros de Atención de la Red Adscrita (22 hospitales) y con
instituciones privadas prestadoras de salud, atiende  la demanda en salud de
la población desplazada.
Unidades de Atención y Orientación –UAO-:
Como quiera que Bogotá es responsable de manera concurrente con la
nación, de garantizar los derechos de las personas y/o familias en situación
de desplazamiento forzado que habitan en la ciudad. La Administración
237 SECRETARÍA DE HACIENDA DISTRITAL. Diagnóstico, Políticas y Acciones en Relación con
el Desplazamiento Forzado. Bogotá, SHD, 2009, p 3.
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distrital ha formulado y ejecutado políticas complementarias a las de la
Nación para la realización de los derechos de esta población que por su
naturaleza le competen al Gobierno Nacional.
Las Unidades de Atención y Orientación (UAO) ayudan y orientan a la
población en condición de desplazamiento. Actualmente, la ciudad cuenta
con cinco unidades.  Estas Unidades son dependencias creadas y
organizadas con personas especializadas para atender y resolver las
inquietudes de la población desplazada. Allí se les orienta sobre cómo tener
acceso entre otros a los siguientes derechos: a ser registrado como
desplazados, a retornar a su lugar de origen o a reubicarse en otro lugar, a
tener documentos de identidad, a recibir atención humanitaria de
emergencia, a la salud, a la protección de la familia y la niñez,  a la
educación, a una vivienda digna,  al trabajo y a recibir atención humanitaria
de emergencia.
Por su parte, la UAID es un instrumento de coordinación interinstitucional
entre la Nación y el Distrito, que tiene como objeto la atención integral a las
personas desplazadas que llegan a Bogotá, conforme a lo dispuesto en el
Decreto Distrital 624 del 13 de octubre de 1998, mediante el cual  se creó el
Consejo Distrital para la Atención al Desplazado por la Violencia, el cual, en
coordinación con la Red de Solidaridad Social, formuló el Plan de Acción
Distrital, para cuyo fin  se crearon las comisiones de sistemas de información,
atención humanitaria de emergencia, estabilización socioeconómica, retorno
y reubicación, coordinación, atención y orientación y redes, prevención y
protección.
De igual forma, se tienen vigentes convenios suscritos para apoyar a la
comunidad desplazada, entre otros, el Comité Internacional de la Cruz Roja
para apoyar la atención humanitaria de emergencia, la UAID, a través de la
137
ONG Taller de Vida, y la Fundación Arias para la Paz y el Progreso, la cual
cuenta con recursos de cooperación internacional de Canadá y Costa Rica.
En el marco del Plan Nacional de Atención trabajan en forma coordinada, por
parte del Distrito, la Alcaldía Mayor, la Secretaría de Gobierno y la
Personería; y por parte de la Nación, la Unidad Territorial de Bogotá de la
Red de Solidaridad Social, la Procuraduría y la Defensoría del Pueblo.
La Personería, asesora en primera instancia, a las personas desplazadas,
recibiendo las declaraciones y posteriormente, acompañando, en procesos
individuales y colectivos. La Procuraduría y la Defensoría del Pueblo, a
través de sus oficinas de control y vigilancia en la atención integral a la
población, realizan seguimiento a las acciones desarrolladas para el
cumplimiento de las obligaciones y recepción de declaraciones, con el fin de
asesorar jurídicamente a quien lo solicite.
En cumplimiento de las políticas, la Administración Distrital en el mes de
junio de 2010 posesionó a cuatro autoridades tradicionales  indígenas, acto
de reconocimiento  y protección de la diversidad étnica y cultural de la
Nación. “Las comunidades indígenas han abierto diversos espacios de
participación en la capital, dentro de los que se destacan  los cabildos,
porque a través de ellos mantienen una comunicación  permanente con la
Administración Distrital  que busca la consolidación  de estrategias que
permitan manejar  sus condiciones de vida “238 explicó la Directora General
del Instituto Distrital de la Participación y Acción Comunal IDPAC  Olga
Beatriz Gutiérrez.
En educación, se ha buscado facilitar el acceso de la población desplazada a
los programas educativos del Distrito y se ha procurado acelerar el proceso
238 PERIÓDICO EL ESPECTADOR. Artículo “Espacios de Participación  indígena en Bogotá”.
Bogotá, 8 de julio de 2010, p 6 A.
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educativo de esta población.
En salud, se busca el mejoramiento de los programas de atención,
identificación del usuario y su inclusión en el sistema de seguridad social.
Adicionalmente, se presta atención ambulatoria, atención al paciente crónico,
atención domiciliaria y servicios de urgencias vitales y salud sexual.
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y el Departamento
Administrativo de Bienestar Social (DABS) prestan servicios de atención
especial al menor.
Se facilita asesoría psicojurídica por parte de la Personería y la Secretaría de
Gobierno a las personas cabeza de familia. La Unidad de Atención Integral a
la Población Desplazada, a través del área de psicología, presta la primera
atención a la población desplazada mediante orientación psicojurídica.
En las Localidades existen las Unidades de Mediación y Conciliación, cuya
misión es la resolución constructiva de conflictos y el fomento de la
convivencia pacífica y la tolerancia como eje de desarrollo y de construcción
de infraestructuras de paz, con base en la compenetración social local,
respetando las tradiciones culturales de los habitantes que constituyen el
tejido social de la ciudad, confrontando actitudes estigmatizadoras y
discriminatorias que afectan negativamente la identidad cultural de los
desplazados, encasillándolos en subculturas disidentes, lo cual puede
cercenar la iniciativa y capacidad de desarrollo de la población desplazada.
Por medio de estas Unidades se presta asesoría en temas de
arrendamientos, violencia intrafamilar y resolución pacífica de conflictos. A
través del proyecto de Apoyo a los Procesos Locales, se ha trabajado con la
población receptora en Usme (Fundación Arias para la Paz y el Progreso).
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Esta es la ruta que debe seguir un desplazado que llega a Bogotá:
Desplazado239 UAO ministerio público uao incluido
Informarse declaración verificación RUPD
No obstante, acorde con el documento “Una Mirada A La Población
Desplazada En Ocho Ciudades De Colombia”240 estas son las condiciones
que afronta en general la población desplazada que llega a Bogotá:
 El sitio de concentración de la población desplazada se circunscribe a los
siguientes  barrios: El Paraíso, Jerusalén Potosí, Caracolí, Bella flor,
Sierra Morena, El Divino Niño, Santa Fe, San Bernardino, Potreritos, Los
Laureles Y Santa Viviana241.
 Bogotá es la principal receptora de la población del país, en el registro
único de población desplazadas existe constancia de 150.012
desplazados242, sin embargo, en comparación con el número de
habitantes  de la capital  (7.000.000) y sus condiciones de vida, no refleja
un alto “índice de presión” como si sucede en ciudades como Florencia
Caquetá (que en el 2007 registraba 41.779 desplazados)243.
 En el 2007, el 66% de los hogares desplazados vivían por debajo de la
línea de indigencia.244
 En Bogotá el tiempo entre la declaración de ser desplazado y la
239 C.I.C.R. “Una Mirada A La Población Desplazada En Ocho Ciudades De Colombia, Respuesta
Institucional Local, Condiciones De Vida Y Recomendaciones Para Su Atención”, o.c.. este es el
recorrido que un desplazado debe hacer, p 23.
240 Ibídem.
241 Ibídem, p 11.
242 Ibídem, p 20.
243 Ibídem p  20.
244 Ibídem p  25.
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concesión del registro como tal, tarda varios meses (134 días, en
promedio245), existe un alto nivel de rechazo de solicitudes, poca gente
ha recibido subsidios de vivienda, se presentan problemas en la afiliación
al régimen subsidiado de salud, hay quejas por la atención en salud y los
costos educativos, poca inscripción para el programa familias en acción
y no saben lo que pasó con sus bienes después de haber declarado el
abandono de sus tierras246
 Los indígenas, solicitan que el formato del registro como desplazado sea
en su idioma y se quejan de la atención, el funcionario no escucha bien
el nombre de la persona, como tiene afán, pone otro y al momento de
verificar la información no coincide; por lo que la solicitud es
rechazada247.
 No se considera importante la atención psicosocial (existen otras
prioridades).
 Muchas personas no acceden al subsidio de vivienda que acorde con el
Decreto 951 de 2001 puede ser de hasta 25 SMLMV, porque dicho
dinero no les alcanza para una vivienda; ellos no pueden dar el
excedente o porque deben gastar plata en buses, papeleo, trámites, etc y
no lo tienen248.
245 Ibídem, p 29.
246 Ibídem p 13.
247 Ibídem p 29.
248 Ibídem p 40.
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La siguiente tabla ilustra algunos datos sobre el tema:
249 Ibídem, p 32 y ss.
ASPECTO CIFRAS Y ACCESO249
NÚMERO PROMEDIO DE
PERSONAS EN EL HOGAR
5 AÑOS



























VIVIENDA SIN TÍTULO 14%
VIVE EN ARRIENDO 55%
HACINAMIENTO 50.5%
ASISTEN AL COLEGIO 7 Y 11
AÑOS
87.2%






CAPACITACION DEL SENA 17.3%
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3.2.2.3 La protección.
Si bien no está expresamente desarrollada en la referida ley, tiene que ver
con la posibilidad de poder rehacer su vida, dentro del nuevo contexto,  en
condiciones seguras  y dignas.
Bogotá cuenta desde el 2007 con jardines escolares indígenas que
atienden a niños menores de 5 años, así:
• Jardín Wawita Kunapa Wasi(Casa de Niños) del pueblo Inga (52 niños)
la Candelaria
• Jardín Uba Rhua (Espíritu de la Semilla), del pueblo Muisca de Bosa
(82 niños),
• Jardín Makade Tinikana (Caminar Caminando) del pueblo Huitoto (70
niños), localidad  de Santa Fe
• Jardín Kÿhÿsa Aguazgua (Valle de Niños) y Gue Atÿqíb (Casa de
Pensamiento) ambos jardines de pueblo Muisca de Suba (120 niños
entre los dos jardines),
• Jardín Semillas Ambika Pijao del pueblo Pijao (70 niños, localidad de
Usme)
• Jardín Wawakunapak Yachahuna Wasi (Casa de Enseñanza para
niños), pueblo Kichwa (50) niños.
El 27 de agosto de 2010 se inauguraron 4 nuevos jardines infantiles
especializados en “pensamiento ancestral de las comunidades indígenas” 2
muiscas,  (1 Bosa y 1 Suba), 1 Huitoto y 1 Pijao.”250
Sin embargo, se reitera, estas son propuestas de etnoeducación para los
250 SECRETARIA DE INTEGRACION DISTRITAL. Jardines Indígenas. Información publicada en
la página web www.bogota.gov.co link de la  Secretaría Distrital De Integración Social Jardines
Indígenas  y www.concejodebogota.gov.co concejal Ati Quigua.
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indígenas originarios de Bogotá o migrantes, no para los desplazados, no
hay propuestas etnoeducativas para los Nasa o los Kankuamo o los
Embera, aunado que son en el grado de jardín, ni siquiera de primaria o
bachillerato.
En temas como vivienda, acorde con su cultura,  religión,  trabajo; la política
consagrada en el Acuerdo 359 de 2009, establece postulados desde el
punto de vista teórico, sin embargo no existe en el Plan Distrital De
Desarrollo, ni en el presupuesto local una meta o  partida económica al
respecto, por lo cual dicho tema queda sin respuesta.
3.2.2.3.1 La consolidación y estabilización socioeconómica:
Hace alusión al retorno a sus lugares de origen en condiciones seguras o al
reasentamiento mediante la implementación de proyectos productivos,
reformas agrarias, microempresas, capacitación por ejemplo a través del
SENA, atención social en salud, educación y vivienda, (subsidios de
vivienda).
El principio 28 de ACNUR relativo al desplazamiento forzado establece:
“Las autoridades competentes tienen la obligación  y responsabilidad
primaria de establecer las condiciones y proporcionar los medios que
permitan el regreso voluntario, seguro y digno de los desplazados
internos a su hogar, o su lugar de residencia habitual, o su
reasentamiento voluntario en otra parte del país. Estas autoridades
tratarán de facilitar la reintegración de los desplazados internos que han
regresado o se han reasentado en otra parte. “
Se han explorado alternativas de empleo temporal o permanente para las
familias desplazadas que manifiesten su voluntad de acogerse a esta
alternativa. Para ello se han establecido convenios con empresas privadas,
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la Iglesia, la Casa Editorial El Tiempo, Misión Bogotá y Taller de Vida; con el
fin de ofrecer cursos de capacitación para la adaptación de la población
desplazada a las necesidades del mercado laboral en la ciudad y brindar
oportunidades laborales.
En vivienda, se busca divulgar los procedimientos para acceder a los
programas habitacionales, subsidios y créditos, para lo cual los desplazados
deben acudir al Inurbe.
Por otra parte, el Distrito colabora con los procesos voluntarios de traslado a
otras regiones o de retorno a los lugares de origen de la población
desplazada que así lo desee, siempre y cuando las condiciones de orden
público y seguridad lo permitan.
En estos casos, la Unidad de Atención Integral a la Población Desplazada,
en coordinación con la Red de Solidaridad Social-Unidad Territorial Bogotá y
el Departamento Administrativo de Bienestar Social, brindan apoyo en
pasajes terrestres de pasajeros y carga; menaje humanitario y alimentación;
viáticos y coordinación con la Unidad Territorial de la zona receptora en lo
relacionado con su asentamiento y estabilidad económica. La actual política
de vivienda para población en situación de desplazamiento cuenta con un
extenso antecedente normativo251.
251 Dentro de ellos se pueden citar Leyes: 3 de 1991, 387 de 1997, 388 de 1997, 546 de 1999, 1151 de
2007 Decretos: 2569 de 2000, 951 de 2001, 555 de 2003, 975 de 2004 y sus decretos modificatorios,
250 de 2005, 973 de 2005 y sus decretos modificatorios, 2675 de 2005 y decretos modificatorios.-
Sentencias de la Corte Constitucional: T 025 de 2004.-Autos de Seguimiento: 337 de 2006, 207 y 208
de 2007, 092, 116 y 237 de2008, 004, 005, 006, 007, 008 y 011 de 2009.-Documentos Compes: 2804
de 1995, 3400 de 2005, 6436 de 2006, 3583 de 2009, 3583 de 2009 y Políticas Públicas Distrito
Capital .
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4. EVALUACIÓN, ¿QUÉ TAN EFECTIVAS HAN SIDO LAS MEDIDAS
ADOPTADAS? PERCEPCIÓN DE LA POBLACIÓN  DESPLAZADA
INDÍGENA: CASO BOGOTÁ Y  DE LOS DIVERSOS SECTORES
(ORGANISMOS INTERNACIONALES, ONG, JUECES DE LA REPÚBLICA,
PERSONERÍA, DEFENSORÍA, ETC)
4.1 PERCEPCIÓN INDÍGENA
El responsable del tema de desplazados de la ONIC, el indígena Kankuamo
Gilberto Erlein, “El Chiche” manifiesta sobre el tema que252:
“El Estado es el único responsable del desplazamiento forzado
indígena, tanto por acción como por omisión.  Por acción porque en
algunas ocasiones se ha aliado con los paramilitares (tal y como la
propia Corte Interamericana de Derechos Humanos lo ha reconocido,
por ejemplo en el caso de la masacre y desplazamiento de Mapiripàn),
en otras porque prefiere apoyar los intereses privados  de unos pocos,
que pretenden despojarlos de sus territorios para lucrarse, siendo que
son una minoría, es decir cuatro  o cinco personas, nacionales o
extranjeras las que resultan beneficiadas a costa de todo un pueblo;  y
por omisión por no brindar las condiciones de seguridad, salud,
alimentación que le son atribuibles. El Estado fue creado para brindar
seguridad ciudadana, es decir para proteger a las personas  en su vida,
alimentación, cultura e identidad, sino cumple con ello no tiene razón de
ser” 253
El mismo entrevistado, señala que el papel de instituciones como la ONIC
es:
• Visibilizar el problema,
• Buscar un respaldo desde lo político, y
• Denunciar a nivel nacional e internacional los atentados contra la
252 ERLEIN, Gilberto. En entrevista realizada con LUZ ELENA RODRIGUEZ, BLANCA ESTER




Manifiesta que dicha entidad no puede encargarse de atender a los
desplazados indígenas, porque esa no es su función.
De otro lado, califica el papel de los cabildos que existen en Bogotá, desde
un punto de vista, como positivo para las comunidades que cuentan con
ellos, pero por otro, negativo porque el Estado desliga su responsabilidad y
se la endilga a los cabildos. Por ejemplo, refiere que la salud y los
beneficios que otorga el Distrito, van a los integrantes del cabildo, por
convenios, pero no a quienes están por fuera de ellos; lo que se traduce en
que los Muiscas, los Pijaos, los Inga y los kitchwa logran cierta atención de
las autoridades locales, pero los más de 20 grupos indígenas diferentes no.
Sin embargo, concluye afirmando, que  el responsable de atender a la
población desplazada es el Estado porque para ello fue creado.
De otro lado, manifiesta que si en alguna ocasión se consagran programas
indígenas, todos ellos parten de la igualdad. Es decir, se considera que los
indígenas Nasa, Guayabero, Inga, etc., presentan las mismas necesidades
y pueden adecuarse a unas mismas circunstancias, pero no se tiene en
cuenta que ellos internamente son diversos y merecen un trato especial.
El citado entrevistado argumenta, que no existe voluntad política para
atender el tema de los desplazados indígenas, que no hay garantías. La
solución implica inversión económica y no hay voluntad de destinar
presupuesto para el tema. Cita el ejemplo del I.C.B.F. quien legalmente
tiene la atribución de velar por la protección de los menores, sin embargo si
uno se dirige a dicha institución, ve que  teóricamente tienen consagrada
una atención diferencial, pero en la práctica, los niños indígenas reciben el
mismo trato que los demás.
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Frente a las ayudas humanitarias, señala que  son muy demoradas.
Propone la creación de escuelas educativas para  cada comunidad y
vitrinas comerciales propias. También expresa que se debe propender por
la estabilidad de las familias indígenas  en vivienda, salud, educación y
hacer programas de divulgación y seguimiento o monitorias al tema.
La solución, indica,  no es darles dinero, como tampoco el  asistencialismo;
es no discriminarlos, apoyarlos con proyectos productivos, tratarlos con
dignidad, visibilizarlos. Se requiere concienciar a la población, sobre la
situación de los indígenas ya que un gran problema es la discriminación, la
burla y el desprecio de la gente hacia ellos.
Una política diferencial, según  Erlein, debe tener en cuenta:
a) El territorio
b) La autonomía
c) La identidad, y
d) La cultura
Se debe reconocer:
• Los diferentes tipos de población: no es igual un Pijao, a un Embera a
un Cascajero o Zenù.
• Se debe fortalecer  la organización de esos pueblos, no con cabildos,
sino con estructuras propias.
• Se debe propender por la estabilización social y económica. “No  es dar
una libra de arroz, es permitir que el indígena pueda con su trabajo
comprarla o producirla” 254.
• Los programas deben ser a futuro, buscar la permanencia, la existencia
del grupo, en contra de su extinción cultural. “Deben partir de los
254 Ibídem.
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indígenas, ser hechos por indígenas y apoyados por el gobierno”. 255
No construidos por el gobierno e impuestos a los indígenas. Los
indígenas  son los que conocen sus necesidades y cómo solucionarlas.
Sin embargo, para él, la única respuesta posible es su territorio, mientras el
Estado no se los devuelva, no habrá una respuesta al desplazamiento.
Seguidamente, expuso que  la política de retorno debe partir de:
a) “Que el retorno sea voluntario.
b) Que se garantice el acceso a sus territorios (que actualmente están en
manos de los grupos insurgentes o de las multinacionales o están
minados), y
c) Que se garantice que los hechos no se vuelvan a repetir”.
Pese a ello,  hay personas que no van a retornar, se requiere una
infraestructura en Bogotá que permita su adaptación. Se debería:
• Contar con hogares de paso indígenas (lugares donde puedan dormir),
• Casas de educación con enfoques productivos, y
• Vitrinas comerciales.
Por otra parte, el Defensor Delegado para Derechos Indígenas  de la
Defensoría del Pueblo e integrante de la comunidad Inga, Gabriel Mujuy, al
referirse sobre los responsables del desplazamiento indígena, manifiesta:
255 Ibídem.
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“En los últimos años, hay factores como el conflicto armado, en el que
tanto  los actores ilegales  (guerrilla y paramilitares), como en algunas
circunstancias  los agentes del Estado,   han cometido actos que han
llevado a la gente a desplazarse. Otra causa es el narcotráfico.  Un
factor más  que ha incidido en el desplazamiento, ha sido la aplicación
de políticas no adecuadas, como la de fumigación, que ha afectado la
base alimentaria, el medio ambiente y conlleva a problemas de salud, lo
que conduce  a desplazarse. La no presencia efectiva del Estado en
muchas regiones, es una causa más, para que  algunos agentes
armados irrumpan en estos sectores y les toque a los indígenas
afrontar dicha problemática  solos y terminen en últimas abandonando
su territorio”256.
Frente a la pregunta si el Estado es responsable del desplazamiento, el
doctor Mujuy respondió:
“Es responsable en dos sentidos: primero, la no presencia propia del
Estado, frente a las comunidades  y el desarrollo; y segundo, ya que en
muchas circunstancias, agentes del Estado han hecho con sus
actuaciones indebidas  e ilegales, que la gente deba desplazarse.
Finalmente hay que tener en cuenta  que el Estado es responsable de la
honra y seguridad de  todos los ciudadanos, por eso, muchas
comunidades indígenas, dado que no han encontrado una respuesta
efectiva del Estado en cuanto a seguridad y protección, han acudido a
instancias internacionales como la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos de la O.E.A., que   ha hecho requerimientos al
Estado Colombiano en el sentido de tomar medidas cautelares. Pese a
ello, en este momento hay varias comunidades indígenas que están en
situación de riesgo de desplazamiento o de seguridad, como por
ejemplo, los indígenas Wiwa en la Sierra Nevada; los Embera Katío de
Tierra Alta - Córdoba.; porque no han encontrado respuesta del Estado
en cuanto a su responsabilidad” 257.
Al ser interrogado sobre si el Estado era consciente de su responsabilidad en
el tema del desplazamiento indígena y  había  hecho algo para modificar
dicha problemática, manifestó que si lo era, pero no había asumido una
256 MUJUY JACAMANDOY, Gabriel. Defensor Delegado para Asuntos Indígenas de la Defensoría
del Pueblo. Entrevista realizada por Clara Cecilia Suárez y Luz Elena Rodríguez,,  el día 14 de abril
de 2008, en la sede de la Defensoría del Pueblo, Bogotá.
257 Ibídem.
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actitud idónea para erradicar dicha situación; ya que si se observaba lo
ocurrido en las audiencias de seguimiento de la sentencia T-025 de 2004
llevadas a cabo por la Corte Constitucional, se podía concluir que muchas
“cosas siguen pendientes, por eso la Corte ha dicho que si no hay una
respuesta efectiva, va a pasar a otras medidas” 258.
Así mismo, argumentó que el otro problema del manejo del Estado
Colombiano frente al desplazamiento, era el presupuestal, ya que según un
informe de ACNUR del año 2004, el déficit entre lo destinado y lo que
realmente debía invertirse era de 500.000 millones259,  con lo cual se podía
concluir, que tal vez los recursos si los había, pero se debían priorizar las
políticas públicas al respecto, ya que muchos desplazados en Bogotá siguen
deambulando por falta de atención del sistema.  Todo el mundo se disculpa
argumentando la inexistencia de dineros, es decir, “El Estado es consciente,
pero no basta la buena voluntad”.260
Frente a la  posición que  han adoptado los grupos indígenas, señala que es
positiva, que la gente no se cansa pero a pesar de ello el tejido social se ha
venido debilitando lo que hace que la fuerza de exigencia de sus derechos
sea cada vez más leve. Los indígenas sobreviven porque no tienen más
alternativa ya que en su lugar de origen continúan los problemas de
seguridad y no pueden regresar.  Algunos retornan, porque prefieren estar
allá que aguantando hambre y sin techo  en  Bogotá; sin embargo, la
mayoría mantienen una gran capacidad de resistencia,  permitiendo que las
instituciones no tomen una actitud seria, de responsabilidad frente a la
atención.





Nacional Indígena, ONIC261,  a  desplazados provenientes de diferentes
regiones del país y  comunidades, tales como Cascajero del Chocó,
Mariapolis del Amazonas, El Guacamayo, Zenú de Córdoba,  provenientes
del resguardo de Caño Negro y Sirianos de la Orinoquia,  Nasa del Cauca y
Coyaima del Tolima (Pijao), entre otros;  con el objeto de establecer quién
era el responsable de su situación de desplazamiento, si  al Estado le podría
caber responsabilidad y en caso afirmativo,  si de  algún modo la había
asumido, extractamos las siguientes conclusiones:
Dentro de la población encuestada, la mitad hombres y la mitad mujeres,
encontramos que oscilaban entre treinta y cincuenta años y que se
dedicaban a diferentes actividades como la agricultura, la artesanía, danza
tradicional, el hogar y que muchos de  ellos no podían practicar esas
actividades en Bogotá,  por la diferencia de condiciones presentes en la
capital, frente a su lugar de origen. Pese a que el 80 % vive con su familia y
el mismo porcentaje sigue manteniendo contacto con su comunidad
específicamente por teléfono celular,  sorprende en las encuestas que el
40% manifieste que no quiere regresar (al menos mientras subsista la
situación de violencia).
Como muestra el gráfico “Causas del Desplazamiento”, se evidencia que la
primera causa de desplazamiento dentro de la población indígena es el
conflicto armado, dentro del cual sobresale como primer agente la guerrilla,
seguido por los paramilitares y las Fuerzas Militares. Los integrantes
encuestados  del grupo Cascajero, señalan al “E.R.G. Ejército Revolucionario
Guevarista”, como el actor responsable de su desplazamiento; pese a que
supuestamente están desmovilizados.
261 INDIGENAS DESPLAZADOS EN BOGOTA. Encuestas practicadas por LUZ ELENA
RODRIGUEZ y CLARA CECILIA SUAREZ. ONIC, Bogotá, 25 de  Agosto  de 2008.
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Es dable anotar, que según el encargado del tema de desplazados de la
ONIC, algunos indígenas  se vieron obligados a declarar ante el registro de
población desplazada, que el actor causante de su migración había sido la
guerrilla, ya que si informaban que eran los paramilitares, no los registraban
como tales262.
De otro lado, de la gráfica denominada “Responsabilidad del Estado” se
infiere  que las víctimas vinculan su problemática con  la razón de ser del
Estado como garante de los derechos fundamentales. Dentro de los motivos
aducidos por los encuestados se encuentra el abandono del mismo, las
políticas  equivocadas, la corrupción y la ineficiencia.
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Frente a la pregunta por qué consideraban que el Estado era responsable de
su situación, ellos manifestaron:
Si bien, en primera instancia, los desplazados buscan ayuda de alguien que
les genere confianza (como en este caso las autoridades indígenas y las
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Organizaciones No Gubernamentales (O.N.G.)), cierto es, que existen otras
instituciones del orden nacional y distrital, que han suplido de manera parcial
sus necesidades, a las que por lo general algunos acuden en  busca de
ayuda humanitaria y a cumplir con el registro de su estado de desplazados.
Obsérvese, que aunque el 70% manifiesta que ha recibido ayuda del Estado
principalmente en materia alimentaria, de educación y de salud; y de
entidades como ACCION SOCIAL y las U.A.O.; en su mayoría califican dicha
prestación de forma negativa (50%) y un 10% no la califica.
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4.2 PERCEPCIÓN DE ACADÉMICOS Y ORGANISMOS NO
GUBERNAMENTALES
Para el Magistrado de la Corte Constitucional, doctor Luis Ernesto Vargas
Silva263, es innegable el impacto desproporcionado que se ha causado
por el desplazamiento forzado y la violencia sobre comunidades
indígenas y afro descendientes en Colombia, respecto de la vulneración
tanto de sus derechos individuales como colectivos. Dentro de éstos
últimos, resalta el derecho colectivo a la tierra, el cual ha sido reconocido
como un derecho fundamental en diversas decisiones de la Corte.
En cuanto al derecho al patrimonio cultural, el cual está intrínsecamente
ligado con la identidad de estos grupos étnicos y comprometen su
existencia, la Corte ha reiterado que el delito de desplazamiento forzado
atenta gravemente contra la subsistencia y supervivencia de las
comunidades indígenas, particularmente en razón del despojo de su
territorio, el cual constituye  fundamento de las formas tradicionales de
producción; así como, contra las costumbres y prácticas culturales
ancestrales.
Afirma el doctor Silva, que en el Auto 004 de 2009 se detectaron los
problemas más relevantes del desplazamiento indígena y se expusieron
las formas como el gobierno debía enfrentarlos, para tratar de evitar el
exterminio de las comunidades.
En cuanto a  la evaluación de la respuesta estatal, señala que la Corte (a
través de los diferentes informes recibidos de parte de los organismos del
Estado), evidenció que la respuesta dada a este problema era”precaria,
263 VARGAS SILVA, Luis. Ponencia en el marco del 6º. Encuentro de la Jurisdicción
Constitucional, sobre el “desplazamiento forzado en Colombia: medidas de protección a
comunidades indígenas y afrodescendientes”, o.c.
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teniendo en cuenta que solo se habían expedido normas, políticas y
documentos formales, que no han tenido claras repercusiones prácticas para la
superación de la grave situación de afectación de los derechos fundamentales de
los pueblos indígenas”264.
Adujo, que la Corte, en procura de velar por los derechos de esta
población, ha reiterado de forma constante la aplicación de la consulta a
las comunidades indígenas, cada vez que se vayan a tomar medidas
legislativas o administrativas que las afecten. Por ejemplo: en las tutelas
referidas a la explotación minera, a través del análisis de tratados
internacionales que puedan afectarlos, estudiando los estatutos como el
de desarrollo rural, el estatuto forestal e incluso recientemente se ha
venido estudiando ¿hasta dónde los puede afectar “la falta de consulta a
las comunidades indígenas, en la propia generación de actos legislativos
reformatorios de la Constitución”?265.
Destaca, que es importante tener en cuenta que, a  esta clase de
comunidades no puede decírsele que los  van a indemnizar de manera
patrimonial, o  trasladar a un sitio determinado; porque ellos están
vinculados estrechamente a sus territorios ancestrales.
En cuanto al cumplimiento por parte del Estado Colombiano de las
órdenes relativas al diseño e implementación de una política integral con
enfoque diferencial, señala que la Corte no ha encontrado una perspectiva
étnico-racial, de género, o de discapacidad,  lo que necesariamente





Argumentó entonces, que el desplazamiento obliga al Estado Colombiano
a construir una política pública que contemple de manera específica las
características socioculturales de la  población indígena, previendo
indicadores de gestión, datos estadísticos y presupuestales, que pusieran
ante todo de relieve su esencia cultural, ya que las acciones adelantadas
por el gobierno no constituyen una política integral, sino incipientes
avances para la inclusión de la población indígena como beneficiarios de
las herramientas políticas del Estado. “Los esfuerzos  del gobierno no son
proporcionales a la enorme magnitud de la afectación que ha ocasionado
el desplazamiento de estas comunidades” 266.
Por último, destacó que el Estado no cuenta con un diagnostico oficial e
idóneo, de la situación de la población étnica desplazada, problema que
debe abordarse con urgencia, ya que ello  hace que cualquier decisión
política, se convierta en un paso incierto. “La ausencia de diagnósticos
idóneos, impide que  se  diseñen  programas, y proyectos con metas
definidas, y se disponga del presupuesto requerido en cada vigencia
fiscal” 267.
Para el Comité Internacional De La Cruz Roja268, la respuesta estatal debe
permitir un “sistema de sustento” a la población desplazada y enfocarse en
tres acciones:
1. La capacidad de responder a la crisis.
2. La capacidad de recuperarse, de adaptarse al cambio,  y




268 C.I.C.R. , Una Mirada A La Población Desplazada En Ocho Ciudades De Colombia, Respuesta
Institucional Local, Condiciones De Vida Y Recomendaciones Para Su Atención”, o.c., p 6 .
158
El C.I.C.R.  recomendaba,  en 2007269,  aumentar el tiempo de las ayudas,
ya que un año no es suficiente para la auto sostenibilidad, variar la cantidad
y la calidad de la comida, profundizar en las medidas de estabilización
socioeconómica, brindar una atención más humana, mayor atención
psicosocial con enfoque diferencial, mejor coordinación entre las entidades
estatales y  mejorar en la evaluación y medición de indicadores.
El doctor Temístocles Ortega Narváez, Ex gobernador del Departamento del
Cauca, Ex Magistrado de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura y experto en jurisdicción indígena, al ser preguntado sobre  si el
Estado era responsable o no del desplazamiento indígena, manifestó:
“El Estado es responsable de garantizar la vida, honra, bienes y derechos de
personas, cuando esos derechos no se garantizan, hay allí sin duda
responsabilidad del Estado”. Continúa afirmando que, la presencia del
Estado en muchas zonas indígenas,  como campesinas,  es obligatoria, por
tanto no es fácil que puedan sustraerse de buena parte de esa
responsabilidad270.
Frente al interrogante de sí el Estado era consciente de esa responsabilidad
y había asumido la misma, señaló: Que el “Estado es consciente y hace
esfuerzos al respecto, pero,  el conflicto colombiano tiene muchas raíces, lo que  lo
hace muy complejo…. No es  posible responsabilizar exclusivamente al Estado.
Hacen   falta muchos más esfuerzos, más voluntad para reconocer y garantizar sus
derechos, ya que hay  una “mirada de soslaya a los indígenas, lo que contribuye  a
que el problema se relegue”271.
269 C.I.C.R. Una Mirada A La Población Desplazada En Ocho Ciudades De Colombia, Respuesta
Institucional Local, Condiciones De Vida Y Recomendaciones Para Su Atención”, o.c., p 35-
270 ORTEGA NARVÁEZ, Temístocles. Entrevista citada.
271 Ibídem.
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Para CODHES, los principales problemas en el desplazamiento forzado
indígena pueden  concretarse en272:
a) La invisibilización del problema, con ocasión de:
• La falta de una política seria por parte del Estado en lo referente a
desplazamiento.
• La inexistencia de una política diferencial indígena,
• La dinámica indígena de resistencia.
• La imposibilidad de acceder a la información básica, como
consecuencia de lo cual se presenta un subregistro de la población
desplazada y una evidente contradicción, entre las cifras manejadas por
dicha entidad y acción social.
b) La no prevención del fenómeno, ya que la política de “seguridad
democrática” ha aumentado el fenómeno, en vez de disminuirlo.
c) Acción Social  tiene su sede en Bogotá,  pero no hay un
acompañamiento en las zonas rurales.
La Comisión Colombiana de Juristas, argumenta como un gran problema, el
hecho de que según Acción Social, solo son desplazados los que se
registran como tales273.
Para el Instituto Latinoamericano de Estudios Alternativos, ILSA, acorde con
la investigación “El limbo en la tierra” a propósito del proceso de retorno de
70 familias desplazadas con ocasión de la masacre del Naya, es dable
señalar:
272 SUÁREZ, Harvey Danilo; HENAO, Diego, CODHES. “El Desplazamiento Forzado Indígena en
Colombia”, o.c.  p 3 y 4.
273 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Informe De Seguimiento A La Aplicación De Las
Recomendaciones De Relator Especial De Naciones Unidas Sobre Los Derechos Humanos Y
Libertades Fundamentales De Los Pueblos Indígenas, 2005 – 2008, o.c. p 8 .
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“Es claro que el papel jugado por el Estado, antes de  emprender el
regreso o la reubicación, tiene un efecto en el proceso de retorno. Dos
son las variables que se identificaron como determinantes: la
disposición de recursos (mientras más garantes de los derechos a la
protección y a la atención humanitaria de emergencia, mayor
cumplimiento del Estado con sus obligaciones) y la gestión (a mayor
capacidad de gestión, mayor capacidad de responder de manera
adecuada con las obligaciones).
Para el caso del Naya (como en los casos de Bojayá y San Carlos) el
cumplimiento del Estado fue mínimo, se circunscribió a los tres meses
determinados por el Decreto 173 de 1997 y 2569 de 2000274”.
El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados,  considera
frente a la problemática del desplazamiento indígena, que se observan como
avances más relevantes los siguientes275:
1. La dinamización de los espacios de consulta y concertación previstos por
ley (Mesa Permanente de Concertación-, Comisión Nacional de Tierras y
Comisión Nacional de Derechos Humanos- Decretos 1397 y 1396 de 1997-),
para la construcción y concertación de un documento de política de derechos
humanos de los pueblos indígenas, con un capítulo dedicado al
desplazamiento internamente forzado.
2. La construcción del Plan Estratégico para la Prevención, Protección,
Atención y Reparación, al Desplazamiento Interno Forzado Indígena de la
Organización Nacional de Indígenas de Colombia (ONIC), diseñado con en el
apoyo del ACNUR.
274CAICEDO, Luz Piedad; y otros, I.L.S.A. Desplazamiento interno, balance de una política, libro 3
“El limbo en la tierra, Retornar no es solo volver”, primera edición. Bogotá, ILSA, Septiembre de
2006, p 86.
275 ACNUR; INSTITUTO INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS. Consulta Regional
Especializada Sobre Migraciones Indígenas, Ponencia: Colombia, Desplazamiento Indígena Y
Política Pública: Paradoja Del Reconocimiento. San José De Costa Rica, IIDH,  mayo 17 de 2006, p
16.
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3. Las recientes propuestas de revisión a los formatos de declaración desde
una perspectiva intercultural.
4. Las medidas adoptadas para, dos de las doce comunidades indígenas en
riesgo de extinción, de acuerdo con el Informe del Relator Especial Rodolfo
Stavenhaguen.
5. La convocatoria del Comité de Reglamentación y Evaluación de Riesgos
(CRER) con el objeto  atender la situación específica de los indígenas.
6. La formulación de modelos de atención diferencial para desplazados
indígenas en Bogotá.
De igual manera, señala que el primer año de aplicación de la Estrategia de
Transversalización y Protección de la Diversidad del ACNUR, permite
reportar los siguientes resultados:
1. “Los pueblos indígenas desplazados o en riesgo de desplazamiento
que hacen parte de la ONIC han participado activamente en el
diseño y construcción de políticas públicas con enfoque diferencial
étnico, han avanzado en la construcción de procesos de
representatividad en los espacios del SNAIPD y en la elaboración
de planes de acción en las distintas fases del desplazamiento.
2. Se ha construido una red interinstitucional para la atención de la
población indígena desplazada en Bogotá y se ha avanzado en el
diseño de un modelo de atención diferencial, a través de una
respuesta integral del Estado liderada por las instituciones del
Distrito y el Consejo Distrital de atención a la población desplazada.
3. Se ha fortalecido y promovido el liderazgo de la Dirección de Etnias
del Ministerio del Interior y de Justicia en el SNAIPD.
4. Se han construido recientemente planes de atención integral para
comunidades indígenas en riesgo de desplazamiento.”276
276 Ibídem  p 18.
162
Sin embargo, ACNUR también reconoció  que el  contexto actual del conflicto
armado en Colombia, sigue  poniendo en peligro la supervivencia de pueblos
indígenas  enteros y destruyendo brutalmente su historia.
En cuanto al enfoque diferencial étnico, de género y edad,  expresa que no
es un capricho, sino un deber establecido por el marco nacional e
internacional de protección a los desplazados internos y una respuesta a la
garantía efectiva del goce del derecho a la igualdad y a la no discriminación.
En Colombia, la construcción y operativización de este enfoque en la política
pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno
forzado, es condición sine qua non para el restablecimiento del conjunto de
derechos individuales y colectivos de los pueblos indígenas desplazados y
en riesgo de desplazamiento. De su definición y puesta en marcha, depende
en gran medida la integridad y supervivencia física y cultural de buena parte
de los pueblos indígenas profundamente afectados por el conflicto armado.
Frente al enfoque diferencial étnico, señala la ponencia, que se debe
garantizar, al menos,   el desarrollo de los siguientes principios:
- Igualdad: lo que se traduce en  el reconocimiento de la diversidad y la
garantía al conjunto de sus derechos individuales y colectivos consagrados
por el marco jurídico de protección a las personas internamente desplazadas
y por la Constitución Política de 1991. Así mismo, la identificación de las
situaciones de impacto diferencial del conflicto armado en distintos sectores
de población (niños, jóvenes, mujeres, hombres y adultos mayores) y el
reconocimiento de los grupos más vulnerables.
- Diversidad: Tolerancia y respeto a la diferencia (aún en la diferencia) y
garantía al conjunto de derechos colectivos e individuales de los grupos
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indígenas por medio de acciones afirmativas o programas especiales
dirigidos a fortalecer la autonomía, el control territorial y la jurisdicción
especial de las autoridades étnicas del nivel nacional y local.
- Concertación: Es necesaria la participación y consulta de las comunidades
y autoridades indígenas en la construcción de la solución y de políticas
públicas de prevención, protección y atención al desplazamiento forzado, por
medio de una gestión coordinada entre el nivel nacional y local, el Estado, las
autoridades étnicas, las organizaciones no gubernamentales y la
cooperación internacional.
- Integralidad: Lo que Implica: i) complementariedad de derechos civiles y
políticos-derechos económicos, sociales y culturales y derechos colectivos de
las minorías étnicas; ii) continuidad en las diferentes fases del ciclo del
desplazamiento; iii) respuestas conjuntas de los diferentes mecanismos de
protección; iv) visibilización de necesidades de los grupos poblacionales más
vulnerables.
- Sostenibilidad: Generación de soluciones duraderas en función de la
progresividad de los derechos de los pueblos indígenas.
- Adaptabilidad: Capacidad de transformar adecuadamente los mecanismos
de protección y exigibilidad de los derechos civiles y políticos, derechos
económicos, sociales y culturales, y derechos colectivos de las minorías
étnicas a nuevos contextos.
Para el Alto Comisionado es claro que el desarrollo de los principios en
mención, implica procesos interculturales inéditos, que pasan
necesariamente por la reconstrucción de las relaciones Estado-Pueblos
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Indígenas, a través de procesos de diálogo, acción y reflexión intercultural,
que confrontan a ambas partes con las dificultades del Reconocimiento.
Ya en el tema del reconocimiento, señala que se deben implementar
múltiples acciones encaminadas a obtener reconocimiento jurídico;
institucional; a las organizaciones y autoridades indígenas en la construcción
de su papel activo para la búsqueda de soluciones duraderas; y,  a la
necesidad de un seguimiento sistemático a la política pública de atención y
prevención al desplazamiento indígena277.
4.3 PERCEPCIÓN DE AUTORIDADES DE LA RAMA EJECUTIVA Y
ORGANISMOS DE CONTROL
El Gobierno considera que le ha cumplido a los desplazados, en la medida
de sus posibilidades. Así lo ha expresado en los diversos informes que ha
rendido a la Corte Constitucional, al Congreso de la República y a la
comunidad internacional.
En el informe al Congreso 2009 – 2010, el Ministerio del Interior y de
Justicia dedicó media página, (de las 46), al tema del desplazamiento y otra
media a los asuntos indígenas, en ellas señaló:
“En cumplimiento de su compromiso de reivindicar a los desplazados, el
Gobierno nacional, entre 2005 y 2010, ha desarrollado 318 planes
integrales únicos para esa población.
En 2008 se diseñó e implementó el Sistema de Información de
Coordinación y Seguimiento Territorial –SICST- para la recolección,
procesamiento y análisis de información general y específica de
esfuerzos presupuestales y administrativos de los entes territoriales en
cuanto a la atención integral a la población desplazada. En
cumplimiento de su compromiso de reivindicar a los desplazados, el
Gobierno nacional, entre 2005 y 2010, ha desarrollado 318 planes
integrales únicos para esa población” 278:
277 Ibídem p 18.
278 MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA. Informe Al Congreso de la República, 2009.
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Mas adelanta afirma:
“Con el propósito de fijar una política de Estado para la salvaguarda de
los pueblos indígenas, el Gobierno decidió ampliar este programa dando
cobertura no solo a los 34 pueblos señalados por la Corte, sino al total
de la población indígena del país (102 pueblos indígenas). La propuesta
de política pública para los pueblos indígenas tiene varios enfoques:
diferencial, territorial, humanitario, restitutivo y de derechos. A julio de
2010 estarán instalados 15 planes de salvaguarda de los pueblos
indígenas”279.
Coherente con ello, el Ministerio del Interior se ha propuesto dentro del plan
operativo 2010, el Diseño del Programa de Garantías de los Pueblos
Indígenas afectados por el desplazamiento280, del cual a julio de 2010 había
cumplido el 0%281.
De otro lado, el Dr. Diego Molano Aponte, Director de Acción Social,
durante su intervención en el Sexto Encuentro de la Jurisdicción
Constitucional referente al desplazamiento forzado en Colombia, tras
reconocer el carácter histórico de la sentencia T 025 de 2004, proferida
por la Corte Constitucional,  afirma que el desplazamiento forzado no es
un problema reciente y cuestiona  “la medición del goce efectivo de
derechos”, es decir hasta que punto un porcentaje puede medir dicho
indicador. Para él, los logros más significativos han sido en:
identificación, educación  (con cobertura del 90%) y   salud (88%)282.
Bogotá, 31 de mayo de 2010, p 10.
279 Ibídem, p 34.
280 MINISTERIO DE INTERIOR Y DE JUSTICIA. Plan Estratégico y de Acción 2010, Sector
Administrativo del Interior y de Justicia. Bogotá, 2010,  p 26.
281 Ibídem.
282 MOLANO APONTE, Diego. Director de ACCION SOCIAL. Ponencia en el marco del 6º.
Encuentro de la Jurisdicción Constitucional, sobre el “desplazamiento forzado en Colombia:
medidas de protección a comunidades indígenas y afrodescendientes”, Bogotá, 2 de septiembre
de 2010, auditorio Gonzalo Jiménez de Quesada.
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En  el Documento Guía para la Entidades Territoriales, Acción Social
manifiesta  que ha realizado las siguientes acciones para solucionar el
desplazamiento forzado:
• “Conformación de grupo de trabajo interinstitucional, entidades del
SNAIPD.
• Documento propuesta de lineamientos y contenidos del Programa
de Garantía de Derechos como insumo para la concertación con las
organizaciones y pueblos indígenas.
• Concertación de la metodología para la formulación del Programa
de Garantías en el marco de la Mesa Permanente de Concertación
con los pueblos indígenas (8 y 22 de mayo de 2009).
• Encuentros preparatorios para la formulación del Programa de
Garantías (Bogotá, Silvia, Piendamó, Cubará, Cumaribo, Orocué,
Leticia, Mitú, Baranoa, Maicao, Tuchín, Puerto Gaitán, San José del
Guaviare y Río Sucio (Caldas).)
• Inicio de procesos de consulta previa de Planes de Salvaguarda
(Awá, Totoroez, Coconuco, Yanacona, Cofán, Nasa)”283
Los aspectos en que el Dr. Molano, reconoce que se debe avanzar, son: la
generación de ingresos, ya que los desplazados no cuentan con un trabajo
estable, y en acceso a la restitución de tierras284. Por ello la administración
presentó al Congreso Nacional un proyecto de ley que pretende devolver
dicho bien a los desplazados del país.
El Gobierno Nacional, afirma el Director de Acción Social, ha realizado
una gran inversión en el tema de desplazamiento: “pasamos de una
inversión al año, de 120 mil millones de pesos en el 2002, a 1.5 billones
de pesos en el 2010 y esperamos mantener un proceso de incremento
notorio hasta lograr los 44 billones de pesos de que habla el Ex Ministro
283 USAID; ACCION SOCIAL. Guía para las entidades territoriales en respuesta al auto 314 de
2009, o.c. , p 107.
284 Ibídem.
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de Hacienda, para garantizar los derechos de la población”285. Reconoce
que la situación sigue siendo grave, ya que en el año 2009 fueron
desplazadas 130.000 personas de su lugar de origen y  eso implica que la
sociedad colombiana tiene que avanzar en garantizar la protección y
prevención de estas familias. Afirma, que es fundamental la vinculación de
todos los sectores, entre ellos, el de la justicia. Dentro de las políticas
planteadas por el  nuevo gobierno, señala que cobran especial relevancia
las de  vivienda, empleo y tierra286.
El Doctor  Oscar Iván Zuluaga, Ministro de Hacienda durante el Gobierno
del Dr. Álvaro Uribe, afirma que debe tenerse en cuenta el tema fiscal al
momento de plantear alternativas para la población desplazada. La deuda
externa, la capacidad de endeudamiento del país y la “inflexibilidad del
90% del gasto público” que ya está comprometido; dificultan una
respuesta estructural al problema del desplazamiento287. Además, no se
puede desatender al resto de la población vulnerable, por solventar
únicamente el problema del desplazamiento forzado288.
Los estudios que ha hecho el Gobierno concluyen, afirma el ex ministro,
que “con base en una  población de 780.000 hogares desplazados y cerca
de 3’414.000 colombianos” solucionar el tema asciende   “a una cifra que
a precios constantes del 2010, representa 44.2 billones de pesos”289,
Dentro del marco fiscal hoy vigente, que contempla los próximos diez
años, 2011-2020, la Nación tiene previstos recursos de 34 billones de
285 Ibídem.
286 Ibidem..
287 ZULUAGA, Oscar Iván. Ponencia en el marco del 6º. Encuentro de la Jurisdicción
Constitucional, sobre el “desplazamiento forzado en Colombia: medidas de protección a
comunidades indígenas y afrodescendientes”, Bogotá, 2 de septiembre de 2010, auditorio




pesos290, para atender programas de población desplazada que vayan de
una manera estructural organizada a garantizar el goce efectivo del
derecho.  Para ello han avanzado en un cronograma, que le presentaron a
la Corte Constitucional.
Según la Defensoría del Pueblo,  no se ha logrado consolidar un verdadero
plan de acción, mucho menos cumplir con el requisito de consulta previa a
las comunidades indígenas291. Por el contrario, se ha presentado una
agudización del conflicto armado en territorios del pueblo Awá (Nariño),
Eperara Siadipara (Cauca y Nariño), en la Orinoquía y en territorio del
pueblo Embera (Chocó)292, lo que ha incidido en  el asesinato de líderes
indígenas como el del señor Marino Mestizo en el Cauca293.
Blanca Pilar Rueda Jiménez,  Defensora Delegada para los Derechos de
la niñez, la adolescencia y la mujer, considera que  el Estado no ha
asumido su responsabilidad en  la medida en que “No se está abordando
con fuerza, la prevención de factores de desplazamiento, se ha
relativizado, porque ya no se dan desplazamientos masivos sino
individuales y familiares”
“Frente a la propuesta del enfoque diferencial, el gran aporte que
hizo la Corte incorporándolo en su sentencia, lo que hizo fue
evidenciar que el Estado Colombiano, a pesar de  todos los avances
legislativos, de la cantidad de cooperación que ha venido recibiendo
y de la cantidad de declaraciones que ha hecho, no tenía incorporado
el enfoque diferencial y nunca ha hecho atención diferencial para
mujeres, niños, niñas, indígenas, afros, desplazados o no
desplazados, ese ha sido el problema,  si no incorporamos el
enfoque diferencial y reconocemos que estas poblaciones tienen
derechos propios, fundamentales, válidos, sean desplazados o no; no
vamos a atender a la población desplazada con enfoque
diferencial294”.
290 Ibídem.
291 DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe A La Corte Constitucional. Bogotá, Defensoría del
Pueblo, 2009, p 52 y ss.
292 Ibídem, p 56.
293 Ibídem.
294 RUEDA JIMENEZ, Blanca Pilar. Ponencia en el marco del 6º. Encuentro de la Jurisdicción
Constitucional, sobre el “desplazamiento forzado en Colombia: medidas de protección a comunidades
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Por último, el Gobierno Distrital argumenta que, en coordinación con el
Gobierno Nacional (Vicepresidencia, Ministerio del Interior y de Justicia,
Acción Social de la Presidencia de la República), han diseñado y puesto en
marcha  medidas urgentes y especiales para proteger los derechos humanos
de la población étnica desplazada en la capital de la República; que si bien
no son suficientes, si se ha adelantado en la estructuración de una Política
Pública, en busca del cumplimiento de los fines del Estado, dirigida a la
protección del derecho a la vida, la seguridad, la supervivencia de los
desplazados y  no ser reclutados ni involucrados en la guerra, como también
la garantía de los demás derechos fundamentales civiles y políticos, así
como de los derechos económicos, sociales y culturales, de manera que se
les garanticen condiciones de vida digna en la ciudad, partiendo de la
satisfacción de sus necesidades básicas295.
Ello lo sustenta, en la formulación Del Plan Distrital Para La Atención A La
Población Desplazada aprobado mediante Acuerdo 2 de 1998, en la
creación y puesta en funcionamiento  de cinco Unidades de Atención al
Desplazado,  U.A.O., el otorgamiento de cupos educativos y subsidios de
vivienda, la aprobación del Acuerdo 359 de 2009 mediante el cual se
adoptó una política indígena en Bogotá y en la asignación presupuestal
dada al tema. El Distrito Capital afirma, que solo en el año 2007, invirtió
6500 millones de pesos en presupuesto para atención al desplazamiento en
general296.
indígenas y afrodescendientes”, Bogotá, 2 de septiembre de 2010, auditorio Gonzalo Jiménez de
Quesada.
295 ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ SECRETARIA DE INTEGRACIÓN SOCIAL.
Construyendo La Ciudad De Derechos, o.c. p 6 .
296 C.I.C.R. Una mirada a la población desplazada en ocho ciudades de Colombia, o.c. p 22.
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En su informe de gestión correspondiente al año 2009, presentado al
Concejo Distrital, el Alcalde Mayor de Bogotá, Samuel Moreno Rojas,
expone:
“El programa de atención integral a población desplazada con 15.479
nuevas familias que llegaron desplazadas a la ciudad, (fueron
atendidas) a través de las Unidades de Atención y Orientación a la
Población Desplazada (UAO), existentes en el Distrito Capital. En la
actualidad se adelanta un convenio entre la Fundación Panamericana
para el Desarrollo – (FUPAD), Acción Social y la Secretaría Distrital de
Gobierno, que ejecutará la Fundación Social, para la reformulación del
Plan Integral Único (PIU). Un evento paradigmático fue la solución
pacifica de la ocupación del Parque Tercer Milenio donde se evacuaron
7.686 personas; se atendieron con ayuda humanitaria: 1.969 familias y
se acordó que 1.272 tendrían derecho a proyecto económico.297. …
Durante el año 2009 se asignaron 1.066 Subsidios Distritales de
Vivienda a hogares en situación de desplazamiento interno forzado por
la violencia, con un compromiso de $13.112.191.700, de los cuales
$10.382.586.325 corresponden a recursos de la SDHT (Secretaría de
Hacienda Distrital) y $2.729.605.375 de Metrovivienda, estos últimos,
producto de las renuncias de beneficiarios de las vigencias 2005,2006 y
2007.298
Las investigadoras resaltan que en ningún caso se muestran avances
diferenciales. Es decir, se destacan progresos para toda la población
desplazada en general, sin identificar las ayudas directas a indígenas,
afrocolombianos, niños o mujeres.
297 ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ. Informe De Rendición De Cuentas De La Gestión
Administrativa Y Contractual Del Año 2009, Plan De Desarrollo “Bogotá Positiva: Para Vivir
Mejor”. Bogotá, Alcaldía Mayor De Bogotá, marzo de 2010, p 33.
298 Ibídem, p 306.
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4.4 ¿QUÉ HAN DICHO LOS JUECES?
4.4.1 Corte Constitucional: Sentencia T 025 de 2004 y autos de
seguimiento. Por su parte, la Corte Constitucional desde 1997 ha realizado
diferentes pronunciamientos sobre el tema, entre los que se destaca la
sentencia T-025 de 2004,  que tuteló los derechos fundamentales de
aproximadamente 1150 familias  desplazadas. Dado el hito que constituye,
se procede a su análisis detallado, en los siguientes términos:
4.4.1.1 Pretensiones de los accionantes
Los actores referían que algunos no habían sido inscritos en el registro
único de población desplazada del gobierno nacional y que otros, pese a
contar con dicho registro  no habían recibido ayuda humanitaria, orientación,
ni ayuda en proyectos productivos.  Afirmaron que las diferentes entidades
estatales a las que acudían justificaban su omisión en la falta de
competencia, la carencia de presupuesto, el que legalmente la ayuda
humanitaria solo podía prestarse por el término de tres meses, errores en la
solicitud o la ausencia del registro299.
4.4.1.2 El desplazamiento y los derechos fundamentales vulnerados:
Frente a la  gravedad del desplazamiento, el alto tribunal en la sentencia
citada se pronunció en los siguientes términos300:
“El problema del desplazamiento forzado interno en Colombia, cuya
dinámica actual tuvo su inicio en la década de los años ochenta, afecta
a grandes masas poblacionales. La situación es tan preocupante, que
en distintas oportunidades la Corte Constitucional la ha calificado como
(a) “un problema de humanidad que debe ser afrontado solidariamente
por todas las personas, principiando, como es lógico, por los
funcionarios del Estado”; (b) “un verdadero estado de emergencia
299 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-025 del 22 de Enero de 2004. M.P. Manuel José
Cepeda Espinosa. Abel Antonio Jaramillo y otros contra la Red de Solidaridad Social, el DAPRE,
Ministerio de Hacienda  y otros. Hechos de la Demanda.
300 Ibídem.
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social”, “una tragedia nacional, que afecta los destinos de innumerables
colombianos y que marcará el futuro del país durante las próximas
décadas” y “un serio peligro para la sociedad política colombiana”; y,
más recientemente, (c) un “estado de cosas inconstitucional” que
“contraría la racionalidad implícita en el constitucionalismo”, al causar
una “evidente tensión entre la pretensión de organización política y la
prolífica declaración de valores, principios y derechos contenidas en el
Texto Fundamental y la diaria y trágica constatación de la exclusión de
ese acuerdo de millones de colombianos”301.
4.4.1. 3 Políticas Públicas y desplazamiento
En el punto 6.0 de la referida jurisprudencia, la Corte Constitucional adujo:
“Las políticas públicas de  atención a la población desplazada no han
logrado contrarrestar el grave deterioro de las condiciones de
vulnerabilidad de los desplazados, no han asegurado el goce efectivo
de sus derechos constitucionales, ni han favorecido la superación de las
condiciones  que ocasionan la violación de los derechos”
En dicha providencia se expresó, que si bien el Estado  no es el generador
de desplazamiento, cuyo actor principal son los grupos armados al margen
de la ley; éste si tiene el deber de proteger a la comunidad afectada por
dicho flagelo, coherente con el deber emanado del artículo 2º constitucional.
4.4.1.4 Respuesta Estatal Al Fenómeno Del Desplazamiento
En el punto 6.1 de la providencia,  se afirma que existe una política pública
de desplazamiento en Colombia plasmada en diversos  instrumentos, tales
como, leyes, decretos, documentos CONPES, resoluciones, circulares
acuerdos y directivas presidenciales que plasman una respuesta
institucional encaminada a enfrentar la problemática de la población
desplazada y regulan de manera concreta, tanto la atención a dicha
población en sus diferentes componentes, como la actuación exigida a los
distintos organismos y servidores públicos, dentro de  los cuales hay que
301 CORTE CONSTITUCIOL. Sentencia T-215 de 2002. MP: Jaime Córdoba Triviño.
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reiterar el documento  Conpes 2804 de 1995, el Decreto 951 de 2001
(sobre subsidios de vivienda) y el Decreto 2007 de 2001 (que atribuye una
obligaciones al INCODER).
Sin embargo, enfatizó que, a pesar de que la política pública de atención a
la población desplazada, venía siendo desarrollada normativamente desde
el año 1997, no se había logrado contrarrestar la situación de vulneración
de los derechos constitucionales de esa población afectada. Dicho análisis
lo efectuó a partir de la cobertura y  del grado de satisfacción de la
población desplazada.
Concluyó que, persistían dos graves problemas: - La deficiente capacidad
institucional para implementar la política pública a seguir,  y – la escasa
asignación de recursos.
Frente al tema al tema económico, expuso la Corte Constitucional, que era
imperioso destinar el presupuesto necesario para que los derechos
fundamentales de los desplazados tuvieran plena realización.
Destacó que:
“La obligación constitucional del Estado de garantizar una protección
adecuada a quienes por razón del desplazamiento forzado interno se
encuentran en condiciones indignas de vida no puede ser aplazada
indefinidamente. Tal como lo dispone el artículo 350 de la Carta el gasto
público social, tiene prioridad sobre cualquier otra asignación. La Ley
387 de 1997 reconoció que la atención de la población desplazada es
urgente y prioritaria. La jurisprudencia de esta Corporación ha reiterado
la prelación que tiene la asignación de recursos para atender a esta
población y solucionar así la crisis social y humanitaria que representa
este fenómeno”.
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Ante la gravedad  de la crisis humanitaria presentada por el desplazamiento
forzado y dada  la urgencia de adoptar medidas que aseguraran una
atención adecuada y la efectividad de sus derechos, como  quiera que
habían transcurrido varios años sin implementar los correctivos necesarios
para garantizar el goce efectivo de los derechos a la población desplazada;
la Corte decidió que  era necesario declarar formalmente la existencia de un
“estado de cosas inconstitucional” relativo a las condiciones de vida de la
población internamente desplazada, y adoptar los correctivos judiciales
correspondientes respetando la órbita de competencia y la pericia de las
autoridades responsables de implementar las políticas correspondientes y
ejecutar las leyes pertinentes. Señalando,  que era deber de  las autoridades
nacionales y territoriales, dentro de la órbita de sus competencias,
establecer las medidas que permitieran superar tal estado de cosas.
4.4.1.5. El Estado Social de Derecho y los deberes constitucionales de
las autoridades, frente a la dimensión prestacional de los derechos:
El Estado tiene una razón de ser y coherente con ella, debe corregir las
“visibles desigualdades sociales”, facilitar la inclusión de los grupos
desfavorecidos y promover el “mejoramiento progresivo de las condiciones
materiales de existencia” de dichas comunidades. Por ello, la Corte ha
indicado que se imponen dos clases de deberes para el Estado.
“adoptar e implementar las políticas, programas o medidas positivas
para lograr una igualdad real de condiciones y oportunidades entre los
asociados y al hacerlo, dar cumplimiento a sus obligaciones
constitucionales de satisfacción progresiva de los derechos económicos,
sociales y culturales básicos de la población -en aplicación de lo que la
jurisprudencia constitucional ha denominado “cláusula de erradicación
de las injusticias presentes”. Y, por otra, debe abstenerse de adelantar,
promover o ejecutar políticas, programas o medidas ostensiblemente
regresivos en materia de derechos económicos, sociales y culturales,
que conduzcan clara y directamente a agravar la situación de injusticia,
de exclusión o de marginación que se pretende corregir, sin que ello
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impida avanzar gradual y progresivamente hacia el pleno goce de tales
derechos302.
Igualmente, reitera  que, el que sea un derecho progresivo no significa que el
Estado pueda darse el lujo de eludirlo siempre.  Hay unos derechos mínimos
que deben ser satisfechos en cualquier circunstancia  por las autoridades ya
que tienen un vínculo inescindible con la “subsistencia digna” ellos son:
a) El derecho a la vida
b) El derecho a la dignidad y la integridad física
c) El derecho a la familia y la unidad familiar
d) El derecho a una subsistencia mínima
e) Derecho a la salud de urgencia, en enfermedades directas y prevención
de epidemias.
f) Derecho a la protección
g) Derecho de los menores a una educación básica.
h) Derecho a la estabilización socioeconómica.
i) Derecho al retorno voluntario, seguro e informado, y al restablecimiento.
A efectos de asegurar el goce efectivo, no teórico, de los derechos
fundamentales, la Corte Constitucional emitió dos tipos de órdenes: unas de
ejecución compleja, relacionadas con el estado de cosas inconstitucional y
dirigidas a garantizar los derechos de toda la población desplazada. Tales
órdenes buscaban que las entidades encargadas de atender al grupo
vulnerable establecieran, en un plazo prudencial, y dentro de la órbita de sus
competencias, los correctivos que fueren necesarios para superar los
problemas de insuficiencia de recursos destinados y de precariedad de la
capacidad institucional para implementar la política estatal de atención a
dicha población.
302 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-671 de 2002. M.P. Eduardo Montealegre Lynett.
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Y las segundas órdenes, de carácter simple, dirigidas a responder las
peticiones concretas de la acción de tutela objeto de estudio.
La Corte, teniendo en cuenta los instrumentos legales que desarrollan la
política de atención a la población desplazada, su  diseño  y los
compromisos asumidos por las distintas entidades, y apelando al principio
constitucional de colaboración armónica entre las distintas ramas del poder,
profirió directrices a diferentes organismos, como el Consejo Nacional de
Atención Integral a la Población Desplazada, al tiempo que dispuso la
concurrencia de otros, como el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y
Planeación Nacional, para que contribuyeran  a que las metas
presupuestales que se  requerían para la política de atención a la población
desplazada se alcanzaran.
En cuanto a las entidades territoriales dispuso que  éstas debían adoptar
decisiones que garantizaran un mayor compromiso, como lo ordena el
artículo 7 de la Ley 387 de 1997, al señalar que las autoridades territoriales
convocarán los Comités de Atención a la Población Desplazada, siendo
deber del gobierno nacional, por intermedio del Ministerio del Interior,
promover su creación. Para dar cumplimiento a dichas órdenes, se
concedieron plazos breves.
4.4.1.6 Autos de Seguimiento:
Mediante los autos 176, 177 y 178 de 2005 la Corte Constitucional hizo
detallados análisis de la información recibida en relación con las órdenes
contenidas en los diferentes ordinales de la parte resolutiva de la sentencia
T-025 de 2004, impartidas para superar el estado de cosas inconstitucional,
encontrando que aunque muchas de ellas estaban en ejecución, el nivel de
cumplimiento y eficacia de las mismas era todavía muy bajo.  Al respecto, la
177
Corte  concluyó en el último de los autos citados lo siguiente:
“Los desplazados no son distinguidos del resto de la población
vulnerable cuando su condición especial de extrema penuria e
indefensión ha llevado a que las normas nacionales e internacionales
vigentes exijan que los desplazados reciban una atención específica,
adecuada y oportuna para proteger sus derechos. (…) La imperiosa
necesidad de proteger a los desplazados no excluye la debida atención
al resto de la población vulnerable. Brindar a la población desplazada un
trato específico y prioritario acorde con su extrema vulnerabilidad y con
las especificidades de su condición de desplazados no puede ser un
pretexto para desatender las necesidades de otros sectores
vulnerables. Pero la existencia de diversos grupos vulnerables no
justifica que los desplazados sean tratados como un sector vulnerable
más, sin prestar la debida atención al estado de cosas inconstitucional
en que se encuentran, el cual exige medidas específicas, efectivas y
oportunas para superar dicho estado de cosas contrario a los mandatos
constitucionales”303.
Con posterioridad , las distintas órdenes dadas por la Corte Constitucional
fueron objeto de seguimiento por parte de esa Corporación, quien por medio
de autos como el No. 207 de agosto de 2007, convocó a una sesión de
información técnica para verificar las medidas adoptadas para superar el
estado de cosas inconstitucional, desde la perspectiva de los pueblos
indígenas desplazados o en riesgo de desplazamiento, a la cual
concurrieron los diferentes pueblos indígenas de Colombia que se han visto
sometidos a este flagelo y  organismos interesados en dicha problemática,
dando allí a conocer los resultados de las políticas públicas de prevención y
atención al desplazamiento forzado.
Consideró la Corte Constitucional, que era de vital importancia, solicitar a las
autoridades y organizaciones que participarían en la sesión, información
concreta y específica sobre cada una de las comunidades indígenas
afectadas o amenazadas por el desplazamiento forzado, a fin de tener en
303 CORTE CONSTITUCIONAL. Auto 178 de 2005. M.P. Manuel José Cepeda E.
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cuenta tanto las necesidades generales de los pueblos indígenas
desplazados o en riesgo de desplazamiento y los requisitos atinentes a la
introducción del enfoque diferencial dentro de la política pública de atención
a la población desplazada, como las necesidades concretas y específicas de
pueblos indígenas particulares afectados por el desplazamiento forzado.
En el Auto 218 de 2006, la Corte Constitucional constató la persistencia del
estado de cosas inconstitucional, declarado en la sentencia T-025 de 2004, y
entre las áreas críticas de la política pública de atención a la población
desplazada que ameritaban una intervención urgente, incluyó la “falta de
especificidad de la política de atención en sus diversos componentes”,
resaltando que no se había demostrado un avance significativo en la
adopción de enfoques que respondieran a las necesidades específicas de los
sujetos de especial protección constitucional, que resultan afectados
agudamente por las cargas implícitas en el desplazamiento, ya que “se
diferencian del [resto de la población desplazada] en cuanto a la
especificidad de sus vulnerabilidades, sus necesidades de protección y de
atención, y las posibilidades que tienen de reconstruir sus proyectos de vida
digna. De ahí se deriva la necesidad de adoptar un enfoque diferencial,
específico, que reconozca que el desplazamiento surte efectos distintos
dependiendo de la edad y del género.”
Fue así que se consideró que se debía tener a las mujeres desplazadas por
el conflicto armado como sujetos de especial protección constitucional. Lo
cual le imponía a las autoridades estatales a todo nivel, respecto de las
mujeres víctimas del desplazamiento forzado, especiales deberes de
atención y salvaguarda de sus derechos fundamentales, a cuyo cumplimiento
debían prestar particular diligencia.  Tal condición justificaba que a la luz de
la sentencia T-025 de 2004, respecto de las mujeres desplazadas se
adoptaran medidas de diferenciación positiva, que atendieran a sus
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condiciones de especial debilidad, vulnerabilidad e indefensión y
propendieran, a través de un trato preferente, por materializar el goce
efectivo de sus derechos fundamentales.
Mediante auto No. 092 de 2008 en el marco de la superación del estado de
cosas inconstitucional  y después de la sesión pública de información técnica
realizada el 10 de mayo de 2007 ante la Sala Segunda de Revisión, la Corte
Constitucional decidió proteger los derechos fundamentales de las mujeres
afectadas por el desplazamiento forzado por causa del conflicto armado
tales medidas consisten, en síntesis, en (i) órdenes de creación de trece (13)
programas específicos para colmar los vacíos existentes en la política pública
para la atención del desplazamiento forzado desde la perspectiva de las
mujeres, de manera tal que se contrarresten efectivamente los riesgos de
género en el conflicto armado y las facetas de género del desplazamiento
forzado, (ii) el establecimiento de dos presunciones constitucionales que
amparan a las mujeres desplazadas, (iii) la adopción de órdenes individuales
de protección concreta para seiscientas (600) mujeres desplazadas en el
país, y (iv) la comunicación al Fiscal General de la Nación de numerosos
relatos de crímenes sexuales cometidos en el marco del conflicto armado
interno colombiano.
Adicionalmente, se señaló que además de otras mujeres que ameritaban de
especial protección, se debía proteger, por condiciones históricas y
estructurales de discriminación, exclusión, marginación y vulnerabilidad de
las mujeres pertenecientes a los grupos indígenas o las comunidades
afrodescendientes.
Destacó la Corte Constitucional que estaba demostrado por diversas fuentes,
que las mujeres indígenas y afrodescendientes eran, entre el grupo de
mujeres desplazadas, el segmento poblacional que había sido afectado con
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mayor dureza por los crímenes, las injusticias e inequidades que forman
parte constitutiva tanto de la violencia armada como del desplazamiento
forzado.  Entre las fuentes citadas confluyen,  La Comisión Interamericana de
Derechos Humanos y  la Relatora de las Naciones Unidas.  Esta última
denunció que  “las mujeres indígenas y afrocolombianas padecen
discriminación múltiple e intersectorial por motivos de sexo, raza, color y
origen étnico y por condición de desplazadas. Con el conflicto se reproduce y
se incrementa la discriminación entre los distintos grupos y las mujeres
padecen discriminación en distintas vertientes, por motivos de sexo, origen
étnico o pertenencia cultural”.
En igual sentido, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos indicó
en su informe que “Dentro del porcentaje de mujeres desplazadas que son
jefas de familia, las tasas más altas pertenecen a las mujeres
afrocolombianas (47%) y a las indígenas (49%)”304.
De otra parte, la Corte Constitucional en el Auto 251 de 2008 se refirió a la
grave situación de los menores de edad indígenas en situación de
desplazamiento, indicando entre otros aspectos que:
“Los niños, niñas y adolescentes indígenas o afrodescendientes,
además de estar sobre-representados entre la población en situación de
desplazamiento, sufren un impacto diferencial e intensificado de los
distintos problemas transversales arriba descritos. Dos factores están a
la base de este impacto diferenciado: la diferencia cultural abrupta entre
lugares de expulsión y recepción; y la pobreza generalizada
preexistente de sus familias y comunidades.   De esta forma,  los
menores de edad   indígenas y afrodescendientes desplazados son
víctimas mucho más frecuentes de explotación laboral, trata y
mendicidad.  Entre ellos los problemas de hambre y desnutrición son
usualmente más altos que entre los demás menores de edad
desplazados, y su exposición a enfermedades prevenibles es tan alta
que se han registrado casos como el episodio reciente de dos niños
Embera-Katío que habían sido desplazados de sus territorios hacia
304 CORTE CONSTITUCIONAL. Auto 092 de 2008. M.P. Manuel José Cepeda E.
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Bogotá y luego retornaron para morir de cólera en su comunidad. Su
derecho a la educación también resulta obstruido con particular fuerza,
por la carencia de planes de etnoeducación apropiados a sus culturas y
necesidades en los planteles educativos a los que tienen acceso, y por
la mayor incidencia de situaciones de discriminación abierta y maltrato
por sus compañeros y docentes. Todo ello a su turno conlleva
complejos cuadros de malestar psicológico en los cuales el choque
cultural y la extrañeza frente a la sociedad receptora juegan un papel
decisivo. Adicionalmente, los niños, niñas y adolescentes indígenas y
afrodescendientes cumplen un rol fundamental en la preservación y
reproducción de sus culturas, respecto del cual el desplazamiento
forzado genera un efecto destructivo de repercusiones irreversibles”305.
Posteriormente, la Corte Constitucional mediante Auto 004  del 26 de
enero de 2009, con Ponencia del Magistrado Manuel José Cepeda,  decidió
hacerle  seguimiento a las medidas adelantadas por Acción Social, para dar
cumplimiento a la sentencia  T-025 y se pronunció sobre “la protección de
los derechos fundamentales de los pueblos indígenas desplazados por el
conflicto armado o en riesgo”. Tras señalar la afectación diferencial a la que
se ven sometidos y la complejidad del tema, la Corporación se detiene en
tres puntos problémicos básicos: la confrontación en territorios indígenas, el
involucrar indígenas al conflicto y los procesos territoriales y sociales que
afectan las tradiciones y la cultura indígena. Posteriormente, se revisa la
respuesta institucional y la necesidad de hacer un análisis focalizado, para
concluir con las medidas que deben ser adoptadas, incluido el diseño e
implementación  de “Planes y Programas de Salvaguarda Étnica”.
Dentro de las respuestas eminentemente normativas adoptadas por el
Estado Colombiano, La Corte destacó básicamente dos documentos a
saber:
1) La “Directriz para la Prevención y Atención Integral de la Población
Indígena en Situación de Desplazamiento y Riesgo, con enfoque
diferencial”, desarrollada por la Dirección de Etnias, a través de un
305 CORTE CONSTITUCIONAL. Auto 251 de 2008.
182
proceso participativo de formulación con las organizaciones indígenas,
las entidades del SNAIPD y talleres de implementación regionales con
las autoridades, organizaciones y comunidades.
2) En cuanto a las comunidades indígenas vulnerables, existe desde 2006
el “Plan Integral de Apoyo a Comunidades Indígenas en Alto Grado de
Vulnerabilidad y Riesgo de Desaparición”, aprobado el 13 de junio de
2006 por el CNAIPD mediante Acuerdo 005. En principio debía ser
implementado en coordinación con Acción Social y el Programa
Presidencial de DIH y Derechos Humanos. En desarrollo de éste, se han
formulado Planes de Acción para beneficiar a las comunidades; la
Dirección de Etnias tiene para cada Plan una Matriz de Seguimiento.
Establecido por parte de la Corte Constitucional que las medidas adoptadas
hasta ese momento, frente a la situación de los pueblos indígenas, había
sido meramente formal sin repercusiones prácticas,  concluyó que el Estado
Colombiano había incumplido sus deberes constitucionales en este ámbito,
en forma grave.
Por consiguiente, decidió que era necesario adoptar dos decisiones
coordinadas, consistentes en:
“Primero, que diseñen e implementen, dentro de sus respectivas órbitas
de competencia, un Programa de Garantía de los Derechos de los
Pueblos Indígenas afectados por el desplazamiento.. Este programa
deberá ser adoptado, junto con un cronograma para su implementación
y seguimiento, dentro del término de seis (6) meses, y deberá contener
componentes de prevención y atención así como respetar los criterios
de racionalidad constitucional en las políticas públicas mencionadas en
el presente auto y en otros donde se ha ordenado incluir un enfoque
diferencial, en este caso en cumplimiento del principio de diversidad
etnocultural.
Segundo, que formulen e inicien la implementación de planes de
salvaguarda étnica ante el conflicto armado y el desplazamiento forzado
para cada uno de los pueblos identificados en la presente
providencia. Estos planes de salvaguarda étnica deben responder, tanto
en el ámbito de la prevención del desplazamiento forzado como de la
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atención a sus víctimas, a la crítica situación descrita para cada uno de
estos pueblos en los acápites precedentes y en el anexo”306.
Así mismo, señaló la Corte que dichos planes de salvaguarda étnica debían
contemplar unos elementos mínimos, los cuales especificó de manera
concreta, destacándose por ejemplo que los mismos debían ser consultados
en forma previa con las autoridades de cada una de las etnias beneficiarias,
a fin de preservar la diversidad etnocultural.  Que se debía velar por las
protección de los líderes, autoridades tradicionales y personas en riesgo por
sus posturas de activismo o de liderazgo e incluir el ingrediente de protección
de los territorios tradicionales, ente  otros aspectos.
Estas órdenes relativas a la creación e implementación de cada Plan de
Salvaguarda se impartieron al Director de Acción Social y al Ministro del
Interior y de Justicia - con la intervención dentro de sus órbitas de
competencia de la Directora del ICBF, la Ministra de Educación, el Ministro
de la Protección Social, el Ministro de Defensa y el Director del Programa de
Acción Integral contra las Minas Antipersonal - por ser éstas las autoridades
y entidades integrantes del SNAIPD con competencias específicas para la
adopción de las medidas urgentemente requeridas por los pueblos indígenas
afectados por el conflicto armado y el desplazamiento forzado.
Frente, a la coordinación del diseño, adopción e implementación del Plan de
Salvaguarda y cada uno de sus Componentes y Elementos Constitutivos, se
destacó que era deber de Acción Social y del Ministerio del Interior y de
Justicia; y que para efectos de materializar cada una de estas etapas, estas
autoridades podrían acudir a las distintas herramientas jurídicas con las que
contaban en sus competencias respectivas de coordinación de las distintas
entidades que conforman el SNAIPD y de la atención de los grupos étnicos
306 CORTE CONSTITUCIONAL. Auto 004 de 2009. M.P. Manuel José Cepeda E.
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del país, e igualmente solicitar el concurso de las demás entidades públicas
que considere pertinente involucrar.
Advirtió la Corte que, en relación con los distintos obstáculos normativos que
pudieran afectar el cumplimiento de las órdenes impartidas –por ejemplo,
disposiciones normativas sobre procedimientos presupuestales o requisitos
administrativos-, el Director de Acción Social y el Ministro del Interior y de
Justicia estaban en la obligación de aplicar la excepción de
inconstitucionalidad. No admitiéndose este tipo de razones como justificación
para el incumplimiento de las órdenes impartidas  para proteger los derechos
fundamentales de las personas y pueblos indígenas en riesgo de
desplazamiento por el conflicto armado o efectivamente desplazados.
El conjunto de autos expedido a finales de 2008 y comienzos de 2009 revela
el estado actual de la Sentencia T-025 de 2004. El Auto 008 de 2009 declara
la persistencia de un Estado de Cosas Inconstitucional y demanda nuevas
acciones institucionales a partir de la jerarquización de los niveles de avance
y cumplimiento. La Corte Constitucional identifica avances significativos en la
cobertura de algunos servicios como salud y educación, pero reitera la
persistencia de falencias en materia de calidad y acceso efectivo e integral a
los derechos; confirma la continuidad de problemas graves en las políticas de
prevención del desplazamiento y protección de los líderes, amenazados en
muchas regiones del país por demandar sus derechos y plantea la
reformulación total de la política pública en aquellos campos en los que se
presentan las mayores falencias (vivienda, generación de ingresos,
reparación integral).
El conjunto de autos relativos a enfoques diferenciales (mujeres, niños,
indígenas, afrodescendientes y personas discapacitadas en situación de
desplazamiento) identifica en esta materia una de las principales ausencias
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de la respuesta estatal y ordena la adopción de una política integral
diferencial. Finalmente, un tercer grupo de decisiones, busca resolver
falencias crónicas como el subregistro de población desplazada, el
requerimiento de un sistema de Habeas Data Social que permita demostrar
el nivel de garantía de los derechos de cada persona desplazada, la
divulgación masiva de los derechos de la población desplazada, la protección
de los recursos presupuestales destinados a esta política, la cualificación del
sistema de participación, la adopción de sistemas de certificación del
cumplimiento de las diferentes instituciones vinculadas a la política pública y
la coordinación de las tareas entre el gobierno nacional y los gobiernos
territoriales, entre otros.
El mensaje  de la Corte Constitucional en los diferentes autos ha sido  muy
claro: No es posible trazar una política pública orientada por el criterio de
garantizar el goce efectivo de los derechos fundamentales, sin atender la
voz, la opinión y la realidad de los sujetos sociales titulares de estos
derechos307.
A su vez, ha adelantado cinco audiencias diferenciales especiales y proferido
nuevas órdenes a partir de las conclusiones de las audiencias, lo que
equivale a dar un valor efectivo a la participación, y ha demandado al
gobierno la consulta de las políticas públicas con las diferentes expresiones
del movimiento social y las instituciones que han participado tanto en las
audiencias como en el proceso de seguimiento. Por último, ha creado un
sistema de verificación de los indicadores de goce efectivo de los derechos,
con una muy importante participación de sociedad civil (a través de la
Comisión de Seguimiento) y ha establecido la participación de las
organizaciones de población desplazada y de las instancias sociales de
verificación en procesos de consulta de las nuevas políticas requeridas.
307 CORTE CONSTITUCIONAL. Auto 004 de 2009, o.c.
186
En el campo de los derechos especiales de los grupos étnicos, la Corte ha
declarado la inexequibilidad de la Ley Forestal (Ley 1021 de 2006) y del
Estatuto de Desarrollo Rural (Ley 1152 de 2007), por no desarrollar los
procesos de consulta, de conformidad con las normas del Convenio 169 de
la Organización Internacional del Trabajo –OIT–, y en el fallo relativo a la Ley
del Plan Nacional de Desarrollo, estableció la obligatoriedad de consultar
todas las políticas públicas dirigidas a los grupos étnicos colombianos.
4.4.2 Corte Interamericana De Derechos Humanos, Caso Del Pueblo
Kankuamo.
“No hay nada en la creación más importante ni más
valioso  que el hombre, que todo hombre, que
cualquier hombre”.  Y lo seguirá haciendo, cada vez
que  encuentre, como en el presente caso, que se
sigue aplicando en el país la pena de muerte,
proscrita por la Carta Fundamental desde hace más
de un siglo. TÓMAS Y VALIENTE308”
Dado que uno de los grupos de desplazados que hace presencia en Bogotá
es el Kankuamo y que dicho grupo demandó la responsabilidad internacional
del Estado Colombiano con ocasión del desplazamiento sufrido, procedemos
a analizar su situación  a continuación:
Hechos309:
• El pueblo Kankuamo es una de las comunidades que habita en los
alrededores de la Sierra Nevada de Santa Martha, en el resguardo
308 CONSEJO DE ESTADO SECCIÓN TERCERA. Consejero Ponente: ENRIQUE GIL BOTERO.
Radicación número: 52001-23-31-000-1996-07347-01(15625,) Bogotá D.C., dieciocho (18) de junio
de dos mil ocho (2008). Actor: GUILLERMO GARCES BAGUI Y OTROS Demandado: NACION-
MINISTERIO DE DEFENSA, EJERCITO NACIONAL, POLICIA NACIONAL
309 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Medidas cautelares y
requerimientos al estado Colombiano, Pueblo Kankuamo, Corte Interamericana de Derechos
Humanos,  resoluciones del 5 de julio de 2004 y del 3 de abril de 2009. Disponible en
www.corteinteramericana.org/paises/colombia/medidascautelares
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reconocido por el gobierno desde el 10 de abril de 2003310,  y para dicho
año contaba con 6.000 integrantes, aproximadamente311.
• Desde 1993, los Kankuamo han estado en medio del conflicto armado y
han debido soportar los embates de grupos ilegales  como el ELN, el
Frente 59 de las FARC y las Águilas Negras.
• Según el Observatorio Del Programa Presidencial De Derechos
Humanos Y Derecho Internacional Humanitario312, en el Departamento
del Cesar hay presencia de las FARC (frentes 41 y 59), el ELN (frentes
Manuel Martínez, Camilo Torres, Gustavo Palmesano y Seis De
Diciembre) y las AUC (bloques Caribe, Tayrona y Frente Mártires del
Cesar cuyos reductos después de los “procesos de negociación”
organizaron las Águilas Negras)313 .
• Dentro de   los crímenes que han debido soportar se encuentran  el
bloqueo de alimentos, el reclutamiento forzado de los jóvenes,  las
amenazas, atentados y asesinatos de sus líderes, el desaparecimiento
de otros más y el desplazamiento forzado.
• En el informe  del observatorio  del programa presidencial de derechos
humanos referido, se afirma: “Los indígenas fueron vistos por los grupos
de autodefensas como poblaciones que mantenían relaciones con la
guerrilla, impresión que se vio reforzada por el reclutamiento de algunos
310 Paralelo a la constitución del resguardo, según, el OBSERVATORIO DEL PROGRAMA
PRESIDENCIA DEL DERECHOS HUMANOS, Diagnòstico Kankuamo, o.c., fueron asesinados 56
kankuamo, como reacción de los actores armados a dicho proceso, o.c. p 8 .
311 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Medidas cautelares y
requerimientos al estado Colombiano, Pueblo Kankuamo, Corte Interamericana de Derechos
Humanos,  resoluciones del 5 de julio de 2004 y del 3 de abril de 2009, o.c. p 1.
312 OBSERVATORIO PRESIDENCIAL DE DERECHOS HUMANOS; VICEPRESIDENCIA DE
LA REPUBLICA. Diagnóstico kankuamo, o.c., p 6.
313 Ibídem.
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de sus miembros por parte de la subversión; de la misma manera, la
guerrilla comenzó a ver a los indígenas con desconfianza y en medio del
cerco de las autodefensas no dudaron en imponer castigo que buscaba
preservar su control sobre esta zona. De esta manera los indígenas
comenzaron a ser víctimas de homicidios selectivos, masacres, torturas,
desapariciones forzadas, bloqueos y hurto de alimentos, y el asesinato
de sus líderes, con el objetivo de truncar la idea de la neutralidad en el
conflicto”314
• Los kankuamo, alegan  que dichas violaciones se han producido pese  a
que el Batallón de Artillería número dos (2) de La Popa y el Batallón de
Patillal se encuentran cerca a la zona y es imposible que no se percaten
de los hechos.  Aunado a que la Estación de Policía de  Valledupar se
encuentra a 15 minutos del resguardo indígena315 y también  se localiza
el Comando de Policía del Cesar316.
• La Corte Interamericana, recibió  denuncias, que entre 1993 y 2003
fueron asesinados ciento sesenta y seis (166) Kankuamos317 y que la
Defensoría del Pueblo de Colombia profirió alerta temprana por violación
sistemática a los derechos de dicho pueblo, mediante Resolución 24 de
2002.
• Según el citado informe del observatorio de derechos humanos, entre
2003 y 2006 se presentaron 108  confrontaciones armadas en la zona y
entre el 2007 y el 2008, 24318 y que entre 1995 y 2008, murieron 190
kankuamos, constituyéndose en el segundo grupo a nivel nacional,
314 Ibídem, p 7 y 8
315 ERLEIN, Gilberto. Entrevista citada.
316 OBSERVATORIO PRESIDENCIAL DE DERECHOS HUMANOS; VICEPRESIDENCIA DE LA
REPUBLICA. Diagnóstico Kankuamo, o.c. p 9
317 Ibídem, p 2.
318 Ibídem, p 9.
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después de los Nasa,  frente a homicidios indígenas319. Entre 2003  y
2008 se perpetraron 75 de los asesinatos citados320.
• Señalaron los denunciantes, que el 6 de febrero de 2004, (cuando se
encontraba en trámite la denuncia ante la Comisión), presuntos agentes
del Comando Operativo Siete  del Ejército acompañados  de un
“encapuchado” detuvieron al señor Juan Daza, de quien días después  el
Comandante del batallón del Ejército declaró que había sido dado de
baja  en combate con el ELN.321
• El 31 de diciembre de 2008, un atentado con una granada  dejó cinco
Kankuamos asesinados y sesenta heridos.
• Miembros de la comunidad, como la señora  Carolina Isabel Sequeda
Arias, beneficiaria de medidas cautelares, han sido detenidos e
incomunicados, acusados de colaborar con las FARC322.
• Ni siquiera en Bogotá, los líderes indígenas Kankuamo desplazados han
obtenido seguridad, así se manifiesta que el 4 de marzo de 2004 fueron
objeto de amenaza, por parte de seis hombres armados323.
• “Entre 2003 y 2008, se reportaron 144.757 personas desplazadas en los
17 municipios que conforman la región de la Sierra Nevada de Santa
Marta”324, de ellos, el 5%  (7.600) eran indígenas325. Se calcula que al
319 Ibídem, p 19.
320 Ibídem, p 20.
321 Ibídem, p 3
322 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HMANOS. Medidas Cautelares a favor del
Pueblo Kankuamo, o.c. p 3.
323 Ibídem, p 4.
324 OBSERVATORIO PRESIDENCIAL DE DERECHOS HUMANOS; VICEPRESIDENCIA DE
LA REPUBLICA. Diagnostico kankuamo, o.c. p 15.
325 Ibídem, p 17.
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menos cuatrocientas familias kankuamo han sido desplazadas326,
equivalentes aproximadamente a 1500 personas327 y que el mismo
produjo la desaparición de las comunidades de Rioseco y Murillo328, que
actualmente cuenta con programas de retorno.
A juicio de las investigadoras, sin haberse proferido sentencia condenatoria
por parte de la Corte Interamericana De Derechos Humanos, en el presente
caso, acorde con los artículos 1, 2 y 90 de la C.P, 86 del CCA y los
precedentes jurisprudenciales del Consejo de Estado, de probarse alguno
de los siguientes supuestos frente al Ejército Nacional, la nación sería
responsable extracontractualmente, veamos:
a) Si conocía la presencia de los paramilitares y la guerrilla en la zona y no
evitó las acciones, omitiendo el deber de seguridad que le es propio;
sería responsable por falla en el servicio, omisión de su deber.
b) Si miembros del Ejército participaron  en la intimidación, tortura y/o
posterior asesinato o desaparecimiento de Kankuamos; es responsable
por una evidente falla en el servicio, por el hecho de sus agentes.
c) Si hubo una retención ilegal  sin orden judicial y/o una prolongación ilegal
de la misma en connivencia con autoridades judiciales, estamos en
presencia de una  privación injusta de la libertad. Referente al tema el
Consejo de Estado ha expresado:
“3.1. La Sala ha reiterado su criterio de que cuando una autoridad -en
ejercicio de sus funciones- retiene a una persona debe velar por sus
derechos fundamentales a la vida e integridad personal, habida cuenta
que el Estado está en el deber de devolver a la persona retenida al seno
de la sociedad en condiciones similares a las que se encontraba cuando
fue retenido, en virtud de su deber constitucional de protección y
326 Ibídem, p 21.
327 ACCION SOCIAL. Tabla número 1, desplazamiento indígena en Colombia. Bogotá, ACCION
SOCIAL, 2009.
328 Ibídem, p 22.
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seguridad ligado con las garantías propias de todo Estado de
Derecho329. (…) En tales condiciones surgen de esta situación especial
de sujeción dos tipos de obligaciones para los agentes del Estado (…)
i) una de corte positivo consistente en la guarda de la persona frente a
eventuales agresiones o peligros que pueda sufrir durante la retención y
ii) otra de naturaleza negativa consistente en abstenerse de desplegar
conductas que puedan atentar contra su vida e integridad personal330.
En síntesis, dado que la retención fue ejecutada por miembros de la
Policía Nacional…; que para el momento de esa actuación estaban en
ejercicio de sus funciones; que para el cumplimiento de las mismas
utilizaron el vehículo oficial; además, que dicha retención se produjo de
manera arbitraria; que los retenidos no fueron puestos a disposición de
ninguna autoridad judicial competente, sino que aparecieron muertos
pocas horas después, hay lugar a concluir que ese daño antijurídico es
atribuible a la entidad estatal demandada, a título de falla del servicio,
por haber incumplido su deber de protección de los retenidos (…)331”.
d) Si vinculó públicamente a indígenas como integrantes o colaboradores
de las FARC, sin tener sustento probatorio; igualmente debe responder.
e) Si no le dio seguridad a los indígenas desplazados en Bogotá y,
f) En
últimas si no solucionó  el problema de la comunidad Kankuamo,
también es responsable. El Consejo de Estado, respecto al tema en
comento ha dicho:
“La fuerza pública, tanto más quienes asumen la defensa judicial de sus
actos, deben  eliminar el discurso maniqueísta que clasifica a los
muertos  en buenos y malos, para justificar la muerte de los segundos
con el argumento de la defensa social o del bien que se hace a la
comunidad con  la desaparición  física de determinadas personas.  El
derecho a la vida no puede ser reivindicado según el destinatario, pues
su respeto debe ser absoluto.  Tal vez la única vulneración tolerable sea
aquella que ocurre en ejercicio de las causales de justificación  o de
inculpabilidad que las normas penales  consagran, a pesar de lo cual en
329 CONSEJO DE ESTADO, SECCION TERERA. Sentencia de 26 de abril de 2006. exp. 50422-23-
31-000-15604-01 (16.406).
330 CONSEJO DE ESTADO, SECCION TERCERA. Sentencia de 17 de junio de 1998, expediente
10650.
331 CONSEJO DE ESTADO,  SECCIÓN TERCERA. Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA
PALACIO, Bogotá, D.C., treinta (30) de julio de dos mil ocho (2008), Radicación número: 25000-23-
26-000-1999-09979-01(16572). Actor: MARY NIÑO Y OTROS, Demandado: NACION-
MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL.
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algunas de esas ocasiones la no responsabilidad  del agente no libera a
su vez de responsabilidad al Estado.
(…)En consecuencia, como quiera que está demostrado que las
entidades demandadas incumplieron con el deber de protección y
seguridad del detenido, ya que apareció asesinado días después de su
captura, concluye la Sala, que se les debe imputar el daño antijurídico y
por lo tanto, deben responder patrimonialmente por el mismo332”.
4.4.3 Consejo de Estado: Masacre del Alto Naya. El Consejo de Estado
ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre la responsabilidad de la
administración por causa del desplazamiento interno. En varios fallos ha
reseñado que es responsable no solo por acción sino por omisión cuando
conoce de la presencia y probable ataque de actores armados a la población
civil y pese a ello no los evita, así por ejemplo ha dicho:
“De acuerdo con el mandato constitucional, la razón de ser de las
autoridades públicas es la defender a todos los residentes en el país y
asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los
particulares. Omitir el cumplimiento de esas funciones no sólo genera
responsabilidad personal del funcionario sino además responsabilidad
institucional, que de ser continúa pone en tela de juicio su legitimación.
Por lo tanto, el Estado debe utilizar todos los medios de que dispone
para lograr que el respeto a la vida y demás derechos de las personas
por parte de las demás autoridades públicas y particulares sea una
realidad y no conformarse con realizar una simple defensa formal de los
mismos.”333.
Sin embargo, en agosto de 2007  tuvo la oportunidad de pronunciarse en
un caso referente a desplazamiento de comunidades indígenas,
332 CONSEJO DE ESTADO SECCION TERCERA. Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO,
Bogotá D.C., dieciocho (18) de junio de dos mil ocho (2008) , radicación número: 52001-23-31-000-
1996-07347-01(15625). Actor: GUILLERMO GARCES BAGUI Y OTROS Demandado: NACION-
MINISTERIO DE DEFENSA, EJERCITO NACIONAL, POLICIA NACIONAL.
333 CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN TERCERA. AG-250002326000200100213-01 C.E., 26 de
Enero  de 2006.
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afrocolombianos y campesinos del Norte del Cauca334. Por constituir la
primera sentencia de dicha Corporación en que se involucra población
indígena desplazada y la única hasta la fecha, se  hace  un análisis de la
misma, para lo cual, primero se describirá brevemente el lugar de los
hechos, segundo los antecedentes del caso acorde con lo probado en el
expediente y los antecedentes que reposan en la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos; tercero: se destacarán los puntos fundamentales
esgrimidos por el Consejo de Estado; cuarto: se analizará la importancia de
la sentencia y por último, se describirá lo que le faltó a la misma.
Jurisprudencia Contenciosa Administrativa En El Desplazamiento
Forzado Indígena: Caso Región Del Naya:
1) Lugar de los hechos - Norte del Cauca - Región del Naya:   La región del
Alto Naya   ubicada en el Norte del Cauca y parte del Departamento del
Valle, está conformada por 18 veredas a saber: “El Placer, La Vega, Loma
Linda, La Paz, Río Mina, El Playón, Pitalito, El Pintal, Río Azul (En El
Cauca), y Las Minas, Miravalle, Santa Elena, El Edén, Pico De Loro, La
Playa, Riecito y Ramos Hidalgo (En El Valle)”335.
En el año 2000, durante el gobierno de Andrés Pastrana, era escenario de
fuertes confrontaciones entre las FARC (Columna Móvil Jacobo Arenas:
frentes 30 y 6), el ELN (frente José María Becerra) y las Autodefensas
Campesinas de Colombia, Bloque Calima336, como gran parte del territorio
colombiano; también se ubicaba allí, la tercera brigada del Ejército de
Colombia.
334 CONSEJO DE ESTADO,  SECCIÓN TERCERA. Sentencia del 15 de agosto de 2007, proceso
1000123310002003003850. Acción de Grupo, CP Mauricio Fajardo, Antonio María Ordóñez y otros
vs Nación Ministerio de Defensa, Ejercito Nacional y otros, caso Naya.
335 En www.etniasdecolombia.org/actualidad/comisiónhumanitariadeverificacióndelaltonaya/
336 CONSEJO DE ESTADO,  SECCIÓN TERCERA. Sentencia del 15 de agosto de 2007, proceso
1000123310002003003850.o.c.
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En ella coexistían Indígenas principalmente de la comunidad Eperara
Siapidaara y Nasa (Cabildo del Alto Naya: Buenaventura - La Playa- y
Cabildo del Playón: Municipio de Buenos Aires, Cauca), afrocolombianos y
campesinos; dedicados a la agricultura familiar, sujetos que por diversas
razones  debieron huir  de sus lugares de origen y asentarse en una zona
aislada, en busca de refugio. Dichos pobladores,  para la época de los
hechos, se encontraban en gran situación de vulnerabilidad debido a: las
condiciones topográficas (que en un principio fueron su defensa, pero con el
tiempo se convirtieron en su verdugo); los cultivos ilícitos sembrados en la
zona a instancia de los actores armados ilegales;  los títulos mineros337
otorgados especialmente para la explotación de oro en detrimento de la
economía artesanal; y  la falta de títulos de propiedad en manos de los
pobladores (hasta el punto que  parte de dichos terrenos son reclamados
por la Universidad del Cauca). En dicho escenario se desarrollaron los
sucesos del presente caso.
337 COLECTIVO DE ABOGADOS JOSÉ ALVEAR RESTREPO. “El Naya, Memoria  Que




338 Imagen tomada de la Universidad del Cauca, www.unicauca.edu.co/naya/descripcionfísica ,  foto
de la   profesora Patricia Torres con colaboración del IGAC.
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2) Hechos y Antecedentes ante la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos.
Desde noviembre de 2000 los afrocolombianos, indígenas y campesinos
residentes en el Alto Naya, específicamente  en los municipios de Timba,
Suárez y Buenos Aires339 fueron testigos de la presencia paramilitar en sus
territorios.
En Diciembre de dicho año  fueron objeto de amenazas contra sus vidas,
por parte de dichos actores armados y se produjo un primer
desplazamiento.
En representación de 49 caseríos de la Cuenca del Río Naya donde
habitaban  afrocolombianos, el 12 de diciembre de 2000340 se presentó
queja ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en la que
se solicitaba la adopción de medidas cautelares de protección civil, no
armada y armada, por parte de la fuerza pública.
La Defensoría del Pueblo  profirió una alerta temprana en diciembre de
2000.
En el poligrama 431 del ejército fechado el 24 de diciembre de 2000
(presente en el expediente),  se señaló que los grupos de autodefensas
venían realizando actividades de intimidación en los municipios de Buenos
Aires y Suárez y que ello había generado desplazamiento.
339 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Informe de Derechos humanos,
en Colombia. Washington, D.F., 2002,  disponible en la web.
340 CONSEJO DE ESTADO,  SECCIÓN TERCERA. Sentencia del 15 de agosto de 2007, proceso
1000123310002003003850. O.c., Ver hechos de la demanda.
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En enero de 2001  se reiteraron los hechos de violencia.
Mediante oficio 003  del 31 de enero de 2001, el Alcalde del Municipio de
Buenos Aires le informa al Comandante de la Estación de Policía, con
copia al Ministerio de Defensa, la presencia, desde el año anterior, de las
Autodefensas Campesinas, AUC .
La orden de operaciones número 18  del Batallón Pichincha del Ejército del
5 de marzo  de 2001, deja constancia de las actividades de intimidación de
las FARC y las AUC hacia la población civil y las amenazas de una
masacre en el corregimiento de Timba.
El 27 de marzo de 2001341 la C.I.D.H. adoptó  medidas cautelares de
protección, favor de la población del Alto Naya.
Las tropas de la Tercera Brigada del Ejército, asignadas a la zona,
abandonaron  la población del Naya, en abril, para apoyar operativos
militares en otros lugares del Cauca y del Valle.
El 5 de abril de 2001 un grupo paramilitar conformado aproximadamente,
por  500 hombres, ingresó a la zona del Alto Naya, en inmediaciones del
corregimiento de Timba, a 20 minutos de la base del Ejercito Nacional y
atemorizó a la población civil,   permaneciendo varios días en el territorio.
Según la orden de operaciones número 22, las Fuerzas Militares estaban
enteradas  de una posible masacre en la zona.
El 11 de abril de 2001 la Defensoría del Pueblo, regional Cauca,  envió
oficios a las autoridades civiles y militares alertando de la situación.
 341 Existe una discrepancia entre las fechas señaladas en la demanda y las de la CIDH.
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El 12 de abril de 2001 los paramilitares se dividieron en tres grupos y
sindicaron a la población de pertenecer a grupos insurgentes, asesinando,
torturando  y hurtando bienes de  la población. Según fuentes oficiales, los
homicidios no superaron los 20, pero, según los indígenas ascendieron a
40342. Según otros reportes a 53. Las cifras no coinciden por cuanto
muchos familiares afirman que enterraron a sus parientes debido a que la
Fiscalía no pudo llegar al sitio de los hechos a hacer el levantamiento de
los cadáveres, otros arguyen que los cuerpos fueron lanzados al río  y a los
barrancos343. Ello generó el éxodo forzado de más o menos 3000 personas
(afrocolombianos, indígenas y campesinos), habitantes de las veredas El
Playón, El Ceral, La Silvia, Patio Bonito, Río Minas, Agua De Panela, Palo
Solo, Alto Sereno, Las Minas, Las Vegas, La Playa, La Paz, Río Azul,
Pitalito y El Placer, pertenecientes al Municipio de Buenos Aires Cauca.
En el informe de la SIJIN de abril 18 de 2001, se deja constancia del listado
de asesinados en el Naya (16 identificados, 2 N.N. y 5 desaparecidos) y el
arribo de 215 desplazados a la escuela del corregimiento de Timba,  400 a
la vereda el Diamante y 110 a Buenaventura.
344
342 ONIC. Informe De La Masacre Del Naya. Bogotá, 2006, disponible en www.onic.org.co/naya/
343 Ver cita número 20. OBSERVATORIO PRESIDENCIAL DE DERECHOS HUMANOS;
VICEPRESIDENCIA DE LA REPUBLICA. Diagnóstico del Pueblo Nasa, o.c. p 15 y 16.
344 Imagen tomada de COMISION INTERECLESIAL DE JUSTICIA Y PAZ,
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3) Análisis del Consejo de Estado.
A partir del artículo 24 constitucional que consagra el derecho a circular
libremente por el territorio colombiano, y por ende, a escoger
voluntariamente el lugar de domicilio, habitación o residencia de manera
temporal o permanente; el Consejo de Estado se adentra en las normas
jurídicas que se refieren al desplazamiento forzado, entre ellas la Ley 387 de
1997 específicamente la relativa a la responsabilidad del Estado de formular
políticas y medidas encaminadas a la prevención, atención, protección,
consolidación y estabilización socioeconómica del desplazamiento.
Igualmente se detuvo en el Decreto Reglamentario 2569 de 2000 que creó el
Registro Único de la “Población Desplazada y el trámite del mismo; el
Decreto 2007 de 2001 que regula la atención oportuna a la población rural
desplazada por la violencia y el retorno voluntario o la reubicación; el
Decreto 173 de 1998 o Plan Nacional de Atención Integral a la Población
Desplazada derogado por el Decreto 250 de 2005, que es el nuevo plan.
Posteriormente hace un recorrido por las sentencias más importantes sobre
el tema proferidas por la Corte Constitucional entre ellas: la T 227 de 1997
(sobre el derecho a permanecer en el territorio), SU 1150 de 2000 (de
emergencia social), T 215 de 2002 (referente al estado de cosas
inconstitucional), T 602 de 2003 sobre los efectos nocivos del
desplazamiento, como delito de lesa humanidad; la T 025 de 2004 sobre los
derechos constitucionales que se vulneran con dicha problemática y las
consecuencias del estado de cosas inconstitucional y la T 754 de 2006 que
reseña la obligación del Estado de impedir el desplazamiento, entre otras.
Seguidamente se adentra en el análisis del caso concreto, para lo cual
justiciaypazcolombia.com/IMG/jpg/mapa_naya.jpg en el artículo SIN OLVIDO 49 La Masacre y el
Desplazamiento del ALTO NAYA Semana de Pasión y de Resurrección... sigue la muerte. Bogotá, D.C
Abril 13 de 2006.
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divide su examen en tres apartes: primero, el relativo a la procedibilidad de
la acción de grupo; segundo sobre la responsabilidad patrimonial del Estado
por omisión; y tercero, lo probado en el caso. Nuestra descripción se
detendrá en los dos últimos, por tocar directamente con el tema de la
investigación.
En cuanto al primer punto el Consejo de Estado concluyó:
La responsabilidad patrimonial del Estado por omisión constituye una típica
falla del servicio. Para establecer si se configuró, debe compararse la
obligación que atribuye la ley a la entidad estatal imputada y el grado de
cumplimiento de la misma; si el incumplimiento tiene relevancia jurídica
para causar el daño, la administración deberá responder.  Así “constituyen
elementos de responsabilidad patrimonial del estado por omisión: a) la
existencia de una obligación normativa a cargo de una entidad pública, b)
la falta de atención o la atención irregular o inoportuna de dicha obligación
por la administración en el caso concreto y c) la relación causal entre la
omisión y la producción del daño”345.
En presencia de causas concurrentes de generación del daño, prosigue el
Consejo de Estado,  deberá tenerse en cuenta que la única causa no es
necesariamente la última en el tiempo y que una cosa son las causas
físicas (los hechos)  y otra la causa jurídica (obligación de la entidad,
omitida y generadora del perjuicio). No todos los antecedentes del daño
son jurídicamente su causa. Solo son causas jurídicas las que
contribuyeron eficazmente a su producción.
En el caso analizado:
345 CONSEJO DE ESTADO,  SECCIÓN TERCERA. Sentencia del 15 de agosto de 2007, proceso
1000123310002003003850. o.c., p 55.
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a) La obligación normativa: Se desprende de los mandatos de los artículos
2º, 217 y 24 constitucionales en cuanto señalan como fines del Estado
proteger a todos los residentes en Colombia en su vida, honra, bienes y
demás derechos y le atribuye a las fuerzas militares la defensa de la
soberanía, la independencia e integridad territorial y el orden constitucional,
y, el derecho-libertad de circular por todo el territorio.  Aunado a ello, la
Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 22 estipula la
libertad de circulación y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos en su artículo 12 estatuye la libertad de elegir lugar de residencia.
Los principios rectores del desplazamiento interno  5º,6º y 9º  y la Ley 387
consagran el derecho a no ser desplazado, es decir la obligación del Estado
de evitar el desplazamiento, pero si no puede hacerlo, por lo menos debe
garantizar “la atención necesaria para reconstruir sus vidas”.
b) La falta de atención por el Estado: Según el máximo órgano de la
jurisdicción contencioso administrativa, Colombia tiene la obligación de
defender a todos los residentes en el territorio nacional,  si no puede
garantizar esa seguridad de manera permanente, se pone en juego su
legitimidad. La seguridad debe darse no de una manera formal (por ejemplo
en campañas televisivas o propagandas) sino debe ser una realidad.
En este punto se ha recordado346 que la Corte Interamericana de Derechos
Humanos  ha reflexionado sobre la posición de garante que asume un
Estado frente a los administrados, concepto recogido por la Corte
Constitucional Colombiana, en sentencia SU 1184 de 2001, y ahora por el
Consejo de Estado, posición de garante definida como:
346 CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN TERCERA. C.P. Mauricio Fajardo. Sentencia del  18 de
febrero de 2010, 200001233100019980371301 Acción de Reparación Directa de Manuel Narváez y
otros contra la Nación Ministerio de Defensa.
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“aquella situación en que coloca el ordenamiento jurídico a un
determinado sujeto de derecho, en relación con el cumplimiento de una
específica obligación de intervención, de tal suerte, que cualquier
desconocimiento de ella acarrea las mismas y diferentes
consecuencias, obligaciones y sanciones que repercuten para el autor
material y directo del hecho”347
En el caso en estudio, se probó la incursión paramilitar, que la misma estaba
avisada, que las entidades estatales conocían las amenazas a la población y
la presencia de grupos ilegales, que durante los hechos los militares fueron
enviados a otras zonas del país y que las autoridades responsables  no
hicieron nada.
c) El nexo causal:
Los demandantes demostraron su  registro como desplazados por los
hechos del Naya, ante las autoridades competentes. Se demostró
igualmente, que si el Estado hubiese actuado ante las amenazas, la
masacre no hubiese ocurrido o no hubiese tenido semejantes
consecuencias.
Igualmente se probó que:
• Si bien no hubo una participación activa del ejército en la masacre si,
omisión del mismo.
• La incursión no fue sorpresiva, era anunciada,
• No fue instantánea en el tiempo, en diciembre de 2000 ya se había
presentado un primer desplazamiento y  desde el 5 hasta el 12 de abril,
permanecieron los paramilitares en la zona;
• Tampoco fue imperceptible el paso de 500 paramilitares, debía
347 CONSEJO DE ESTADO SECCIÓN TERCERA. M.P. Alier Hernández Henríquez. Sentencia 3
febrero de 2000, expediente 14787, acción de reparación directa.
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sentirse, dejar estragos, dejar huella;
• Tuvo efectos masivos (la masacre y el desplazamiento),
• Había una total desprotección en la zona y,
• Se hubiera podido evitar, si las autoridades estatales hubiesen hecho
caso a las alertas de los diferentes organismos y la comunidad.
La Reparación:
En primer lugar debemos reiterar la distinción que existe entre
responsabilidad patrimonial de la administración, asistencia social o
humanitaria y servicio social del Estado:
1) Por la responsabilidad patrimonial de la administración, que genera para
el Estado la obligación de la reparación, se entiende aquel “derecho que se
tiene por ser víctima de vulneración de los Derechos Humanos, consistente
en la reparación integral del daño  causado”348 o el “conjunto integral de
acciones encaminadas a borrar o desaparecer los efectos que sobre las
víctimas han dejado los crímenes cometidos”349 más allá de lo económico. La
responsabilidad está a cargo del autor del hecho, salvo que medie amnistía
o indulto caso en el cual el Estado asume dicha obligación, ello ocurre en el
caso de la desmovilización de los paramilitares por cuenta del programa del
gobierno, por lo que éste asume la obligación de la indemnización
administrativa. Es  concordante con el artículo 2341 del código civil que
señala que “el que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro,
es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley
imponga por la culpa o delito cometido“.
348 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN
SEGUNDA. C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. 16 de junio de 2009, acción de tutela
25000231500020090073101.
349 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C1199 de 2008, expediente D6992, demandante Rodrigo
Uprimny contra algunos artículos de la ley 975/05 de “Justicia y Paz”. M.P. Nilson Pinilla, p 48.
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2) La Asistencia Social o Humanitaria se define como aquella “obligación
que tiene el Estado  de brindar atención de forma prioritaria ante una
calamidad, (en este caso,  por el hecho de ser desplazados) a las personas
que se encuentran   en estado de desigualdad y vulnerabilidad”350. Y,
3) Los Servicios Sociales del Estado, son entendidos como las obligaciones
normales de un país, frente a todos sus asociados (salud, educación,
vivienda).
Dichos conceptos  no son incompatibles entre sí y pueden ser demandados
de manera simultánea.
Frente a nuestro tema específico que es la obligación de reparación, la Ley
975 de 2005, preceptúa en su artículo 8º, que hacen parte de la reparación:
la restitución (devolución de lo quitado), la indemnización (compensación
económica de los perjuicios sufridos), la rehabilitación (recuperación de la
salud física y mental), la satisfacción  (la verdad, el perdón, adelantamientos
de investigaciones y procesos en las diversas instancias, sanción) y la
garantía de no repetición (publicación de las condenas, escarnio público,
monumentos, educación, etc). Para ello, en materia ordinaria se tiene
previsto la acción penal, disciplinaria, fiscal y la contencioso administrativa,
entre otras. En esta investigación se trae a colación dicho concepto por dos
razones: primero porque el desplazamiento de miembros de comunidades
indígenas constituye una violación a los  derechos humanos, en los cuales el
Estado ha sido responsable por acción u omisión y en la que los actores
armados beneficiarios de la citada disposición han sido determinadores, y
segundo: porque el Consejo de Estado en virtud del artículo 16 de  la Ley
446 de 1998 ha adoptado principalmente en las acciones de responsabilidad,
350 ibídem.
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el  concepto de reparación integral y en casos como el analizado ha
otorgado no solo indemnizaciones sino  ha acudido a la rehabilitación, la
satisfacción y la garantía de no repetición. En otros casos, de no ser posible
la restitución, ha ordenado al Estado a pagar lo correspondiente.
En el caso analizado la misma se tradujo en la indemnización de perjuicios
así:
i) Daño Moral: En el asunto estudiado, los demandantes solicitaron  se
les indemnizara el daño moral por el dolor causado  con el abandono
de su tierra y por el terror y angustia de los hechos. El Consejo  de
Estado  señaló que “constituye un hecho notario que el desplazamiento
produce daño moral a quienes lo padecen”351 por ende debe
condenarse al Estado por dicho concepto. Frente a este punto  con
anterioridad había señalado:
““No es necesario acreditar el dolor, la angustia y la desolación que
sufren quienes se ven obligados a emigrar del sitio que han elegido
como residencia o asiento de su actividad económica, abandonando
todo cuanto poseen, como única alternativa para salvar sus vidas,
conservar su integridad física o su libertad, sufriendo todo tipo de
carencias y sin la certeza del retorno, pero sí de ver aún más menguada
su precaria condición económica, social y cultural. Quienes se
desplazan forzadamente experimentan, sin ninguna duda, un gran
sufrimiento, por la vulneración múltiple, masiva y continua de los
derechos fundamentales”352.
ii) Daño por alteración de condiciones de existencia: consistente en
abandonar su comunidad, el desarraigo produce daño a la vida relación
en su afectación con su “relación con el mundo exterior” que se
transforma en cambios bruscos. El Consejo de Estado manifestó que
351 Ibídem.
352 CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN TERCERA. AG-250002326000200100213-01 C.E., l 26 de
enero  de 2006.
206
no todo cambio en la vida implica alteración, debe ser grave, drástico y
extraordinario. En este caso se trataba de afrocolombianos, indígenas y
campesinos, con una agricultura autosuficiente, trabajadores y dignos.
Con el desplazamiento pasan a ser marginados, estigmatizados,
desempleados, en muchas ocasiones van a parar a la ciudad, por ende
se alteran sus condiciones de existencia de una manera grave y hay
lugar a la indemnización por dicho concepto.
iii) Perjuicios Materiales. Al carecer de títulos de propiedad sobre sus
parcelas, el fallador consideró que no se habían acreditado los
perjuicios materiales, sin tener en cuenta las condiciones especiales de
dicha población. Si bien dicha falla puede atribuirse al apoderado de los
demandantes, que ha debido demostrar más diligencia en tal asunto;
por el número de personas, la complejidad del tema, la forma como
debieron abandonar sus tierras y la situación de conflicto armado;
teniendo en cuenta el principio de reparación integral  y los derechos
fundamentales que están en juego en un caso de flagrante violación de
los derechos humanos, el juez ha debido tomar un papel más
proactivo, en concepto de las investigadoras.
En otros casos, la jurisprudencia ha trascendido de la indemnización y  ha
llegado a conceptos de justicia restaurativa o garantía de no repetición,
tema abordado por el Consejo de Estado en una acción reciente de
reparación directa con ocasión de desplazamiento forzado353. El Tribunal,
trae conceptos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, referentes
a la justicia restaurativa y ordena publicar la parte resolutiva de la sentencia
y el capítulo atinente a la imputación al daño en un lugar visible del
Comando de Policía del Municipio y en el Batallón  del Ejército, fijar una
353 CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN TERCERA. C.P. Mauricio Fajardo. Sentencia del  18 de
febrero de 2010, 200001233100019980371301. Acción de reparación Directa de Manuel Narváez y
otros contra la Nación Ministerio de Defensa.
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placa en lugar visible del Comando de Policía y en el Batallón para que la
población conozca los hechos, oficiar a la Fiscalía General de la Nación para
que adelante las investigaciones respectivas  y enviar copia de la sentencia
con la parte resolutiva y el capítulo de imputación del daño, y remitir una
circular conjunta del Ministerio de Defensa, el Comandante General de las
Fuerzas Militares, el Comandante del Ejército de la Armada y la Fuerza
Aérea y el Director General de la Policía Nacional a las divisiones, brigadas,
comandos, estaciones de policía y cada una de las dependencias de la
fuerza pública para que conozcan sobre la responsabilidad y las
consecuencias de sus actos.
4) Importancia de la sentencia
Como precedente en materia de desplazamiento forzado indígena y de
afrocolombianos, resulta un documento muy útil, dado que, amén de lo
reseñado en el capítulo segundo de esta investigación,  se valoran los
siguientes aspectos:
a) La aplicación en el caso concreto de la posición de garante del Estado y
específicamente de las Fuerzas Militares, a partir de la legitimidad de la
institución misma.
b) La atribución de responsabilidad al Estado por omisión en su deber de
seguridad y los elementos de ésta.
c) La reiteración del hecho notorio de los perjuicios morales, con ocasión
del desplazamiento y del daño por alteración de condiciones de
existencia.
5) Lo que le faltó:
En concepto de las investigadoras,
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- No tuvo en cuenta  un componente diferencial ni un análisis  a partir de la
perspectiva indígena,  afrocolombiana y campesina.
- En perjuicios materiales  fue demasiado formalista, sin tener en cuenta el
criterio anteriormente expuesto (diferencial), en ello avanzó, la sentencia del
18 de febrero de 2010354 con el mismo Consejero Ponente, que solicitó un
avalúo pericial para determinar la cuantía de los mismos.
Sentencias como las analizadas permiten evidenciar un desarrollo
progresivo en el tema y la aplicación práctica de principios de Estado Social
de Derecho a un tema de estirpe humanitaria.
354 CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN TERCERA. CP Mauricio Fajardo. Acción de Reparación
Directa, 18 de febrero de 2010, 20001233100019980371301, Manuel Narváez y otros contra la
Nación- Ministerio de Defensa- Ejército Nacional.
209
CONCLUSIONES
Resulta innegable que la principal causa del desplazamiento indígena, tiene
origen en el conflicto armado afrontado por el país desde hace
aproximadamente sesenta años, extendiéndose tal  problemática en la
actualidad hacía los departamentos del sur oriente. Dichos lugares cuentan,
en su mayoría,  con gran número de indígenas,   despojados  de sus
territorios  (ubicados éstos en puntos estratégicos, y poseedores de
abundante riqueza hídrica, minera,  de hidrocarburos y  de recursos
forestales).
Así mismo, el  narcotráfico se constituye en la segunda causa de
desplazamiento, en la medida que los territorios ocupados a lo largo y
ancho del país por los indígenas, además de estar estratégicamente
ubicados, han sido por tradición objeto de abandono por parte del Estado, lo
que posibilita que  en muchas ocasiones sirvan de puente con  países
fronterizos, y permiten la entrada y salida de productos con escasos
controles  (Putumayo, el Darién, Amazonas, Guajira).
Adicionalmente, la fumigación de cultivos ilícitos, también se constituye en
factor determinante de desplazamiento, ya que los nativos se ven
obligados a abandonar sus tierras por problemas alimentarios y de salud (al
no desarrollarse, la erradicación, con  las precauciones  que amerita).
De otra parte, cabe señalar el gran problema de falta de identidad que de
antaño afronta el país, sumado al menosprecio por nuestras comunidades
indígenas, a quienes a pesar de que constitucionalmente se les reconoció
su existencia como sujetos sociales, culturales y políticos, unidos a los
derechos territoriales y de autonomía.
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En efecto, a estas alturas no se ha sensibilizado a la sociedad Colombiana
sobre la riqueza histórica, cultural y tradicional  que esa parte de la
población representa,     la cual sigue siendo mirada -no solamente por los
grupos armados y el propio Estado-, con desdén,  lo cual conlleva a diario
su menosprecio y  la vulneración de sus derechos (a pesar de la resistencia
que - en mayor o menor grado-, de acuerdo a su conformación poblacional
e histórica han venido ejerciendo a través de los años).
Si bien el Estado Colombiano,  ha adoptado una serie de políticas
referentes al desplazamiento forzado, entre las cuales es pertinente citar: la
Ley 387 de 1997, el Plan Único de Atención a la Población Desplazada y  la
Directriz Presidencial para el desplazamiento forzado indígena, y, ha creado
una serie  de entidades para el efecto (como Acción Social y el Consejo
nacional de Atención a la Población Desplazada), e invertido sumas
considerables del presupuesto nacional para tratar de solventar dicha
problemática; lo cierto es,  que las mismas no han podido dar una
respuesta de fondo al tema.
Frente a la prevención, se requieren medidas estructurales que ataquen las
causas del desplazamiento de manera profunda. Mientras en el país existan
territorios minados; mientras la guerrilla posea el dominio territorial en ciertas
zonas del país; mientras la impunidad, la parapolítica, la violación a los
derechos humanos no sean reprimidos, y el componente social
(alimentación, vivienda, salud, educación, empleo, desarrollo rural,  agua
potable, alcantarillado) no sean una prioridad en el Plan de Desarrollo y
cuenten con un respaldo presupuestal suficiente; seguiremos teniendo
desplazados.
Tal vez por ello  el Dr. Temístocles Ortega Narváez,  señala que: “Mientras
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no haya un proceso de paz, serio, consolidado, es muy difícil, mientras el
conflicto exista, y no haya una política pública indigenista encaminada a la
defensa de derechos y garantías, no se podrán solucionar gran parte de sus
problemas y compensar gran parte de sus dificultades. No hay una política
pública que se oriente a la defensa de los derechos y garantías de los
pueblos indígenas”355.
Referente a la atención, es necesario fortalecer el proceso de
humanización y percepción de los funcionarios públicos quienes carecen de
conciencia social humanitaria para atender y orientar a la comunidad
desplazada en cuanto a cada uno de los derechos que les asiste y la forma
práctica de hacerlos exigibles, aunque es de anotar que políticamente se ha
avanzado en el camino de participación pública, en la medida que hoy en
día tres representantes de la comunidad indígena detentan  importantes
cargos en entidades gubernamentales  (como es el caso del Consejo
Nacional para la Atención a la Población desplazada, la Defensoría
Delegada para Asuntos Indígenas y la Personería de Bogotá).
Se considera entonces, que el Estado Colombiano debe afrontar el
problema del desplazamiento indígena con políticas serias que consulten
las necesidades de esta población y que les permitan satisfacer sus
requerimientos ( no solamente los  básicos), sino también  los que induzcan
ofrecerles calidad de vida, (como al resto de la población del país),
preservando siempre su autonomía y multiculturalidad, con participación de
los interesados en sus planteamientos y en la adopción de soluciones.  Así
por ejemplo, si se les otorgan cupos en una escuela pública, se debe tener
en cuenta que en muchas oportunidades los niños pertenecientes a estas
comunidades no hablan, leen, ni mucho menos escriben en castellano, por
lo cual requieren etnoeducación.
355 ORTEGA N., Temístocles. Entrevista citada.
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La asunción de responsabilidad por parte del Estado Colombiano debe
partir igualmente, de un proceso de retorno en condiciones diversas a las
que ameritaron el desplazamiento. Es decir, el problema no se resuelve
devolviendo a los migrantes a las mismas circunstancias en las que se
encontraban en el momento del despojo. Debe garantizárseles seguridad,
desarrollo, tranquilidad y condiciones de vida digna. Para Gilberto Erlein al
elaborarse  una política de retorno esta debe estar encaminarse a:
a. Que el retorno sea voluntario.
b. Que se garantice el acceso a sus territorios (que actualmente
están en manos de los grupos insurgentes, de las
multinacionales o están minados). Y,
c. Que se garantice, que los hechos generadores del
desplazamiento no se vuelvan a repetir.
El doctor Gabriel Mujuy considera que la estrategia viable para solucionar la
problemática es: “Aplicar la Constitución, para ello se necesita voluntad
política del Estado, presupuesto. Hay esfuerzos, pero lo de fondo sigue
pendiente. La normatividad  también debe reformarse, para una vivienda
digna a una familia no le alcanzan $90.000”356.
Relativo a  la  protección, una de las principales adversidades en la
ejecución de la política de atención a la población desplazada, se refleja
en la incapacidad institucional de las entidades a cargo de la misma y en
la insuficiencia de recursos presupuestales para lograr  atención integral
idónea. A ello habría que agregar que el presupuesto se destina a charlas
y talleres y no a procesos de fondo.
356 MUJUY, Gabriel. Entrevista citada.
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Por último, en relación con la estabilidad socioeconómica, los diversos
estudios encontrados evidencian:
- Los pueblos  indígenas con asentamiento en Bogotá, se encuentran en
situación de vulnerabilidad y fragilidad social; reflejan niveles altos de
empobrecimiento y precarización de su “calidad de vida”, sobre todo,
porque en los respectivos patrimonios culturales, intelectuales y
económicos se ciernen graves amenazas que atentan contra la
continuidad de sus opciones civilizatorias propias.
- En el diseño de  las políticas públicas, los derechos humanos deberían
ser el referente y fin último para el logro de los cometidos estatales.
- El Distrito Capital debe profundizar en una atención integral
complementaria, con la perspectiva de  promover la construcción de una
ciudadanía intercultural en donde todas y todos, puedan hacer realidad
la pretendida “ ciudad de los derechos”.
- A  pesar de los avances en el campo de la incidencia política y la
adecuación institucional que se requiere para  la garantía de los derechos
de la población vulnerable, en la actualidad  persisten tensiones y
divergencias que limitan los alcances de las políticas públicas en cuanto
al reconocimiento y garantía de los derechos individuales y colectivos de
estos grupos.   Así mismo,  perdura un contexto de profunda desigualdad
en las estructuras de poder que limitan el desarrollo de relaciones
equitativas entre pueblos, personas y culturas a nivel simbólico y de
condiciones materiales que se requieren para que los diferentes pueblos
y culturas pervivan y se desarrollen de acuerdo a su visión y perspectivas
de vida.
Por último, los estudios de verificación han demostrado que las personas
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desplazadas son en su conjunto las más vulnerables entre los vulnerables,
tanto a nivel humanitario como a nivel socioeconómico. No se puede olvidar
que se trata de varios millones de colombianos y colombianas que debieron
huir de sus territorios por la existencia de un conflicto armado, en el que se
verifican día a día arbitrariedades y crímenes cometidos por la guerrilla,
grupos paramilitares y agentes estatales, (para no mencionar otros poderes
oscuros que se benefician del destierro, mediante alianzas con los que hacen
la guerra o mediante la cooptación ilegal de las instituciones).
Tampoco podemos desconocer, que el conflicto armado sigue expulsando a
cientos de miles de personas cada año y que esta tozuda realidad demanda
también, ingentes esfuerzos en la búsqueda de soluciones democráticas y
duraderas a dicha problemática que desangra a Colombia.
Sintetizando, las investigadoras afirman, que el Estado no ha asumido su
responsabilidad extracontractual con ocasión del desplazamiento indígena
asentado en Bogotá, por cuanto si bien ha brindado algunas ayudas
humanitarias,  formulado políticas públicas para atender de forma general el
desplazamiento y asignado algunas partidas presupuestales al tema, no ha
tomado medidas de fondo, para prevenir el desplazamiento indígena y para
brindar una atención, protección y estabilización de los desplazados
indígenas de manera eficiente, ni destinado los recursos que la magnitud
del problema amerita.
A título de conclusión se propone:
• Diseñar e implementar políticas públicas diferenciales con la
participación activa de los pueblos indígenas.
• Generar ámbitos de comunicación indígena en la capital de la república
(escuelas étnicas, hospital con medicina tradicional, huertas,
bibliotecas y ludotecas ancestrales), que puedan servir de precedente
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en otros lugares del país.
• Implementar procesos productivos que contrarresten la inseguridad
alimentaria.
• Establecer la cátedra indigenista en los colegios colombianos, para que
aprendamos a valorar nuestra riqueza y hacerla respetar.
• Canalizar recursos públicos y privados a través de  organismos como la
ONIC  y los cabildos asentados en Bogotá.
Los indígenas encuestados357 manifestaron:
357 INDIGENAS DESPLAZADOS EN BOGOTA. Encuestas citadas.
216
Otro punto que conviene  resaltar, consiste en que hasta el momento, la
jurisprudencia ha estudiado temas referentes a la asistencia humanitaria
de emergencia y a la responsabilidad del Estado por omisión (verbigracia
cuando las fuerzas militares no contrarrestan la acción de grupos ilegales),
no obstante, todavía no ha analizado asuntos en los que la
administración, por determinadas políticas (como la inversión extranjera o
la explotación de hidrocarburos) es el generador activo del
desplazamiento o, qué sucede si un indígena desplazado se dirige a las
autoridades estatales (verbigracia U.A.O.), solicita ayuda y éste guarda
silencio o le niega el registro como tal, -existiendo argumentos para lo
contrario- y a consecuencia de esto el indígena  o su familia mueren o
sufren un daño antijurídico. Tampoco se ha abordado el tópico de la
responsabilidad internacional del Estado y las posibles condenas ante la
Corte Interamericana de Derechos Humanos, por la desaparición de
grupos indígenas. Dichos eventos,  amén de ser de común ocurrencia -
acorde con lo expresado en el capítulo segundo de este trabajo-,
ameritarían, conforme criterio de las investigadoras una condena al
Estado por dicho concepto.
Para finalizar, el principal aporte de nuestro trabajo atiende a contribuir a la
visibilización del problema, a efectos que las políticas traspasen el papel y
se conviertan en realidad.
Edmund Burke afirmaba que “La adversidad es un instructor severo…. En
la lucha en su contra templamos los nervios, afilamos nuestras
habilidades, aguzamos la inteligencia. Nuestro antagonista es nuestro
aliado”358; si ello es así, ya es hora de que los Colombianos enfrenten sus
problemas y no los evadan, utilicen sus destrezas para destinar  los
recursos en soluciones duraderas, implementen estrategias profundas
358 BURKE, Edmund. De los sublime y lo bello (1758). Madrid, Alianza Editorial, 2005, p 27.
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para evitar el desplazamiento indígena, utilicen la inteligencia en vez de
matarse entre sí y, para elegir gobernantes cuya prioridad sean los
intereses nacionales y generales (no los privados, extranjeros); pero sobre
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